[image: Cover]
 [image: ]

La plusvalía municipal tras su inconstitucionalidad

(2.ª edición)

Litigiosidad, marco regulatorio y nuevos métodos de cálculo en el Real Decreto-ley 26/2021

Juan Calvo Vérgez

Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

Universidad de Extremadura

[image: ]




 


	© Juan Calvo Vérgez, 2022

	© Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A.


	 

	Wolters Kluwer Legal & Regulatory España

	C/ Collado Mediano, 9

	28231 Las Rozas (Madrid)

	
Tel: 91 602 01 82

	
e-mail: clienteslaley@wolterskluwer.es

	
http://www.wolterskluwer.es


	 

	
Segunda edición: Febrero 2022

	 

	
Depósito Legal: M-2880-2022

	
ISBN versión impresa: 978-84-19032-22-

	
ISBN versión electrónica: 978-84-19032-23-2

	 

	Diseño, Preimpresión e Impresión: Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A.

	Printed in Spain

	 

	
© Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A. Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.

	Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a Cedro (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.

	El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.

	WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA no será responsable de las opiniones vertidas por los autores de los contenidos, así como en foros, chats, u cualesquiera otras herramientas de participación. Igualmente, WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA se exime de las posibles vulneraciones de derechos de propiedad intelectual y que sean imputables a dichos autores.

	WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA queda eximida de cualquier responsabilidad por los daños y perjuicios de toda naturaleza que puedan deberse a la falta de veracidad, exactitud, exhaustividad y/o actualidad de los contenidos transmitidos, difundidos, almacenados, puestos a disposición o recibidos, obtenidos o a los que se haya accedido a través de sus PRODUCTOS. Ni tampoco por los Contenidos prestados u ofertados por terceras personas o entidades.

	WOLTERS KLUWER LEGAL & REGULATORY ESPAÑA se reserva el derecho de eliminación de aquellos contenidos que resulten inveraces, inexactos y contrarios a la ley, la moral, el orden público y las buenas costumbres.

	
Nota de la Editorial: El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de Wolters Kluwer Legal & Regulatory España, S.A., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resoluciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumplimiento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error o incidencia en esta materia.









La plusvalía municipal tras su inconstitucionalidad


 (2.ª edición) Litigiosidad, marco regulatorio y nuevos métodos de cálculo en el Real Decreto-ley 26/2021


Juan Calvo Vérgez

Catedrático de Derecho Financiero y Tributario

Universidad de Extremadura



 






Abreviaturas


 






	Art (s)
	 Artículo (s)



	BIC
	Bien de Interés Cultural



	CC
	Código Civil



	CC.AA.
	Comunidades Autónomas



	C.Com.
	Código de Comercio



	CE
	
Constitución Española



	DGC
	Dirección General del Catastro



	DGCHT
	Dirección General de Coordinación de las Haciendas Territoriales



	DGRN
	Dirección General de los Registros y del Notariado



	DGT
	Dirección General de Tributos



	Disp. Adic.
	Disposición Adicional



	ICIO
	Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras



	IAE
	Impuesto sobre Actividades Económicas



	IBI
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles



	IRPF
	Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	IS
	Impuesto sobre Sociedades



	ISD
	Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones



	ITP
	Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales



	ITPyAJD
	Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	INVIFAS
	Instituto de la Vivienda de las Fuerzas Armadas



	IVA
	Impuesto sobre el Valor Añadido



	IVIMA
	Instituto de la Vivienda de Madrid



	LDGC
	Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes



	LGT
	
Ley General Tributaria



	LIRPF
	Ley reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	LIS
	Ley del Impuesto sobre Sociedades



	LISD
	
Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones



	LOFAGE
	
Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado



	LOFCA
	
Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas



	LOTC
	
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional



	LOU
	Ley Orgánica de Universidades



	LRBRL
	
Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local



	LRHL
	
Ley Reguladora de las Haciendas Locales



	Pág. (s)
	Página (s)



	PGOU
	Plan General de Ordenación Urbana



	RISD
	Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones



	RITPyAJD
	
Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	TC
	Tribunal Constitucional



	TEAC
	Tribunal Económico-Administrativo Central



	TEAF
	Tribunal Económico-Administrativo Foral



	TEAM
	Tribunal Económico-Administrativo Municipal



	TRLCI
	
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario



	TRLITPyAJD
	
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	TJUE
	Tribunal de Justicia de la Unión Europea



	TPO
	Transmisiones Patrimoniales Onerosas



	TRLRHL
	
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales



	TRLSA
	
Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas



	TS
	Tribunal Supremo



	TSJ
	Tribunal Superior de Justicia











I. El negocio jurídico traslativo del dominio en el IIVTNU


 1.  La necesaria presencia del título y el modo en las plusvalías realizadas

Como es sobradamente conocido, uno de los pilares sobre los que se asienta la tributación de las plusvalías viene determinado por la exigencia de que las mismas deriven de la existencia de un acto traslativo del bien de que se trate a través del cual resulte posible poner de manifiesto el incremento de valor originado, quedando excluidas de tributación las denominadas plusvalías latentes. En efecto, uno de los elementos constitutivos del hecho imponible del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU) es el integrado por la transmisión de la propiedad de los terrenos urbanos o de los derechos reales de goce limitativos del dominio, o bien por la constitución de tales derechos reales. Piénsese que para que se produzca el hecho imponible de este Impuesto ha de existir un incremento de valor, el cual habrá de quedar puesto de manifiesto como consecuencia de una transmisión de la propiedad de los mismos (1) .

Tal y como tuvo oportunidad de precisar la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia (TSJ) de Cantabria de 11 de febrero de 1997, nos hallamos ante un hecho imponible alternativo. Y es que, a pesar de que puedan llegar a concurrir simultáneamente, en un mismo acto, la transmisión de la nuda propiedad a un sujeto y la constitución de un derecho real de goce a favor de otro, el valor de este último no debe contemplarse a la hora de proceder a valorar el incremento de valor de aquélla, ni viceversa.

Dispone concretamente el art. 104.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales (TRLRHL) la sujeción al IIVTNU de aquellos incrementos de valor que se pongan de manifiesto con motivo de la transmisión de la propiedad de los mismos por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce limitativo del dominio sobre dichos terrenos. Así las cosas será necesario precisar en cada caso concreto si se produce o no una transmisión, teniendo bien presente que a estos efectos será válida tanto la transmisión inter vivos como la mortis causa.

¿Qué hemos de entender a este respecto por «transmisión»? Sencillamente, todo acto traslativo de la propiedad o de constitución o modificación de derechos reales de goce o disfrute que impliquen un cambio de titularidad en algunas de las facultades dominicales. Resultará pues de aplicación la doctrina tradicional del título y el modo. Quiere decirse con ello que la compraventa de que se trate no quedará sujeta al Impuesto como tal contrato (título), entendiéndose realizado el hecho imponible únicamente a raíz de la entrega del poder de disposición del bien que deriva de la traditio (2) . Ahora bien, con independencia de lo anterior, no puede negarse que el concepto de transmisión al que se refiere el art. 104.1 del TRLRHL resulta más amplio que el comúnmente llamado concepto civilista de transmisión, pudiendo englobar supuestos de cambio de titularidad en los bienes que, en puridad civil, no serían considerados como transmisiones pero que, de facto, originan el traspaso de facultades dominicales (3) .

En líneas generales existiendo escritura pública se habrá producido la tradición, tal y como tuvo oportunidad de precisar el Tribunal Supremo (TS) en su Sentencia de 21 de junio de 1999. Ahora bien, pueden llegar a plantearse casos en los que lo anterior no suceda. Pensemos, por ejemplo, en un supuesto en el que un Registrador de la Propiedad decida no inmatricular una finca adquirida mediante compraventa al coincidir dicha finca con otra ya registrada perteneciente a distinto titular, de manera tal que la finca vendida no pertenezca al vendedor, no pudiendo éste acreditar su titularidad. Pues bien, dada esta situación parece claro que el vendedor no ha podido transmitir la titularidad de la finca. Y, correlativamente, el comprador no habrá podido adquirirla.

Por otra parte cabe la posibilidad de que, no habiendo sido elevado a instrumento público el contrato privado de compraventa, resulte posible probar la existencia de una efectiva entrega acudiendo a diversas actuaciones llevadas a cabo por el comprador a título de propietario (4) . De hecho, habiéndose reconocido por parte del Ayuntamiento la realización de determinados actos de posesión sobre el terreno de que se trate dimanantes de las facultades dominicales ostentadas sobre el mismo, la principal cuestión que suele suscitarse a este respecto no es tanto la relativa a la existencia o no de transmisión en sí misma, como la referente a la fijación de la fecha de transmisión (5) , al hilo del inicio del cómputo del plazo de prescripción.

De cualquier manera parece claro que la efectiva sujeción o no al Impuesto habrá de determinarse a la luz del concreto negocio jurídico traslativo que se realice, debiendo precisarse si se ha producido o no la transmisión del inmueble.

A priori cualquier título resultará hábil de cara a determinar el nacimiento de la obligación de pago del Impuesto. Ahora bien, ¿constituyen los títulos originarios de adquisición hechos generadores del devengo del Impuesto? Desde nuestro punto de vista la respuesta a esta cuestión ha de ser afirmativa. Así, por ejemplo, tratándose de la usucapión, para que este modus adquirendi pueda llegar a desplegar toda su eficacia únicamente será necesario el concurso de los requisitos exigidos al efecto, al margen de que el pronunciamiento judicial que reconozca aquélla actúe como elemento de verificación y de declaración erga omnes de sus presupuestos fáctico-jurídicos (6) .

De este modo, dada la amplitud que caracteriza al concepto de transmisión en el ámbito del Derecho Tributario entendida como traspaso de facultades dominicales, y teniendo en cuenta la inclusión en el art. 104.1 del TRLRHL de la expresión «por cualquier título», parece razonable admitir tanto la usucapión como la accesión como modalidades de transmisión a efectos del IIVTNU. Téngase presente, además, que en ambos supuestos se produce un incremento de valor del terreno, existiendo un sujeto pasivo que manifiesta la capacidad económica que éste supone. No existiendo contraprestación alguna, cabría calificar la adquisición como lucrativa, siendo el adquirente el llamado a tributar (7) .

De conformidad con lo declarado por el TS en su Sentencia de 3 de noviembre de 2010 la transmisión de la propiedad mediante un contrato de compraventa se produce por ésta (título) más la tradición (modo), pudiendo probarse dicha transmisión por cualquier medio admitido en derecho, entre ellos los documentos privados que, reconocidos legalmente, adquieren el mismo valor que la escritura pública entre los que lo hubieren suscrito y sus causahabientes, si bien respecto de terceros el art. 1227 del Código Civil dispone que:

«La fecha de un documento privado no se contará respecto de terceros sino desde el día en que hubiese sido incorporado o inscrito en un registro público, desde la muerte de cualquiera de los que le firmaron, o desde el día en que se entregase a un funcionario público por razón de su oficio».


Tradicionalmente la jurisprudencia civil ha mantenido que el citado art. 1227 del Código Civil constituye una presunción iuris tantum de que la fecha del documento privado es la que resulta de los hechos indicados, si bien admite prueba en contrario que, siendo suficiente, plena y convincente, puede demostrar que la fecha fue la que figura en el documento u otra distinta (8) . Téngase presente además que la consideración de lo dispuesto en el citado precepto como una verdadera presunción iuris el de iure y no como una ficción legal que trastoca la realidad imponiendo normativamente que la fecha del documento privado sea la de su presentación a un funcionario público por razón de su oficio, el de su inscripción en un Registro Público o el del fallecimiento de uno cualquiera de los otorgantes, representaba una excepcionalidad para admitir de acuerdo con el art. 24.1 CE las presunciones iuris et de iure y las ficciones legales.

Concluyó pues el TS en la citada Sentencia de 3 de noviembre de 2010 que resulta posible la admisión de pruebas en contrario frente al envío que las normas tributarias especiales hacen al art. 1227 del Código Civil. En efecto, no cabe adoptar una interpretación que excluya otros medios de prueba, ya que lo realmente importante es determinar si la reinversión se produce dentro de los plazos establecidos, lo que deberá probarse, debiendo estarse, para determinar la fecha en que debe entenderse efectuada la reinversión, a las reglas sobre transmisión de la propiedad previstas en el Código Civil (arts. 609 y 1095) (9) . Y es que el derecho a la prueba impide cualquier reducción que no venga impuesta de manera clara y tajante por la propia ley, de manera que las presunciones iuris et de iure y, con mayor razón, las fictio legis, deben quedar claramente establecidas en precepto legal que, de manera indubitada, excluya o prohíba la prueba en contrario. Así se encargó de precisarlo el propio TS, entre otras, en su Sentencia de 24 de junio de 2005.

Por su parte el TSJ de la Comunidad Valenciana, mediante Sentencia de 30 de marzo de 2011, analizó la cuestión relativa al pago del Impuesto a la luz de la transmisión de unos inmuebles en concepto de devolución de una subvención. Concretamente mediante escritura pública la sociedad apelante procedió a transmitir unos inmuebles de su propiedad en concepto de devolución de una subvención recibida y declarada improcedente por la Unión Europea. Para la parte apelante se trataba de una reestructuración financiera de una empresa en liquidación participada por el SEPI (Sociedad Estatal de Participaciones Industriales) una venta de activos que pretendía mejorar la situación de la empresa y cambiar el modelo financiero, dentro de un plan de liquidación ordenada, concurriendo los requisitos exigidos por el art. 14.4 de la Ley 5/1996, de 10 de enero, de Creación de determinadas Entidades de Derecho Público, de conformidad con el cual:

«Todas las transmisiones patrimoniales, operaciones societarias y actos derivados, directa o indirectamente de la aplicación de esta Ley e, incluso, las aportaciones de fondos o ampliaciones de capital, que se ejecuten en el futuro para la reestructuración financiera de las empresas participadas por la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales, estarán exentos de cualquier tributo estatal, autonómico o local, sin que proceda, en este último caso, la compensación a que se refiere el artículo 9.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales».


La parte apelada entendió que no se daba el requisito legal de que la causa de la transmisión fuese una reestructuración financiera, tratándose de un pago aislado de una deuda con el SEPI, sin que se aprecien las características propias de un plan financiero de reestructuración empresarial.

Para el Tribunal, examinando el citado art. 14.4 de la Ley 5/1996, en la redacción del RDL 15/1997, cabe concluir que la exención tributaria en el IIVTNU pretendida por la recurrente requiere tres requisitos: que exista una transmisión patrimonial; que se haga al SEPI por parte de una empresa participada por éste; y que se trate de una reestructuración financiera de la empresa transmitente.

En el presente caso el Tribunal apreció que se daban los dos primeros requisitos exigidos, pero no concurría la circunstancia de que la transmisión se debiese a un plan de reestructuración financiera, extremo no acreditado por el sujeto pasivo que propugnó la exención, ya que se trataba de un pago puntual o singular de una deuda derivada de una improcedente subvención percibida, cuya devolución era preceptiva por exigirlo la UE, al margen de cualquier plan financiero de difícil comprensión en una empresa sin actividad, en liquidación, en la que no se daban las características propias de un plan o conjunto de medidas que permitiesen modificar el modelo financiero de la misma.

2.  Análisis de los diversos supuestos de transmisión onerosa de la propiedad susceptibles de plantearse

A lo largo de las líneas que siguen analizaremos la existencia o no de sujeción al IIVTNU con motivo de la realización de diversos actos o negocios jurídicos a través de los cuales tiene lugar una transmisión. Piénsese que la existencia de esta última contribuirá a determinar el devengo o no del Impuesto así como, en su caso, la fijación del momento inicial del período impositivo. Y, al abrigo de estas operaciones «conflictivas», el sujeto pasivo tratará de argumentar que no se ha producido la transmisión o, eventualmente, la existencia de una transmisión que permita restringir el período de generación de la plusvalía.

2.1.  Supuestos en los que interviene una condición suspensiva

Sin lugar a dudas, la compraventa constituye el supuesto arquetípico de transmisión del dominio. Lógicamente, en aquellos supuestos de venta efectuada bajo pacto de reserva de dominio no ha de estimarse transmitido éste hasta tanto no se realice el pago total del precio. Tratándose de ventas realizadas en calidad de prueba las mismas habrían de estimarse efectuadas bajo condición suspensiva, no produciéndose la transmisión hasta que la condición se cumpla, existiendo conformidad en la cosa y el precio. Y, en los supuestos de ventas a plazos, habiéndose producido la entrega del inmueble y existiendo acuerdo entre las partes en el pago del precio, ha de estimarse el transmitido el dominio.

Al hilo igualmente de la operatividad de una condición suspensiva analizó la Sentencia del TSJ de Cataluña de 14 de enero de 2014 una concreta operación en cuya escritura no se contenía una fijación definitiva del precio en la compraventa de una finca, ya que respecto del mismo se decía que quedaba integrado por una cantidad fija y otra variable a determinar en el futuro, consistente en una parte proporcional a los metros cuadrados de aprovechamiento industrial y a los gastos del proyecto y de ejecución de la urbanización. La eficacia del contrato se hizo depender pues de una condición suspensiva.

De acuerdo con lo declarado por el citado Tribunal la condición suspensiva implica que la transmisión de la propiedad se producirá cuando acaezca el hecho en que consiste la condición. En el concreto supuesto de autos planteado dicha condición se cumplía materialmente el 30 de enero de 2007 al ser aprobado el Proyecto de Reparcelación, si bien para la transmisión de la propiedad resultaba necesario, en este caso, el nuevo acuerdo entre las partes sobre el cumplimiento de la condición, así como la determinación definitiva del precio y la entrega de la finca. No era por tanto hasta el 12 de marzo de 2007 cuando se constató por las partes el cumplimiento de la condición suspensiva y se hizo la fijación definitiva del precio, así como cuando se procedió a la entrega de la finca. Y, teniendo presente que el hecho imponible del Impuesto grava el incremento de valor que experimenten dichos terrenos que se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los mismos, el devengo se producirá con la transmisión de la propiedad (o entrega de la cosa), la cual no tendrá lugar hasta que se perfeccione la compraventa por escritura a través de la cual se produzca la traditio efectiva de la finca, con la transmisión de la propiedad.

A resultas de lo anterior, dado un concreto supuesto en virtud del cual se hubiese formalizado escritura sujeta a condición suspensiva donde no se contuviese una fijación definitiva del precio (quedando integrado el mismo por una cantidad fija y otra variable a determinar en el futuro consistente en una parte proporcional a los metros cuadrados de aprovechamiento industrial y a los gastos del proyecto y de ejecución de la urbanización), implicando la aplicación de dicha condición suspensiva que la transmisión de la propiedad se produciría cuando acaezca el hecho en que consistiese la condición, habiéndose cumplido materialmente dicha condición al ser aprobado el Proyecto de Reparcelación, y resultando necesario para la transmisión de la propiedad un nuevo acuerdo entre las partes sobre el cumplimiento de la condición así como la determinación definitiva del precio y la entrega de la finca, puesto que el hecho imponible del Impuesto grava el incremento de valor que experimenten los terrenos puesto de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los mismos, su devengo se produciría con la transmisión de la propiedad (o entrega de la cosa), una vez consumada la compraventa por escritura y teniendo lugar la traditio efectiva de la finca con la transmisión de la propiedad.

Lógicamente lo anterior requerirá que las partes hayan constatado el cumplimiento de la condición suspensiva, lo que determina, a su vez, la fijación definitiva del precio y la entrega de la finca, adquiriendo el contrato eficacia y produciéndose la transmisión de la propiedad.

Con carácter general, dada una herencia sujeta a una condición suspensiva en virtud de la cual se derivan dos alternativas posibles (de una parte, el cumplimiento de la condición, que implicaría la transmisión del inmueble a un tercero adjudicándose el importe dinerario obtenido de la transmisión a los legatarios, y, de otra, el incumplimiento de dicha condición, que supondría la transmisión del inmueble a una entidad sin ánimo de lucro) analizó la DGT mediante contestación a Consulta de 3 de noviembre de 2015 un supuesto en el que se planteaban diversas alternativas (10) .

En primer lugar si, en tanto el objeto del legado como la condición de legatario queda en suspenso a expensas de determinados hitos (la transmisión o no por el albacea del inmueble en un plazo determinado), podría llegar a existir alguna obligación tributaria relativa al IIVTNU a cumplir, bien por el albacea, bien por los legatarios o por las entidades sin fines lucrativos, durante el plazo de pendencia de dicha situación.

En segundo término si, en el supuesto de que se llevara a cabo la transmisión del inmueble por el albacea a un tercero en el plazo y condiciones establecidas, el plazo de declaración-liquidación del IIVTNU devengado con motivo de la transmisión por el albacea del inmueble sería de 30 días hábiles desde que se produjera tal transmisión previsto para las transmisiones inter vivos. Otras cuestiones que habría que entrar a analizar en este segundo supuesto se concretarían en las siguientes: sobre quien recaería la obligación adicional de comunicación al Ayuntamiento de la realización de la operación prevista en el art. 110.6 del TRLRHL, y con qué plazo contaría para ello; si, para determinar la base imponible del IIVTNU derivada de la transmisión del inmueble por el albacea a un tercero, habría de atenderse a la fecha de otorgamiento de la escritura pública de compraventa, esto es, el valor catastral y el período de permanencia del inmueble en el patrimonio de la transmitente; si, en caso de cumplirse la condición suspensiva, el sujeto pasivo que habría de liquidar el IIVTNU sería la causante representada por el albacea, correspondiendo en ese caso a sus herederos y legatarios el pago de la deuda con cargo al caudal hereditario percibido, reduciendo el mismo.

En tercer lugar, no llevándose a cabo la transmisión del inmueble en el plazo y condiciones establecidas, y por tanto, perfeccionándose el legado a favor de las entidades sin fines lucrativos, se suscitaba la cuestión relativa a si, no habiendo los hijos adquirido por título alguno ni en momento alguno la propiedad del inmueble, habrían de cumplir con cualquier tipo de obligación material o formal en relación con el IIVTNU así como si, perfeccionado el legado del inmueble a favor de las entidades sin fines lucrativos, serían éstas las que ostentasen la condición de sujeto pasivo del IIVTNU y, en consecuencia, siendo de aplicación la exención subjetiva prevista en el art. 105 del TRLRHL. Igualmente habría que entrar a dilucidar si existe la obligación por parte de algún obligado tributario de realizar la comunicación de la realización del hecho imponible al Ayuntamiento prevista en el art. 110.6 del TRLRHL (11) .

Pues bien, tal y como se encargó de precisar la DGT a través de la citada Resolución, habrá que estar a lo dispuesto en la condición suspensiva al objeto de liquidar el Impuesto, de tal forma que en tanto en cuanto de dicha condición no se derive la transmisión de un inmueble en los términos expuestos en el art. 104 del TRLRHL, no se devengará el Impuesto y, en consecuencia, no existirá obligación de presentar la declaración a la que se refiere el art. 110 del TRLRHL. De acuerdo con lo dispuesto por el apartado primero de este precepto los sujetos pasivos quedan obligados a presentar ante el Ayuntamiento correspondiente la declaración que determine la Ordenanza respectiva, conteniendo los elementos de la relación tributaria imprescindibles para practicar la liquidación procedente.

Cumpliéndose la condición suspensiva establecida y transmitiéndose en consecuencia el inmueble, en dicho caso se originará el devengo del Impuesto. Como es lógico la transmisión, en el supuesto de que se cumpla la condición, se realizará a título oneroso y por causa de muerte, siendo sujeto pasivo del Impuesto el transmitente (12)  y el adquirente (13) , respectivamente, y concretándose el plazo para presentar la declaración en seis meses prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo, de acuerdo con lo que establece la letra b) del apartado 2 del art. 110 del TRLRHL (14) . El cumplimiento de la obligación tributaria se efectuará de conformidad con lo que dispone el art. 39 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT) (15) .

De cara a la determinación del devengo, tratándose de la transmisión de un inmueble con otorgamiento de escritura pública, será la fecha de dicho otorgamiento la que determine el devengo, a menos que de la escritura se dedujera lo contrario. Por último, la obligación de comunicación a la que se refiere el art. 110.6 del TRLRHL recaerá en este caso, al tratarse de una transmisión a título oneroso, en el adquirente del inmueble.

Por lo que respecta a la segunda de las alternativas expuestas con anterioridad, es decir, que no se cumpla la condición y que, por tanto, se transmita el inmueble a una entidad sin fines lucrativos, en este caso, al igual que en el anterior, hay que señalar primeramente que se origina el devengo del impuesto. En relación con la determinación del sujeto pasivo, será la entidad adquirente, al tratarse de una transmisión operada a título lucrativo, si bien podrá encontrarse exenta del Impuesto cuando se trate de una institución que tenga la calificación de benéfica o benéfico-docente, de conformidad con la letra c) del apartado 2 del art. 105 del TRLRHL (16) . Y no existirá la obligación de comunicación a la que se refiere el art. 110.6 del RDLeg. 2/2004, al tratarse de una transmisión lucrativa por causa de muerte.

En resumen, mientras que de la condición suspensiva a la que está sujeta la herencia no se derive la transmisión de un inmueble no se devengará el Impuesto y, en consecuencia, no existirá obligación de presentar la declaración. En el caso de que dicha condición se cumpla, se transmitirá el inmueble a un tercero adjudicándose el importe dinerario obtenido de la transmisión a los legatarios, produciéndose así el devengo del impuesto, ya que se trata de la transmisión a título oneroso y por causa de muerte de un inmueble. El sujeto pasivo será el transmitente (los legatarios) y el plazo para presentar la declaración será de seis meses prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo. La base imponible se determinará teniendo en cuenta el valor del terreno en el momento del devengo que será la fecha de del otorgamiento de la escritura que documente la transmisión, a menos que de ella se dedujera lo contrario. Y, para finalizar, en el caso de que no se cumpla la condición y, por tanto, se transmita el inmueble a una entidad sin fines lucrativos se origina el devengo del impuesto y el sujeto pasivo será la entidad adquirente, al tratarse de una transmisión operada a título lucrativo, si bien podrá encontrarse exenta del impuesto cuando se trate de una institución que tenga la calificación de benéfica o benéfico-docente.

2.2.  Eficacia de los llamados «pactos entre partes»

Por lo que respecta a la eficacia de los llamados pactos entre partes mediante Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) de 16 de enero de 2014 se analizó la cuestión prejudicial relativa a si el concepto de «desequilibrio importante» que figura recogido entre los criterios generales enunciados en el art. 3, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumidores, para definir una cláusula abusiva debe interpretarse en el sentido de que exige que los costes puestos a cargo del consumidor por una cláusula de ese tipo tengan una incidencia económica importante para éste en relación con el importe de la operación de que se trate, o bien si sólo deben considerarse los efectos de dicha cláusula en los derechos y obligaciones del consumidor.

De entrada afirma el TJUE al respecto que, de conformidad con lo establecido por el art. 3, apartado 1, de la Directiva, únicamente entran en su ámbito de aplicación aquellas cláusulas contenidas en un contrato celebrado entre un profesional y un consumidor que no se hayan negociado individualmente. En el presente caso las partes en el litigio principal discrepaban sobre la cuestión de si la estipulación decimotercera del contrato fue o no objeto de negociación individual. A tal efecto habrán de tenerse presentes las reglas de reparto de la carga de la prueba establecidas en el art. 3, apartado 2, párrafos primero y tercero, de la Directiva 93/13 (que prevén en particular que, si el profesional afirma que una cláusula tipo se ha negociado individualmente, asumirá plenamente la carga de la prueba) así como que la competencia del TJUE en la materia comprende la interpretación del concepto de «cláusula abusiva», definido en el art. 3, apartado 1, de la Directiva y en el anexo de ésta, y los criterios que el juez nacional puede o debe aplicar al examinar una cláusula contractual a la luz de las disposiciones de la Directiva, entendiéndose que incumbe a dicho juez pronunciarse, teniendo en cuenta esos criterios, sobre la calificación concreta de una cláusula contractual determinada en función de las circunstancias propias del caso. En este sentido estima el TJUE que únicamente puede limitarse a dar al órgano jurisdiccional remitente indicaciones que éste debe tener en cuenta para apreciar el carácter abusivo de la cláusula.

Pues bien, partiendo de lo anterior entiende el TJUE que, para determinar si una cláusula causa en detrimento del consumidor un «desequilibrio importante» entre los derechos y las obligaciones de las partes que se derivan del contrato, deben tenerse en cuenta, en particular, las normas aplicables en Derecho nacional cuando no exista un acuerdo de las partes en ese sentido. A través de la realización de dicho análisis comparativo el juez nacional ha de entrar a valorar si —y, en su caso, en qué medida— el contrato deja al consumidor en una situación jurídica menos favorable que la prevista por el Derecho nacional vigente. De este modo para determinar si existe ese desequilibrio importante no basta con realizar una apreciación económica de naturaleza cuantitativa que descanse en una comparación entre el importe total de la operación objeto del contrato, de una parte, y los costes que esa cláusula pone a cargo del consumidor, de otra. Por el contrario, un desequilibrio importante podrá resultar del solo hecho de una lesión suficientemente grave de la situación jurídica en la que el consumidor se encuentre, como parte en el contrato considerado, en virtud de las disposiciones nacionales aplicables, ya sea en forma de una restricción del contenido de los derechos que, según esas disposiciones, le confiera dicho contrato, o bien de un obstáculo al ejercicio de éstos, o bien también de que se le imponga una obligación adicional no prevista por las normas nacionales.

De acuerdo con lo dispuesto por el art. 4, apartado 1, de la Directiva 93/13, el carácter abusivo de una cláusula contractual debe apreciarse teniendo en cuenta la naturaleza de los bienes o de los servicios que sean objeto del contrato de que se trate y considerando asimismo todas las circunstancias concurrentes en el momento de su celebración, así como todas las demás cláusulas de dicho contrato. En consecuencia deben entrar a apreciarse también las consecuencias que dicha cláusula pueda tener en el marco del Derecho aplicable a tal contrato, lo que exige un examen del sistema jurídico nacional.

Ahora bien, sin perjuicio de lo anterior estima el TJUE que adquiere una importancia esencial para el consumidor disponer, antes de la celebración de un contrato, de información sobre las condiciones contractuales y las consecuencias de dicha celebración, debiendo el consumidor entrar a decidir si desea quedar vinculado por las condiciones redactadas de antemano por el profesional basándose principalmente en esa información, tal y como precisó el propio TJUE a través de su Sentencia de 21 de marzo de 2013 (as. C-92/11, RWE Vertrieb).

En el presente supuesto la estipulación decimotercera del contrato analizado imponía una primera obligación al consumidor consistente en el pago del impuesto de plusvalía. A juicio del Tribunal dicha obligación tendría como principal efecto transferir al consumidor, en su calidad de adquirente, una deuda fiscal que, según la legislación nacional aplicable, incumbe al profesional, en su calidad de vendedor y como beneficiario de la ventaja económica sujeta a gravamen, a saber, la plusvalía realizada por el incremento de valor del inmueble vendido. Así las cosas, mientras el profesional se beneficia de ese incremento de valor del bien que vende, el consumidor debe pagar, no ya sólo el precio de venta que incorpora la plusvalía adquirida por ese bien, sino también un impuesto cuya base es esa plusvalía. Con carácter adicional en el presente caso el importe del Impuesto no se conocía en la fecha de celebración del contrato, sino que sólo se liquidó a posteriori por la autoridad competente, lo que, de ser así, implicaría una incertidumbre del consumidor sobre el alcance del compromiso asumido.

En todo caso estima el TJUE que incumbe al tribunal remitente verificar ante todo si, a la luz del Derecho interno español, los hechos del litigio principal corresponden a la situación descrita en el precedente apartado. En segundo término, le corresponde apreciar si la estipulación decimotercera del contrato, al imponer al consumidor una obligación adicional no prevista por las normas del Derecho nacional, constituye una lesión suficientemente grave de la situación jurídica en la que se encuentra el consumidor, como parte en el contrato considerado, en virtud de las disposiciones nacionales aplicables. Y, en su caso, incumbe al órgano jurisdiccional nacional comprobar si la información recibida por el consumidor antes de la celebración del contrato se ajustaba a las exigencias derivadas del art. 5 de la Directiva.

Por lo que respecta a la segunda obligación impuesta al consumidor por la estipulación decimotercera del referido contrato, relativa al pago de las cantidades correspondientes a los gastos por alta individualizada en los distintos suministros tales como agua, gas, energía eléctrica y alcantarillado, concluye el TJUE que corresponde al tribunal remitente verificar si aquéllas incluyen los gastos de conexión a instalaciones generales indispensables para asegurar la habitabilidad de una vivienda, tratándose además de unos gastos que, conforme a las normas nacionales aplicables, estarían a cargo del vendedor en virtud de su obligación contractual de entregar una vivienda conforme con su destino, esto es, en estado de habitabilidad. Si ello fuera así, le incumbiría además apreciar si esa cláusula contractual, al restringir los derechos que, según las normas del Derecho nacional, el contrato confiere al consumidor, y al imponerle una obligación adicional no prevista por esas normas, constituye una lesión suficientemente grave de la situación jurídica que el Derecho nacional atribuye a ese consumidor en cuanto parte contratante.

Finalmente, y en cuanto a la mención incluida en la estipulación decimotercera del contrato en virtud de la cual la asunción por el comprador del impuesto de plusvalía se tuvo en cuenta al determinar el precio de venta no puede por sí sola constituir la prueba de una contrapartida de la que se haya beneficiado el comprador afirma el Tribunal que, con carácter general, para garantizar la eficacia del control de las cláusulas abusivas la prueba de una reducción del precio como contrapartida de la aceptación por el consumidor de obligaciones adicionales no puede aportarse mediante la inclusión por el profesional de una mera afirmación a ese efecto en una cláusula contractual que no haya sido negociada individualmente.

En suma, tal y como concluye el TJUE a través de su Sentencia de 16 de enero de 2014, el art. 3, apartado 1, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que la existencia de un «desequilibrio importante» no requiere necesariamente que los costes puestos a cargo del consumidor por una cláusula contractual tengan una incidencia económica importante para éste en relación con el importe de la operación de que se trate, sino que puede resultar del solo hecho de una lesión suficientemente grave de la situación jurídica en la que ese consumidor se encuentra, como parte en el contrato, en virtud de las disposiciones nacionales aplicables, ya sea en forma de una restricción del contenido de los derechos que, según esas disposiciones, le confiere ese contrato, o bien de un obstáculo al ejercicio de éstos, o también de que se le imponga una obligación adicional no prevista por las normas nacionales.

Para el Tribunal el hecho de repercutir el pago del Impuesto al comprador del inmueble constituye una práctica abusiva habida cuenta que, aunque el coste que debe asumir el consumidor no contenga una incidencia importante, supone una lesión jurídica por tener que pagar una deuda fiscal que según la normativa española corresponde al vendedor. Y ello sin perjuicio de la incertidumbre que suscita al consumidor el pago del impuesto a posteriori de la fecha del contrato. En todo caso ha de ser el tribunal remitente el encargado de apreciar la posible existencia de un desequilibrio importante teniendo en cuenta la naturaleza del bien o del servicio que sea objeto del contrato y considerando igualmente todas las circunstancias concurrentes en el momento de la celebración de ese contrato así como todas las demás cláusulas de éste.

Dentro de nuestro ámbito jurisprudencial la Sentencia del TS de 22 de julio de 2014 se encargó asimismo de referirse al alcance de estos pactos inter partes. Se analizaba concretamente a través del citado pronunciamiento el supuesto relativo a la firma de un contrato de compraventa de una finca —solar para edificar— mediante escritura pública cuyos vendedores fueron los demandantes en la instancia y luego parte recurrida en casación y la compradora, parte demandada y recurrente en casación. El citado contrato contenía la siguiente estipulación: «Por haberlo estipulado expresamente ambas partes, en documento escrito, la mercantil (…) acepta hacerse cargo del impuesto de plusvalía». Una vez consumado el contrato quedó pendiente el pago del Impuesto, que no se satisfizo en período voluntario, habiéndose tramitado el procedimiento de apremio con recargos e intereses y siendo abonado por los vendedores, quienes interpusieron demanda en reclamación del importe que tuvieron que satisfacer. La sociedad compradora no se opuso al pago del principal (importe del Impuesto) pero sí al pago de los recargos e intereses, procediendo a formular reconvención en reclamación de unos gastos que acreditaron como compensación. Las sentencias de instancia estimaron la demanda y desestimaron la reconvención, en base a lo cual la parte compradora demandada formuló recurso de casación.

A juicio del TS del recurso interpuesto se derivaba que el pacto transcrito no podía ser entendido como asunción por el comprador de la gestión del pago del mismo, en todos aquellos supuestos (como así sucedía en el presente caso) en los que, conforme a la ordenanza municipal, no pudiera ser practicada autoliquidación tributaria. La gestión del pago de ese impuesto exige una conducta activa de la vendedora consistente en notificar a los compradores las liquidaciones efectuadas por el Ayuntamiento en período voluntario de pago. Y, habiéndose incumplido dicha obligación por el vendedor, no resultaban exigibles al comprador la deuda por los conceptos de recargos de apremio, intereses y costas, generados frente a la Administración por el impago dentro del período voluntario de pago de la liquidación de plusvalía. En todo caso para el Tribunal lo anterior no cabe en casación, ya que la función de ésta es el control de la aplicación correcta del ordenamiento jurídico y no la función de dar la interpretación de un pacto contractual. La interpretación de un contrato o de un pacto contractual corresponde al Tribunal de instancia, salvo el caso excepcional de haber sido arbitraria, ilógica o contraria a Derecho (17) .

De cualquier manera se ha de recordar al respecto que, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 36 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el sujeto pasivo es el obligado tributario que según la ley debe cumplir las obligación tributaria principal así como las obligaciones formales inherentes a la misma, no siendo admisible que por acuerdo entre estos la Administración impute toda la deuda tributaria a uno sólo de ellos, procediendo a tributar uno solo de los transmitentes por una ganancia inexistente, toda vez la deuda tributaria debe imputarse a todos los sujetos pasivos en sus respectivas proporciones, sin perjuicio de los referidos pactos inter partes, donde las partes puedan convenir distintas formas respecto al modo de efectuar el pago de la cuota, no siendo disponible los elementos esenciales del tributo, entre los que se encuentra el sujeto pasivo.

2.3.  Expropiación forzosa

A priori la consideración de la expropiación forzosa como una transmisión sujeta al Impuesto no parece plantear duda alguna. De hecho, el propio art. 107.2.d) del TRLRHL dispone la aplicación de una regla especial para la determinación de la base imponible en caso de expropiación forzosa, estimándose así que las plusvalías originadas con motivo de la realización de transmisiones derivadas de aquélla constituyen plusvalías sujetas y no exentas (18) .

Dentro de la jurisprudencia tradicionalmente el TS se ha encargado de declarar la sujeción al IIVTNU de estas plusvalías realizadas en transmisiones por expropiación forzosa (19) . Existen, sin embargo, determinados pronunciamientos de signo contrario en los que se considera que la transmisión coactiva derivada de una expropiación forzosa, debido a su especial naturaleza y consecuencias, impide considerar que se ha realizado la plusvalía derivada del Impuesto, quedando en consecuencia excluida del ámbito del presupuesto de hecho del mismo.

Se estima concretamente a la luz de estos pronunciamientos que, con independencia de que al propietario se le pueda privar de su derecho en virtud de la función social del derecho de propiedad y a cambio de la correspondiente indemnización que representa el «equivalente económico», este valor de sustitución desaparecería si se decidiese someter el justiprecio a todos aquellos tributos que someten a gravamen las transmisiones voluntarias. Es el caso, por ejemplo, de la STS de 18 de noviembre de 2000, en la que se afirma que:

«(...) En el caso de terrenos afectos en su totalidad a expropiación, esa circunstancia impide estimar respecto de ellos toda expectativa de beneficio como consecuencia de un aumento de valor durante el período impositivo (...) Al quedar sujetos a la expropiación falta el requisito de la gratuidad de la cesión (...) Falta la "ratio legis" del impuesto, estando, en realidad, ante un caso de inexistencia del hecho imponible» (20) .


Ciertamente establece el art. 49 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa, que «el pago del precio estará exento de toda clase de gastos, de impuestos y gravámenes o arbitrios del Estado, Provincia o Municipio, incluso el de pagos del Estado». Sin embargo, ya en su día la Disp. Adic. 9ª de la antigua Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales (LRHL), se encargó de precisar que «A partir de 31 de diciembre de 1989 quedarán suprimidos cuantos beneficios fiscales estuvieran establecidos en los tributos locales, tanto de forma genérica como específica, en toda clase de disposiciones distintas de las de Régimen Local, sin que su actual vigencia pueda ser invocada respecto de ninguno de los tributos regulados en la presente Ley». Tal y como se encargó de precisar CHECA GONZÁLEZ (21) , ha sido esta Disp. Adic. 9ª de la antigua LRHL el punto de apoyo más importante de cara a defender la sujeción al Impuesto de estas operaciones.

¿Y qué sucede con las eventuales reversiones de los terrenos objeto de expropiación forzosa? A nuestro juicio, y en coherencia con las argumentaciones anteriores, lo que se origina en estos casos es una doble sujeción al Impuesto, al tener lugar dos transmisiones onerosas (22) .

Refiriéndose a la tributación de estas operaciones de transmisión derivadas de una expropiación forzosa mediante Sentencia de 30 de julio de 2010 analizó el TSJ de Cataluña un supuesto en el que la parte apelante solicitó que se declarase la improcedencia de someter a tributación por el IIVTNU la transmisión operada a consecuencia de un procedimiento de expropiación forzosa con fundamento en que los preceptos jurídicos en que se sustentaba la liquidación de tales incrementos contravenían los principios constitucionales plasmados en los artículos 31.1 y 33.3 de la CE, habida cuenta que se trataba de transmisiones coactivas, excepcionales e inspiradas en los principios de utilidad pública e interés social, de tal forma que la expropiación no podía generar riqueza en el expropiado al venir caracterizada por su neutralidad económica, por lo que tampoco se produciría un incremento patrimonial susceptible de ser gravado, dado que de lo contrario se vulnerarían los principios de indemnidad patrimonial, capacidad económica y no confiscatoriedad, ya que los posibles impuestos aplicables, considerados en su conjunto, podrían superar el 50% el importe del justiprecio.

El Tribunal se remitió a lo declarado en su día por el TS a través de su Sentencia de 23 de septiembre de 2004, dictada en relación con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), y en la que se señaló que la expropiación forzosa constituye una alteración patrimonial. No se estaba discutiendo en dicho caso ninguna liquidación sobre el precio de la expropiación forzosa que recibió en su día el interesado, sino la liquidación que correspondiera hacer sobre el incremento patrimonial en un impuesto específico, el de la renta de las personas físicas, en el que no se grava ninguna transmisión, sino los rendimientos netos percibidos por los contribuyentes a consecuencia de su trabajo y bienes de todas clases, entre los cuales se incluyen, como es lógico, los incrementos o ganancias patrimoniales percibidos por el mismo durante el ejercicio que corresponda. Lo que se integra en la base es el incremento patrimonial obtenido, el justiprecio recibido. Y, en base a ello, se estimó que no había duda alguna de que si un bien inmueble del expropiado aumenta su valor desde que lo adquirió hasta la fecha en que perdió su pleno dominio sobre él por transmisión, por ministerio de la Ley, como consecuencia de su expropiación forzosa, ese incremento de patrimonio constituye una alteración patrimonial que permite la sujeción del aumento de valor al IRPF (23) .

En esta misma línea afirma la Sentencia del TSJ de Aragón de 3 de noviembre de 2011 que los terrenos afectados por una expropiación, aun cuando inicialmente no hubiesen sido calificados como suelo urbano, tienen la expectativa inmediata de llegar a serlo en aquellos casos en los que tiene lugar la ejecución de un Proyecto de Supramunicipalidad, concurriendo en consecuencia el presupuesto necesario para la aplicación del IIVTNU. En el concreto supuesto de autos analizado por el Tribunal la recurrente había recibido por los citados terrenos expropiados un valor muy superior al establecido por el catastro en la valoración efectuada como suelo urbano, lo que impedía aceptar que los terrenos fueran considerados como rústicos al otorgar el convenio de justiprecio. (24) 

Por lo que atañe a la sujeción de las transmisiones de bienes inmuebles de naturaleza urbana al IIVTNU la doctrina legal fijada en la STS de 10 de diciembre de 1998 señaló que, a partir del 1 de enero de 1990, todas las expropiaciones se regulaban por lo indicado en el art. 108.6 de la antigua Ley 39/1988, sujeta sin exención aparente alguna al citado Impuesto, tanto la transmisión como la parte de justiprecio que en el citado precepto se concreta. De este modo se estimó que, de acuerdo con lo previsto en el art. 9.2 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias, el mantenimiento del beneficio fiscal aplicable quedaba condicionado a que las fincas adquiridas no fuesen enajenadas, arrendadas o cedidas durante el plazo de los cinco años siguientes.

En el concreto supuesto de autos analizado por el Tribunal pretendía la parte actora que, refiriéndose esa ulterior venta de parte de la finca agrupada, procediese en todo caso, de acuerdo con el art. 11 de la Ley citada, la aplicación de una reducción de al menos el 75% en la base imponible del Impuesto respecto a la superficie que quedó en su poder. Sin embargo dicha posibilidad es rechazada por el Tribunal, dado que el art. 9.1 se refiere a la adquisición de una explotación agraria «en su integridad», de modo que para el mantenimiento del beneficio fiscal es preciso se mantenga la titularidad y uso de la totalidad de la finca a lo largo de cinco años, lo que en el concreto supuesto analizado no sucedía.

De cara a la determinación de la base imponible de esta clase de operaciones (transmisión de un terreno efectuada a través del mecanismo de la expropiación forzosa), en el supuesto de que, en el instante de la expropiación, dicho terreno no tuviese fijado valor catastral alguno sería procedente, tal y como se encargó de precisar la Sentencia del TSJ de Madrid de 10 de diciembre de 2009, la aplicación de la redacción dada al antiguo art. 108 de la LRHL por la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, vigente en la fecha del acta de ocupación y pago, siendo necesario que el bien tuviese fijado un valor catastral antes de que se produjese la liquidación del Impuesto, aplicándose como valor del bien el del justiprecio únicamente si resultase inferior al catastral. Y, a tal efecto, la práctica de la liquidación girada con base al justiprecio resultaba improcedente (25) .

Dado el otorgamiento de un acta de depósito y ocupación dentro de un expediente de expropiación forzosa en el que la beneficiaria lo fuese una Junta de Compensación, y habiendo adquirido en virtud de dicha acta la propiedad de la finca expropiada la Junta de Compensación demandante, al margen de la liquidación que resultase procedente a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITPyAJD), ¿quedaría sujeta la citada operación al IIVTNU? De conformidad con lo declarado a este respecto por el TSJ de Madrid en su Sentencia de 17 de julio de 2009 el art. 159.4 del antiguo Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprobó en su día el antiguo Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (aplicable en el supuesto de autos) disponía que las transmisiones de terrenos que se realizaran como consecuencia de la constitución de la Junta de Compensación por aportación de los propietarios de la unidad de ejecución, en el caso de que así lo dispusieran los Estatutos, o en virtud de expropiación forzosa, y las adjudicaciones de solares que se efectuasen a favor de los propietarios miembros de dichas Juntas y en proporción a los terrenos incorporados por aquéllos, estarían exentas, con carácter permanente (y si cumpliesen todos los requisitos urbanísticos) del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, no teniendo en consecuencia la consideración de transmisiones de dominio a los efectos de la exacción del IIVTNU.

Dado por otra parte un Ayuntamiento que procediese a liquidar el Impuesto con motivo de una transmisión efectuada con ocasión de un expediente de expropiación forzosa, y habiéndose planteando la recurrente como único motivo de nulidad de la liquidación la improcedencia de la liquidación en supuestos de expropiación forzosa, declaró el TSJ de la Comunidad Valenciana en su Sentencia de 23 de noviembre de 2009 que en dichos supuestos de expropiación forzosa resulta evidente que existe un justo precio. Tal concepto viene determinado por el valor pecuniario del bien expropiado que corresponde pagar al beneficiario de la expropiación y recibir al titular del bien o derecho expropiado. Y dicho valor se puede determinar y concretar por mutuo acuerdo de las partes, en fase de avenencia o por el Jurado Provincial de Expropiación, pero en todo caso la cantidad percibida por el expropiado, como contraprestación de la privación coactiva de su derecho, tiene la consideración de justo precio o justiprecio. El propio Reglamento de Expropiación Forzosa comprende, con un alcance genérico y global, en el Capítulo III del Título II (con el epígrafe «De la determinación del justo precio») dos Secciones: «De la determinación por mutuo acuerdo» y «Del expediente ordinario para la determinación del justo precio», referentes, ambas, lógicamente, a la concreción, por una y otra vía, de lo que se ha venido en llamar «justo precio» o «justiprecio».

Ahora bien, tal y como precisa el Tribunal en la presente Sentencia dicha matización carece, en realidad, de trascendencia, ya que bien se entienda que el pago ha sido en concepto de justiprecio o de simple precio de venta lo cierto es que ha existido una transmisión dominical de un terreno urbano, valorado de acuerdo con esta circunstancia y susceptible de poner de manifiesto la existencia de un incremento de valor sujeto al Impuesto. Y, con carácter general, las transmisiones patrimoniales de terrenos urbanos por motivo de expropiación están sujetas al Impuesto. Esa sujeción quedaba ya establecida en el art. 108.6 de la antigua Ley 39/1988, que fijaba las normas a seguir para concretar el incremento de valor sometido al Impuesto en los supuestos de expropiación forzosa, lo cual implica la voluntad legislativa de sujetar a tributación tal clase de plusvalías.

Mediante Sentencia de 25 de marzo de 2014 analizó el TSJ de Cataluña la sujeción al Impuesto de una concreta operación de expropiación forzosa en la que las liquidaciones impugnadas fueron giradas por la transmisión de las fincas a resultas de dicha expropiación forzosa por el procedimiento de urgencia articulada con ocasión de las obras del Proyecto del Aeropuerto.

Pues bien, teniendo presente que la finalidad del Impuesto no es otra que someter a gravamen aquellas plusvalías que se ponen de manifiesto con motivo de una transmisión, operando ésta como el instante en que se realiza o se hace cierto el incremento del valor, resulta indiferente que la transmisión se produzca voluntaria o forzosamente, tal como se infiere del art. 105 TRLRHL, que habla de transmisión «por cualquier título». Así podría suceder con otras transmisiones como las hereditarias, también sometidas al Impuesto, en las que las mismas no son voluntarias (salvo renuncia o repudiación de la herencia).

Descartó así el Tribunal (al menos totalmente) la tesis de que la ausencia de libertad en la fijación del precio del terreno impida obtener la plusvalía inserta en el verdadero valor en venta, ya que en la expropiación se compensa al expropiado con un justiprecio que no es incompatible con la obtención de una ganancia o incremento de valor, no resultando admisible además que la expropiación sea una carga que produce perjuicios al expropiado, ya que hay supuestos en que las expropiaciones enriquecen a los afectados, no existiendo además una conexión o incompatibilidad entre el Impuesto (que recae sólo sobre la ganancia obtenida, cualquiera sea su entidad) y la carga o perjuicio causado por la expropiación, que debe ser compensado por otra vía. Antes que una pura desaparición del dominio la expropiación genera una verdadera transferencia o transmisión de la propiedad con abstracción de que ésta se produzca por mandato o en ejecución de la Ley y sin que se requiera el consentimiento del transmitente.

Dentro del ámbito de la doctrina administrativa señala la DGT mediante contestación a Consulta de 22 de marzo de 2013 que, tratándose de una concreta entidad que tuviese como único activo una finca en suelo urbano consolidado, procediéndose por parte de un Ente Local a ocupar una parte de la finca por la vía de hecho, incorporando el terreno al vial público (26)  de manera que el citado espacio para vial atravesó la finca dividiéndola en tres zonas con distinto régimen urbanístico (una zona edificable, otra ocupada por el vial y una tercera destinada a espacio libre exterior), reclamando la citada entidad del Ayuntamiento que procediera a la expropiación de la totalidad de la finca elevándose el expediente a la Comisión Territorial de Valoraciones competente (la cual determinó excluir de la expropiación la parte de la finca que constituía terreno edificable), y a tenor de lo dispuesto en el art. 104.1 del TRLRHL (27) , así como en el art. 109.1.a) del citado Texto Refundido, se ha de recordar que, a partir del 1 de enero de 1990, todas las expropiaciones quedan sujetas a aquello que disponía el art. 108.6 de la antigua Ley 39/1988, que sujetaba, sin exención aparente alguna al IIVTNU, tanto la transmisión como la parte de justiprecio que en el citado precepto se concretaba (actual art. 107.2.d) del TRLRHL).

Por tanto la transmisión de los terrenos de naturaleza urbana como consecuencia de la expropiación forzosa de los mismos origina el devengo del IIVTNU. Y la regulación de la determinación de la base imponible del Impuesto queda recogida en el art. 107 del TRLRHL, resultando de aplicación al supuesto concreto planteado la citada letra d) del apartado 2, en virtud de la cual:

«En los supuestos de expropiaciones forzosas, los porcentajes anuales contenidos en el apartado 4 de este artículo se aplicarán sobre la parte del justiprecio que corresponda al valor del terreno, salvo que el valor definido en el párrafo a) del apartado 2 anterior fuese inferior, en cuyo caso prevalecerá este último sobre el justiprecio».


Se ha de hacer referencia igualmente a la contestación de la DGT a Consulta de 23 de junio de 2016, en la que se vino a poner de manifiesto que, si bien con carácter general la transmisión de terrenos de naturaleza urbana que se efectúe como consecuencia de operaciones distributivas de beneficios y cargas ejecutadas en virtud de un procedimiento de expropiación no se encuentra sujeta al IIVTNU de acuerdo con lo dispuesto en el art. 23.7 del RDLeg 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de ña Ley del Suelo (28) , en el presente caso el concreto procedimiento de expropiación al que hacía referencia el caso planteado no podía encuadrarse dentro de dicho precepto, ya que no tenía por objeto la distribución de beneficios y cargas, sino evitar la indefensión de los propietarios que, como consecuencia del planeamiento urbanístico, quedaran sin aprovechamiento alguno, facultándoles para forzar a la Administración a que les expropiara e impidiendo así que su derecho de propiedad quedase vacío de contenido económico, con lo que, en este caso, no resultaría de aplicación la no sujeción del IIVTNU.

Así las cosas, a pesar de que el consultante pretendía que dentro de un procedimiento de expropiación forzosa que no tenía por objeto la distribución de beneficios y cargas se aplicase el criterio de no sujeción previsto en el art. 23.7 del TRLS la DGT rechaza dicha posibilidad al estimar que el procedimiento de expropiación forzosa invocado no tenía por objeto la distribución de beneficios y cargas, sino evitar la indefensión de los propietarios que, a resultas del planeamiento urbanístico, quedaban sin aprovechamiento alguno, facultándolos de este modo para obligar a la Administración a que, como se ha indicado, procediese a la expropiación forzosa, impidiendo con ello que su derecho a la propiedad quedara vacío de contenido económico.

No tienen así la consideración de transmisiones de dominio a los efectos de la exacción del IIVTNU las transmisiones de terrenos a que den lugar las operaciones distributivas de beneficios y cargas por aportación de los propietarios incluidos en la actuación de transformación urbanística o en virtud de expropiación forzosa, así como tampoco las adjudicaciones a favor de dichos propietarios en proporción a los terrenos aportados por los mismos. Por tanto la transmisión de terrenos de naturaleza urbana que se efectúe como consecuencia de operaciones distributivas de beneficios y cargas ejecutadas en virtud de un procedimiento de expropiación no se encontrará sujeta al IIVTNU.

Por otra parte, y en relación con la cuestión relativa a la determinación del instante del devengo en estas operaciones de expropiación forzosa, analizó el TSJ de Andalucía mediante Sentencia de 13 de febrero de 2014 un concreto supuesto en el que la entidad apelante sostenía que la liquidación del Impuesto había prescrito por cuanto el día inicial del plazo de prescripción no sería la fecha en la que se firmó el acta de ocupación y pago, produciéndose en cambio el devengo con la finalización del proceso expropiatorio.

Sin embargo para el Tribunal la transmisión no se produce al tiempo de aprobarse el Proyecto de Expropiación, sino en el momento en que suscribe el Acta de Ocupación y Pago. Y ello debido a que, frente a la argumentación municipal, basada en los arts. 17.2 y 36 de la Ley de Expropiación Forzosa, hasta ese momento (el de la suscripción del Acta) el particular afectado, como titular aún del bien expropiado, disponía de las facultades de exclusión que el dominio le confería, pudiendo emplear, frente a la Administración, en caso de ocupación prematura, los interdictos de retener y recobrar la posesión. Asimismo, en cuanto dueño del bien hasta que no tuviese lugar el pago y la ocupación, venía obligado a mantenerlo en condiciones de seguridad y salubridad, conforme a lo establecido en los arts. 30.1 y 125 de la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, preceptos determinantes, a sensu contrario, de que la situación de dominio no se extingue hasta que se abona el precio y se ocupa el bien. En suma, concluye el Tribunal que el devengo del Impuesto tendrá lugar en el instante en el que se suscribió el acta de ocupación y pago.

En todo caso para el cálculo de la plusvalía de un terreno expropiado hay que considerar como fecha de adquisición la de compra y no la de la expropiación, produciéndose esta última en un proceso de reparcelación y que se pagó con derechos de aprovechamiento. Y ello en la medida en que dicha expropiación no se considera transmisión, al haberse originado en el marco de un proceso de reparcelación y haberse pagado con derechos de aprovechamiento. En este sentido se pronuncia el TSJ de Madrid mediante Sentencia de 30 de junio de 2020.

En resumen, quedan sujetas al IIVTNU las transmisiones de terrenos efectuadas en un procedimiento de expropiación que no tiene por objeto la distribución de beneficios y cargas sino, por el contrario, evitar la indefensión de aquellos propietarios que quedan sin aprovechamiento alguno como consecuencia del planeamiento urbanístico, facultándoles así para forzar a la Administración a que les expropie e impidiendo que su derecho de propiedad quede vacío de contenido económico. En cambio, si la transmisión de terrenos de naturaleza urbana se efectúa como consecuencia de operaciones de distribución de beneficios y cargas ejecutadas en virtud de un procedimiento de expropiación, dicha operación no se encontrará sujeta al Impuesto. Así se desprende de manera inequívoca de lo declarado por la DGT en su contestación a Consulta de 11 de mayo de 2016.

2.4.  Permuta

El art. 1.538 del Código Civil dispone que «La permuta es un contrato por el cual cada uno de los contratantes se obliga a dar una cosa para recibir otra». La permuta de inmuebles urbanos es una forma de transmisión de la propiedad de los mismos y, por lo tanto, da lugar a la sujeción al IIVTNU. Tratándose de operaciones de permuta se originará además un incremento de valor de los terrenos susceptible de quedar sometido a gravamen. En efecto, con motivo de la realización de la citada operación puede terminar generándose el incremento de valor que constituye el hecho imponible del IIVTNU, produciéndose además dos transmisiones sujetas a gravamen, excepto si alguno o ambos adquirentes disfrutasen de la aplicación de la correspondiente exención en el citado Impuesto (29) .

Tal y como afirma el TS mediante Sentencia de 25 de junio de 2014 la plusvalía que se genera cuando una empresa compra parte de sus acciones para su amortización y reducción de capital social, mediante un negocio de permuta de un terreno por acciones, no está sujeta a gravamen por el IIVTNU. Concretamente la principal controversia giraba en el presente caso en torno a la valoración del terreno objeto de la permuta, en virtud de la cual los bienes intercambiados (acciones y una finca) tendrían el mismo valor, lo que, a juicio de la Inspección, no sucedía en el presente caso, debido a que existía una diferencia importante entre el valor contable del inmueble transmitido y el reseñado en la escritura de permuta.

Inicialmente la Administración tributaria estimó que dicha ganancia patrimonial fruto de la diferencia resultante entre un valor y otro debió gravarse. Sin embargo la Sentencia del Alto Tribunal dio la razón a la empresa recurrente frente al criterio adoptado por el Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC), rechazando a tal efecto la forma en que la Inspección aplicó la regulación del Impuesto, al distinguir «artificiosamente» entre dos negocios jurídicos, a saber, la adquisición de las acciones percibidas (que no sería objeto de gravamen) y la entrega de la finca (que se debería valorar con arreglo a las disposiciones que determinan el valor de la permuta). Debe precisarse no obstante que la presente Sentencia cuenta con un Voto Particular en sentido contrario.

Mediante Sentencia de 9 de mayo de 2016 el TSJ de Islas Canarias procedió a anular un total de ochenta y siete liquidaciones que se giraron al transmitente de una finca que fue objeto de permuta por un Ente Local que, suponiendo probablemente que había prescrito su derecho a liquidar, no se limitó a sustituir las liquidaciones previamente anuladas por otra/s referida a los mismos terrenos, sino que giró ochenta y siete liquidaciones aparentemente referidas a cada uno de los inmuebles construidos en la finca permutada. Tuvo lugar en consecuencia el acaecimiento de una sucesión de errores que, sin lugar a dudas, entraban en abierta contradicción con los elementales principios de buena administración, que no debe soportar el obligado tributario y que rompen el principio de proporcionalidad que debe presidir la aplicación del sistema tributario.

El recurso de reposición que interpuso el obligado tributario contra la liquidación por el concepto IIVTNU fue inicialmente resuelto como si se hubiese interpuesto frente a una providencia de apremio, lo que dio paso a la iniciación de un procedimiento de revisión de oficio que declaró la nulidad de la resolución que resolvió el recurso de reposición. Sin embargo a continuación volvió a errar la Administración con nuevas liquidaciones que fueron igualmente objeto de recurso de reposición, el cual fue estimado debido a que no se había determinado correctamente la base imponible (30) .

Pues bien, tal y como se ha señalado, dicha sucesión de errores se hallaba en franca contradicción con los elementales principios de buena administración, que no debe soportar el obligado tributario y que rompen el principio de proporcionalidad que debe presidir la aplicación del sistema tributario de acuerdo con lo dispuesto por el art. 3.2 de la LGT, entendido como la adecuación entre medios y fines, siendo a tal efecto improcedente la retroacción de actuaciones y no resultando posible además entender interrumpida la prescripción del derecho a liquidar. Y ello en tanto en cuanto los continuados errores administrativos no pueden entenderse como sostén del mantenimiento sine die del derecho a liquidar. Con carácter adicional en el presente caso el Ente Local no se limitó a sustituir la liquidación por otra/s referida a los mismos terrenos, sino por un total de ochenta y siete, al objeto de liquidar por cada uno de los inmuebles construidos en la finca permutada, lo cual poco tiene que ver con el hecho imponible objeto de la primera y segunda liquidación referida a terrenos. Se había producido en consecuencia la prescripción del derecho a liquidar frente al transmitente de la finca objeto de permuta, que es frente a quien, tras la prescripción, se dirigieron esas ochenta y siete liquidaciones finalmente anuladas por el TSJ de Canarias.

Por su parte la DGT tiene declarado mediante contestación a Consulta de 11 de septiembre de 2014 que, a efectos del IIVTNU, en la permuta de un bien inmueble urbano por otro inmueble de la misma naturaleza, mediando tradición, hay dos transmisiones y adquisiciones distintas, cada una con un bien inmueble, con un sujeto pasivo (el transmitente, ya que las permutas son transmisiones onerosas, dado que cada uno de los contratantes se obliga a dar una cosa para recibir otra) y con un período de generación distinto. Concretamente en cada transmisión de la propiedad, y como consecuencia de permuta mediante la tradición, cada transmitente está obligado al pago del Impuesto que grava el incremento de valor que experimente el suelo del inmueble urbano objeto de transmisión. Dichas transmisiones se entenderán realizadas, teniendo presente lo dispuesto en los arts. 1.462 y 1.541 del Código Civil, y a los efectos del devengo del IIVTNU, en el momento en que se ponga el bien inmueble en poder y posesión del adquirente. Y, habiéndose formalizado las transmisiones en documento privado, habrá que tener presente lo dispuesto en el art. 1227 del Código Civil.

Dada una concreta operación consistente en la extinción de un condominio entre dos comuneros respecto a dos de los inmuebles que tienen en común procediéndose a adjudicar un inmueble a cada uno de los comuneros señala la DGT en contestación a Consulta de 6 de febrero de 2018 (31)  que en dicho caso no nos hallamos ante una única comunidad de bienes integrada por los dos inmuebles, sino ante dos comunidades de bienes independientes (aunque los comuneros sean los mismos) que recaen sobre distintos bienes y que tienen un distinto origen (adquisición mediante compraventa en un caso y por herencia en otro, en distintas fechas), siendo los derechos en cada una de ellas distintos (pleno dominio en un caso y nuda propiedad en el otro). Lo que deciden los comuneros es disolver cada una de ellas mediante la adjudicación del único bien indivisible a uno de los comuneros, pero incumpliendo el requisito de que la compensación al otro comunero se haga en metálico, tal y como exige el art. 1.062 del Código Civil, ya que la compensación se realiza mediante la adjudicación del inmueble de la otra comunidad de bienes.

En consecuencia, y de conformidad con lo declarado por la DGT en la citada Resolución, estaremos en presencia de una permuta de los derechos que tienen sobre los dos inmuebles los distintos copropietarios, no tratándose por el contrario de la disolución de una comunidad de bienes. Tendría lugar así una permuta del derecho de pleno dominio y nuda propiedad que cada uno de los copropietarios tiene sobre los inmuebles afectados, lo que determinaría la sujeción de la citada operación al IIVTNU, dada la consideración de aquélla como un modo de transmisión de la propiedad de un bien inmueble o de un derecho real sobre un bien inmueble urbano. Cada uno de los comuneros tendría la condición de contribuyente del IIVTNU respecto del incremento de valor del terreno urbano que se produjese con ocasión de la transmisión de su porcentaje de propiedad (pleno dominio o nuda propiedad) que tuviera sobre el bien inmueble que se adjudica al otro comunero.

Por otra parte, hallándose la comunidad integrada por dos inmuebles urbanos la sujeción dependerá de que la adjudicación se haga o no, teniendo en cuenta la distribución más equitativa entre los comuneros. Así, si cada comunero recibe un inmueble de distinto valor y quien experimenta un exceso de adjudicación en su conjunto compensa en metálico a quien ha experimentado un defecto tampoco existirá sujeción al gravamen local. En efecto, existiendo dos o más bienes inmuebles urbanos en la comunidad de bienes hay que atender al conjunto de los bienes que integren la misma de forma que, si no es posible otra adjudicación distinta de los bienes más equitativa entre los comuneros, no se producirá la sujeción al Impuesto. Por el contrario, si es posible otra adjudicación distinta de los bienes más equitativa entre los comuneros sí que existirá una transmisión de la propiedad de un comunero a otro, lo que determinará la sujeción al gravamen si se adjudican todos los bienes a un solo comunero con compensación económica a los demás ya que, aunque dichos bienes individualmente considerados sean indivisibles, el conjunto de todos ellos es susceptible de división (32) .

¿Y qué criterio habría de adoptarse en caso de resolución de un contrato de permuta en cuya virtud una persona física entrega a una entidad un terreno a cambio de que, tras la construcción de unos inmuebles, le entregue a la persona física una serie de elementos inmobiliarios? En el presente caso, tal y como tiene declarado la DGT mediante contestación a Consulta de 23 de diciembre de 2016, la resolución del contrato pactada por las partes originará la obligación de satisfacer una indemnización que debe ser satisfecha por la parte incumplidora del mismo, eliminando, a cambio, la obligación que recaía sobre este de entregar los inmuebles. Por tanto la citada resolución del contrato no determinaría ninguna transmisión de bienes inmuebles, no constituyendo, en consecuencia, una operación sujeta al IIVTNU. Por otro lado, si el contrato quedara sin efecto por mutuo acuerdo de las partes contratantes y se produjera, como consecuencia de ello, la restitución del terreno transmitido a su propietario originario, no procedería la devolución del Impuesto que este pagó en su momento, considerándose como un acto nuevo sujeto a tributación, todo ello de acuerdo con lo que establece el apartado 3 del art. 109 del TRLRHL.

2.5.  Aportación de inmuebles para la constitución de sociedades y supuestos de disolución con liquidación

Sin perjuicio del análisis detenido de esta cuestión que se llevará a cabo en otro Epígrafe de la presente obra ninguna duda debe plantear la consideración como transmisión sujeta al Impuesto de las operaciones consistentes en la aportación de inmuebles a una sociedad mercantil. Así sucedería, por ejemplo, tratándose de la entrega de un inmueble realizada para acudir a una ampliación de capital (33) .

En esta línea declaró por ejemplo el TSJ de Cataluña en su Sentencia de 2 de julio de 2010, relativa a la consideración como hecho imponible a efectos del Impuesto de una operación consistente en la aportación de un inmueble en escritura de ampliación de capital, que la sujeción a gravamen resultaba procedente en el citado supuesto, ya que el otorgamiento de la escritura supone la entrega del inmueble, siendo en cambio irrelevante a efectos de aquél las posteriores vicisitudes que pudieran llegar a producirse en orden a su inscripción registral, y recayendo la condición de sujeto pasivo en el propietario que aporta el inmueble a la sociedad (34) .

Más conflictivas se presentan, en cambio, aquellas operaciones realizadas entre matrices no residentes y sucursales de las mismas situadas en España. Pensemos, por ejemplo, en la aportación de un inmueble realizada por una matriz no residente a su sucursal en España, procediéndose a la formalización de una escritura pública de aumento de capital de dicha sucursal ubicada en territorio español (35) .

El TSJ de Andalucía tuvo oportunidad de analizar la tributación de esta clase de operaciones a efectos del Impuesto en su Sentencia de 10 de marzo de 2003, procediendo a equiparar los conceptos de sucursal y de establecimiento permanente a efectos exclusivamente fiscales y concluyendo que no se producía transmisión alguna, con lo que la operación no estaría sujeta al Impuesto. Declaró concretamente este Tribunal en el citado pronunciamiento que:

«(…) La característica fundamental del establecimiento permanente es la ausencia de personalidad jurídica distinta de la que corresponde a la casa central, por lo que en puridad de términos, en estos casos, no es posible entender la existencia de dos entes económicos con personalidad jurídica diferenciada (…) sino un sujeto con personalidad jurídica única que opera a través de distintas instalaciones o sucursales».


Debe precisarse no obstante que en el supuesto de autos la referida operación quedaba vinculada a otra consistente en una aportación no dineraria de rama de actividad (declarada igualmente no sujeta a gravamen) a una sociedad no residente, en relación con la cual el Tribunal rechazó que, tal y como sostenía el Ayuntamiento, existiese un negocio indirecto y simulado destinado a evitar el pago del Impuesto Municipal sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. A juicio del Tribunal la referida operación debía ser calificada como un supuesto de fraude de ley, en base a lo cual se optó por anular los actos impugnados únicamente por la omisión del procedimiento específico al respecto.

¿Tiene la aportación al capital social mediante aportación no dineraria de solares urbanos (tanto en la constitución de la sociedad como en las posteriores ampliaciones de capital) la consideración de transmisión a los efectos del cómputo de la fecha de la operación en el cálculo del IIVTNU? De acuerdo con lo declarado por la DGT en su contestación a Consulta de 10 de octubre de 2011 la aportación no dineraria de terrenos de naturaleza urbana al capital social de una sociedad, tanto en su constitución, como en las ampliaciones de capital, constituye una transmisión a título oneroso de la propiedad de los terrenos aportados.

En virtud de lo anterior estima el citado Centro Directivo que, a los efectos del devengo del IIVTNU, y de cara al cómputo del período de generación del incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana, en el caso de aportaciones no dinerarias al capital de una sociedad podrán llegar a plantearse dos posibles situaciones. En primer lugar, si en las aportaciones no dinerarias no resultase de aplicación el régimen fiscal del Capítulo VIII del Título VII ni la Disposición Transitoria Vigésimo Cuarta del antiguo TRLIS (actual Capítulo VII del Título VII de la LIS) se produciría el devengo del IIVTNU como consecuencia de la transmisión de la propiedad de los terrenos de naturaleza urbana que se aportan por los socios a la sociedad, siendo sujeto pasivo la persona física transmitente, esto es, el socio que aporta los terrenos a la sociedad, al tratarse de una transmisión a título oneroso. Así las cosas con motivo del posterior devengo del Impuesto por la venta de los terrenos urbanos por la sociedad se tomaría como fecha de inicio del período de generación del incremento de valor, la fecha en que los terrenos que se transmiten se aportaron por el socio a la sociedad, es decir, la fecha de constitución de la sociedad y/o la fecha de la ampliación de capital.

En cambio si en las aportaciones no dinerarias resultase de aplicación la antigua Disposición Adicional Segunda del TRLIS (actual Disp. Adic. Segunda de la Ley 27/2014) no se produciría el devengo del IIVTNU con motivo de las aportaciones de los terrenos en la constitución de la sociedad y en la ampliación de capital. Y, con motivo del posterior devengo del Impuesto por la venta de los terrenos urbanos por la sociedad, se tomaría como fecha de inicio del período de generación del incremento de valor la fecha de la anterior transmisión a la aportación no dineraria que sí estuvo sujeta al Impuesto.

Pues bien, dado que en el concreto supuesto analizado por la DGT en su contestación a Consulta de 10 de octubre de 2011 la entidad consultante manifestó que no ejerció la opción por la aplicación del régimen fiscal del Capítulo VIII del Título VII del antiguo TRLIS (actual Capítulo VII del Título VII de la LIS) concluye la DGT que aquélla tributará por el IIVTNU por el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana generado en la venta de los mismos, tomando como fecha de inicio del período de generación del incremento de valor, la fecha en que la entidad adquirió los terrenos por aportación de los socios, es decir, la fecha de constitución de la sociedad y/o la fecha de la ampliación de capital.

Asimismo la DGT, mediante sendas contestaciones a Consultas de 26 y de 27 de mayo de 2010, relativas a la tributación en el IIVTNU de las operaciones de escisión parcial y de aportación no dineraria de ramas de actividad, se planteó la cuestión relativa a la tributación en el citado Impuesto de la transmisión de bienes inmuebles titularidad de unas sociedades a favor de otras sociedades derivadas de una operación de escisión parcial. Tal y como se encargó de recordar el citado Centro Directivo, el IIVTNU no se devenga con ocasión de las transmisiones de terrenos de naturaleza urbana derivadas de operaciones a las que resulte aplicable el régimen especial establecido al efecto en la normativa reguladora del Impuesto, a excepción de las relativas a terrenos que se aporten al amparo de aquello que disponía el art. 94 del antiguo TRLIS (actual art. 87 de la LIS) cuando no se hallen integrados en una rama de actividad (Disp. Adic. 2ª. 3 del antiguo TRLIS, actual Disp. Adic. Segunda de la LIS) (36) .

De este modo el no devengo del citado Impuesto queda condicionado al hecho de que, en el supuesto en cuestión, concurran las circunstancias establecidas en la citada Disposición Adicional y se aplique el régimen fiscal especial establecido al efecto. Y, si no resultase de aplicación el citado régimen fiscal especial ni la Disp. Transit. 24ª del antiguo TRLIS, se produciría el devengo del Impuesto como consecuencia de las transmisiones efectuadas de los terrenos de naturaleza urbana, siendo el sujeto pasivo de dicho Impuesto las sociedades escindidas.

Por otro lado precisó la DGT en las citadas Resoluciones que el Impuesto se devengará en la fecha de la transmisión de las propiedades de los terrenos, quedando el sujeto pasivo obligado a presentar ante el Ayuntamiento correspondiente la declaración que determine la ordenanza fiscal, con aquellos elementos de la relación tributaria que resulten imprescindibles para practicar la liquidación procedente, en el plazo de treinta días hábiles a contar desde la fecha en la que se produjese el devengo del Impuesto. A dicha declaración se ha de acompañar, además, el documento en el que conste el acto o contrato que origine la imposición. El Ayuntamiento queda, además, facultado para el establecimiento del sistema de autoliquidación por el sujeto pasivo, lo cual supondrá el ingreso de la cuota resultante dentro del plazo antes indicado, de acuerdo con lo establecido en los arts. 109 y 110 del TRLRHL (37) .

Desde nuestro punto de vista idéntico criterio habrá de ser aplicado en el caso de una operación consistente en una segregación mercantil efectuada mediante la aportación no dineraria de rama de actividad para la constitución de una sociedad, si bien la condición de sujeto pasivo recaerá en dicho supuesto en la sociedad segregada.

Dado un supuesto de escisión total procediendo a dividir el patrimonio de la entidad en cuatro bloques y transmitiéndolo a cuatro entidades de nueva creación recuerda la DGT en su contestación a Consulta de 27 de mayo de 2014 que el apartado 3 de la Disposición Adicional Segunda del antiguo TRLIS (actual Disp. Adic. Segunda de la LIS) establece que:

«No se devengará el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana con ocasión de las transmisiones de terrenos de naturaleza urbana derivadas de operaciones a las que resulte aplicable el régimen especial regulado en Capítulo VIII del Título VII de esta Ley, a excepción de las relativas a terrenos que se aporten al amparo de lo previsto en el artículo 94 de esta ley cuando no se hallen integrados en una rama de actividad. En la posterior transmisión de los mencionados terrenos se entenderá que el número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor no se ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de las operaciones previstas en el Capítulo VIII del Título VII. No será de aplicación lo establecido en el artículo 9.2 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales».


La citada Resolución de la DGT analizaba concretamente un supuesto en el que una entidad tenía como actividad principal la promoción inmobiliaria y el arrendamiento de inmuebles, careciendo de personal laboral contratado para el ejercicio de las anteriores actividades. El capital social de la citada entidad pertenecía a un grupo familiar dividido en cuatro partes, en los siguientes porcentajes: la persona física A era titular del 7,73853%; la persona física B era titular del 26,67456%; la persona física C era titular del 27,04214%; y la persona física D era titular del 26,67456%. A tal efecto se pretendía realizar una operación de escisión total, dividiendo el patrimonio de la entidad en cuatro bloques y transmitiéndolos a cuatro entidades distintas de nueva creación, traspasando a las nuevas sociedades el mismo porcentaje que tenían en la sociedad que se escindiría, si bien teniendo los socios de la escindida un porcentaje de participación en el capital social de las sociedades adquirentes distinto al que tenían en la sociedad escindida, en concreto, en cada una de las sociedades adquirentes cada socio tendrá el 100% del capital social de la nueva sociedad. Los motivos económicos que impulsaban la realización de dicha operación de reestructuración eran evitar las graves desavenencias que mantenían los socios en la gestión de la sociedad, que produjeron el bloqueo y paralización de sus órganos sociales, poniendo en grave riesgo la continuidad y supervivencia de la empresa.

Pues bien al hilo de la cuestión relativa a la tributación de la citada operación en el IIVTNU la DGT, tras recordar lo dispuesto por el art. 104.1 y.2 del TRLRHL, así como el por aquel entonces vigente apartado 3 de la Disposición Adicional Segunda del TRLIS, concluyó que el no devengo del gravamen estará condicionado a que, en el supuesto en cuestión, concurran las circunstancias descritas en el apartado 3 de la Disposición Adicional Segunda del antiguo RDLeg. 4/2004. No concurriendo dichas circunstancias se producirá el devengo del IIVTNU como consecuencia de la transmisión, en su caso, de los terrenos de naturaleza urbana, siendo el sujeto pasivo de dicho impuesto la sociedad escindida.

En consecuencia el no devengo del IIVTNU queda condicionado a que, en el supuesto en cuestión, concurran las circunstancias descritas en el apartado 3 de la antigua Disposición Adicional Segunda del TRLIS (actual Disp. Adic. Segunda de la Ley 27/2014). En caso de que no concurran dichas circunstancias se produciría el devengo del Impuesto como consecuencia de la transmisión, en su caso, de los terrenos de naturaleza urbana, siendo el sujeto pasivo de dicho impuesto la sociedad escindida.

Asimismo en relación con una operación de escisión total societaria a través de la cual se extinguían un total de tres sociedades constituyéndose tres nuevas a las que se aportaban inmuebles declaró el TEAM de Pozuelo de Alarcón mediante Resolución de 25 de septiembre de 2015 que se halla sujeta al Impuesto la transmisión de los citados inmuebles, al no considerarse la misma como una aportación de rama de actividad. En el presente caso la citada operación de escisión no tuvo un motivo económico válido al no existir, en las sociedades escindidas, de una rama de actividad o negocio separado consistente en el arrendamiento de inmuebles. En efecto, la entidad que se escindía no realizó previamente la actividad de arrendamiento de inmuebles, constando de alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE) en otro Epígrafe distinto. A mayor abundamiento en el citado supuesto no se acreditó que los inmuebles cuya transmisión fue objeto de controversia constituyeran un conjunto de elementos de activo y pasivo procedentes de la división de una sociedad que, desde el punto de vista de la organización, pudieran ser calificados como una explotación autónoma, esto es, como un conjunto capaz de funcionar por sus propios medios para el desarrollo de la actividad de arrendamiento de inmuebles.

Al hilo de la cuestión referente a la aportación de rama de actividad analizó la Sentencia del TSJ de Cataluña de 19 de abril de 2012 la cuestión referente a la concurrencia de los requisitos legales establecidos para la no sujeción al impuesto de la aportación no dineraria, declarándose en el concreto supuesto analizado la inexistencia de la afectación del inmueble aportado a una actividad económica. Tal y como precisa el Tribunal no concurre el supuesto de no sujeción cuando se trata, no de una rama de actividad, sino un simple bloque patrimonial compuesto de fincas que por sí solas no son, en absoluto, un conjunto capaz de funcionar por sus propios medios. Y ello sobre la base de estimar que no cabe confundir rama de actividad con simple bloque patrimonial, como es el caso de unas fincas que por sí solas no constituían en absoluto un conjunto capaz de funcionar por sus propios medios, debiendo entenderse por rama de actividad aquel conjunto de elementos patrimoniales de activo y pasivo que formen una unidad económica en el sentido de una explotación con organización propia que le permita funcionar con autonomía, lo que no implica necesariamente la existencia de independencia, al poder estar integrado dicho conjunto patrimonial en otra organización superior.

En opinión del TSJ de Cataluña no resulta de aplicación el régimen especial en el supuesto de que los terrenos aportados hubieran pertenecido al patrimonio particular de las personas físicas no afecto al desarrollo de actividades económicas y hubieran sido afectados a la actividad empresarial desarrollada por ellas por un período inferior a tres años a la fecha de la aportación, ya que en dicho caso los referidos elementos no se considerarían afectos al desarrollo de actividades empresariales. No basta por tanto con la simple transmisión de elementos patrimoniales para que opere la exención, sino que los mismos han de constituir desde el mismo momento un soporte económico suficiente para mantener la actividad empresarial, sin que la transmisión de un solar, por más que se haya solicitado (como sucedió en el presente caso) una licencia de construcción de un hotel, sea una aportación de rama de actividad, puesto que no es un conjunto capaz de funcionar con sus propios medios.

En relación igualmente con estos supuestos de aportación de rama de actividad la Sentencia del TSJ de Cataluña de 21 de junio de 2012 analizó un supuesto en el que un Ayuntamiento rechazó la aplicación del régimen previsto en el antiguo TRLIS respecto a la exención por el Impuesto de una operación de aportación de rama de actividad en la que una comunidad de bienes cuya finalidad era la explotación directa de la actividad de arrendamiento de bienes inmuebles aportaba tales inmuebles a una mercantil, argumentándose al respecto que resultaba indispensable la legalización de los libros mercantiles para la aplicación de dicho supuesto de no devengo del Impuesto.

Como es sabido establecía el antiguo art. 94.2 del TRLIS (actual art. 87.2 de la Ley 27/2014) que el régimen previsto se aplicará a las aportaciones de ramas de actividad efectuadas por los contribuyentes del IRPF, siempre que lleven su contabilidad de acuerdo con el Código de Comercio. La contabilidad mercantil, por tanto, ha de cumplir unos requisitos materiales, esto es, ha de ser llevada en libros sistemáticos y cumpliendo los requisitos del art. 25.1 del Código de Comercio. Además, y separada o adicionalmente, debe ser presentada para su legalización en la forma prevista en el referido art. 27 del mismo Código. En el concreto supuesto de autos planteado para el Ayuntamiento la falta de cumplimiento de la obligación de presentación de los libros para su legalización dejaría abierta la puerta a realizar operaciones que tuviesen por objetivo el fraude o la evasión fiscal en contra de lo dispuesto en dicho art. 94.2 del antiguo TRLIS.

Pues bien el Tribunal estimó que la pretendida exigencia, como requisito ad solemnitatem, de la legalización de los libros de comercio a que se refería el antiguo art. 94.2 del TRLIS resulta contraria al principio de proporcionalidad. Tratándose de un requisito de carácter formal el efecto derivado de su omisión o retraso no puede conllevar la exclusión del supuesto de no devengo, dado que tal consecuencia ha de estimarse contraria al principio de proporcionalidad que debe observarse en la aplicación del sistema tributario, recogido en el art. 3.2 de la LGT y no acorde con la teleología de la Disposición Adicional Segunda del antiguo TRLIS que establecía el supuesto de no devengo (38) .

Por su parte la Sentencia del TSJ de Madrid de 3 de septiembre de 2012 analizó un supuesto relativo a la transmisión de un inmueble que tuvo lugar con ocasión de la escisión parcial de la mercantil recurrente, con creación de una nueva sociedad. Habiéndose rechazado por el Ayuntamiento que la aportación del inmueble a la nueva sociedad constituida en unión de otros activos en escritura pública de escisión parcial (derechos de traspaso de un local y participaciones en otra sociedad limitada) no pudiera ser considerada «rama de actividad» a los efectos pretendidos por la recurrente de no sujeción al IIVTNU, y habiéndose alegado por esta última que la escisión no tuvo como único objeto la transmisión del inmueble sino que incluyó, además, el inmovilizado inmaterial consistente en unos derechos de traspaso existentes en el activo de la recurrente y el inmovilizado financiero consistente en la participación en el capital de una sociedad predominantemente inmobiliaria, concluyó el Tribunal que en el presente caso solo quedó acreditada la transmisión de una serie de activos, entre los que se encontraba el inmueble, en unión de un derecho de traspaso de un local y unas participaciones en el capital social de otra mercantil. Y, dada la heterogeneidad de los expresados activos, se advirtió la imposibilidad material de que los mismos pudiesen haber constituido una especie de rama de actividad en la mercantil escindida, teniendo presente además que del material probatorio aportado por la recurrente no existía ni el más mínimo rastro de que dichos elementos hubiesen constituido una rama de actividad autónoma en la recurrente.

Dado igualmente un supuesto de aportación de rama de actividad estimó el TEAM de Pozuelo de Alarcón mediante Resolución de 23 de abril de 2015, ante la alegación efectuada por la reclamante relativa a la no sujeción del negocio jurídico celebrado al IIVTNU al haberse producido la citada aportación de una rama de actividad con motivo de la ampliación de capital en una entidad mercantil, que desde la fecha de compra del inmueble hasta su aportación a dicha entidad e incluso con posterioridad a esta última el inmueble en cuestión constituyó el domicilio de la reclamante, no constituyendo en consecuencia un local destinado a llevar a cabo la gestión de la actividad de manera exclusiva (39) .

Tratándose de un supuesto de escisión total señala la DGT en su contestación a Consulta de 19 de septiembre de 2011 que el no devengo del IIVTNU está condicionado a que, en el supuesto en cuestión, concurran las circunstancias descritas por aquel entonces en la Disposición Adicional Segunda del antiguo TRLIS (actual Disp. Adic. Segunda de la Ley 27/2014) y se aplique el régimen fiscal previsto en el Capítulo VIII del Título VII del citado Texto Refundido (actual Capítulo VII del Título VII de la LIS). En caso de que no resulte aplicable dicho régimen fiscal se producirá el devengo del IIVTNU como consecuencia de las transmisiones de los terrenos de naturaleza urbana, siendo el sujeto pasivo de dicho Impuesto la sociedad escindida.

En suma, cabe estimar que sí que se origina un supuesto de transmisión en estas operaciones consistentes en la aportación no dineraria de terrenos al capital social de una sociedad mercantil, bien en su constitución como desembolso del mismo o, con posterioridad, con motivo de ampliaciones de capital. Y es que es evidente que se produce un traspaso de facultades dominicales de una persona u otra, existiendo contraprestaciones recíprocas. Y lo mismo sucede tratándose de operaciones de fusión (40) , escisión, aportaciones de activos, canje de valores, etc., siempre y cuando se halle implicado en las mismas un terreno que cambie de titularidad. La razón de ser de dicha sujeción parece clara: en todos estos supuestos se origina un traspaso dominical de una persona jurídica a otra a cambio de algo. Cuestión distinta es que se trate de transmisiones de carácter meramente formal declaradas exentas del Impuesto.

Concretamente en relación con este supuesto la Sentencia del TSJ de Cataluña de 14 de abril de 2011 se refirió a la cuestión relativa a la comunicación de la opción de acogerse al citado régimen especial previsto por aquel entonces en el Capítulo VIII del Título VII de la antigua LIS (actual Capítulo VII del Título VII de la Ley 27/2014), planteándose concretamente si procedía el devengo o en su caso declarar la no sujeción del Impuesto respecto a la aportación no dineraria de una comunidad hereditaria de bienes a una sociedad limitada de carácter patrimonial por los mismos partícipes o socios y por partes iguales.

Tal y como declaró el Tribunal constituye requisito indispensable formalizar la opción a la que se refería el art. 94 de la antigua LIS, de acuerdo con el cual el régimen previsto en el Capítulo VIII del Título VII se aplicará, a opción del sujeto pasivo del Impuesto o del contribuyente del IRPF, a las aportaciones no dinerarias en las que concurran los requisitos establecidos al efecto. Y la falta o el retraso en el cumplimiento de la comunicación no anula la opción adoptada por el sujeto pasivo, sin perjuicio de que dicho incumplimiento pueda ser constitutivo de infracción tributaria simple (41) .

De este modo, una vez reconocido el carácter formal de la constancia en determinado momento de la opción y de su comunicación, el efecto de su omisión o retraso no puede conllevar, como se pretendía en el escrito de apelación, la exclusión del supuesto de no devengo que se enjuiciaba. Tal consecuencia ha de estimarse, a juicio del Tribunal, contraria al principio de proporcionalidad que ha de observarse en la aplicación del sistema tributario, recogido en el art. 3.2 de la Ley General Tributaria y no acorde con la teleología de la Disposición Adicional que establece el supuesto de no devengo.

En todo caso, y en virtud de lo manifestado por el citado Tribunal en su Sentencia de 28 de abril de 2011, tratándose de transmisiones de terrenos derivadas de operaciones a las que resultaba de aplicación este régimen especial establecido en el Capítulo VIII del Título VII del antiguo TRLIS (caso de una transmisión de terrenos realizada en el marco de una operación no dineraria de rama de actividad) la no sujeción al IIVTNU resulta procedente, no obstando a tal efecto que la explotación de los terrenos se estuviera realizando a través de una sociedad civil privada constituida por los propietarios de los terrenos.

Dada una concreta operación de fusión por absorción afirma la DGT en su contestación a Consulta de 31 de mayo de 2012 que el no devengo del IIVTNU queda condicionado a que, en el supuesto en cuestión, concurriesen las circunstancias descritas al tiempo de dictarse la citada Resolución en la Disposición Adicional Segunda del antiguo TRLIS, siendo de aplicación el régimen fiscal establecido en el Capítulo VIII de su Título VII. Y, en caso de que no fuese aplicable dicho régimen fiscal del Capítulo VIII del Título VII del TRLIS, se produciría el devengo del IIVTNU como consecuencia de la transmisión de los terrenos de naturaleza urbana, siendo los sujetos pasivos de dicho Impuesto las sociedades absorbidas.

En relación con el desarrollo de estas operaciones de fusión analizó además la Sentencia del TSJ de Madrid de 5 de marzo de 2014 un supuesto en el que el apelante afirmaba que la Sentencia de instancia dictada al efecto, al confirmar la liquidación tributaria, calculó erróneamente el período de liquidación del tributo, ya que se basaba en una supuesta escritura que manifestó que la fusión por absorción del año 2000 estaba sujeta a lo dispuesto en el Capítulo VIII del Título VII del antiguo RDLeg. 4/2004, cuando no resultaba probado que tuviera las características que habilitasen la posibilidad de considerarla no sujeta al IIVTNU. Por su parte el Ayuntamiento apelado se opuso a lo anterior afirmando que constaba en el expediente administrativo que la fusión por absorción documentada se reflejó en escritura pública, a la que resultaba de aplicación el citado TRLIS para el cálculo del período de liquidación por IIVTNU. Lo cierto es que el inmueble de autos fue vendido por el apelante a un tercero, siendo adquirido en virtud de fusión por absorción de su anterior titular según escritura pública. Este fue el único dato con el que se contaba en las actuaciones respecto a tal operación, resultando así que no podía ser de aplicación el régimen fiscal especial del Capítulo VIII del Título VII del RDLeg. 4/2004, ya que para que la operación de fusión por absorción se incardinase en tal régimen legal era preciso el cumplimiento de los requisitos del art. 96 del citado texto legislativo. Y, dado que nada de ello constaba en las actuaciones llevadas a cabo, concluyó el Tribunal que la simple afirmación de que el apelante adquirió el inmueble en virtud de fusión por absorción no conllevaba sin más y de manera automática la aplicación del régimen fiscal del Capítulo VIII del Título VII del RDLeg. 4/2004, por lo que la transmisión en cuestión efectuada devengó el IIVTNU.

¿Qué sucede en aquellas operaciones consistentes en la transformación de sociedades colectivas, comanditarias o de responsabilidad limitada en sociedades anónimas? Tal y como establecía inicialmente el art. 231 del antiguo Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que se aprobaba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas (TRLSA), la realización de dichas operaciones no afecta a la personalidad jurídica de la sociedad transformada. En consecuencia ha de estimarse que, a efectos del IIVTNU, toda cesión de inmuebles que pueda llegar a realizarse como consecuencia de dichas operaciones de transformación no tendría la consideración de transmisión de la propiedad.

Dentro de este conjunto de operaciones societarias cabría aludir asimismo a las operaciones de disolución con liquidación de sociedades. Pues bien, las eventuales transmisiones de inmuebles que pudieran llegar a producirse con motivo de su adjudicación a los socios quedarían sujetas al Impuesto, al margen de que puedan llegar a producirse determinados supuestos de no sujeción. A este respecto no creemos que deban confundirse estas operaciones de disolución de una comunidad con aquellas otras en virtud de las cuales un comunero ejercita la acción de división recibiendo a cambio únicamente una determinada compensación económica. Nótese que en este último caso dicho comunero deja de tener el bien o los bienes de que se trate en propiedad para pasar a percibir exclusivamente el equivalente económico de su cuota de participación en el condominio (42) . En consecuencia tendrá lugar un incremento de valor por el período impositivo puesto de manifiesto con motivo de la realización de dicho negocio jurídico entre el momento de la adquisición del bien y el de su «transmisión».

Dada una concreta operación en virtud de la cual uno de los primitivos cotitulares del condominio ya no fuese el propietario del bien, sino que se tratase del propietario del valor económico de su anterior cuota, a pesar de lo cual no resultase ser en absoluto propietario del bien inmueble urbano que co-poseyese, ya que su dominio pasara a juntarse (habiéndose consolidado) con el que poseyera el otro condueño de forma que el interesado ya no era el propietario inmobiliario, sino mobiliario, estimó el TSJ de Castilla y León en su Sentencia de 15 de octubre de 2010 que, no siendo ya el interesado el propietario (ni en conjunto ni en solitario) de parte alguna del inmueble, y siéndolo en cambio por entero el otro y anterior copropietario, la propiedad de uno habría pasado al otro, habiéndose producido una transmisión del dominio. Y, al haberse producido esa transmisión «por cualquier título», se daría lugar al nacimiento del hecho imponible del Impuesto, siendo procedente en consecuencia la actuación municipal (43) .

¿Y qué sucede en los supuestos de partición de herencias y de disolución de comunidades hereditarias en los que concurren adjudicaciones de bienes realizadas a unos coherederos con una compensación en metálico a los restantes? Desde nuestro punto de vista en estos casos lo que se produce es una simple especificación de derechos, no existiendo por tanto transmisión alguna que deba quedar sujeta al Impuesto, al margen de la existencia de la referida compensación económica. En efecto, consistiendo la operación en cuestión en la adjudicación de unos bienes a uno de los coherederos a calidad de abonar a los demás el exceso en dinero nos hallamos ante una operación susceptible de quedar inscrita dentro del mecanismo de la llamada especificación o concreción de derechos derivados de la partición. Pero no se trata de una operación representativa de una propia y nueva transmisión distinta de aquélla que hubiese tenido lugar con motivo de la adquisición de la herencia (44) .

Por el contrario, sí que tendrá lugar una transmisión sujeta al Impuesto tratándose de aquellas operaciones en virtud de las cuales se aporten bienes del patrimonio personal a un patrimonio empresarial, ya que entonces estaríamos en presencia de patrimonios totalmente distintos que dan lugar al cambio de titularidad. Y lo mismo sucedería respecto de las adjudicaciones de bienes realizadas a los socios de una sociedad civil (45) .

Para finalizar, tratándose de una aportación que, en su caso, realice cualquiera de los cónyuges a la sociedad conyugal estaremos ante una operación no sujeta al IIVTNU en virtud de lo dispuesto en el art. 104.3 del TRLRHL, de conformidad con el cual «No se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de aportaciones de bienes y derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen y transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes comunes» (46) . No obstante a efectos de futuras transmisiones de los inmuebles para el cálculo de la base imponible del Impuesto habrá que tener en cuenta que el período de puesta de manifiesto en esa transmisión del incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana será el comprendido entre la fecha del devengo del Impuesto que se liquide y la del devengo de la anterior transmisión de la propiedad de la vivienda que haya estado sujeta al IIVTNU (47) .

2.6.  Supuestos de comunidades de bienes, comunidades hereditarias y excesos de adjudicación

Tratándose de operaciones relacionadas con la disolución de comunidades de bienes, en general, y de la sociedad de gananciales, en particular, cabe estimar que no existe transmisión sujeta al Impuesto (48) .

Tradicionalmente el TS ha venido declarando a este respecto que la disolución de una comunidad de bienes plantea un efecto de carácter meramente declarativo y no traslativo, motivo por el cual no existe una transmisión sujeta. Así lo estimó, por ejemplo, el Alto Tribunal en su Sentencia de 27 de junio de 1995, en la que se afirma que dicha disolución no constituye sino una adjudicación proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve, debiendo efectuarse la disolución en atención a la cuota de participación existente; en palabras de Tribunal:

«(...) La liquidación objeto del presente recurso contencioso-administrativo viene derivada por la extinción de dicha comunidad y adjudicación de los bienes integrantes de la misma, a su partícipes, con lo que no se da lugar a una verdadera transmisión de dominio, en cuanto la división produce sí un efecto declarativo, pero no traslativo, porque no atribuye algo que antes no se tuviera y no produce en los comuneros ningún beneficio patrimonial, al existir —cual en el caso de autos— una adjudicación proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve, como lo acredita el haberse efectuado la disolución, respetando la cuota de participación que cada uno tenía (…) No existe transmisión en el caso de adjudicación de inmuebles por disolución de una comunidad de bienes, ya que ésta carece de personalidad jurídica y la adjudicación en esta ocasión es claramente una determinación del derecho de propiedad que ya se disfrutaba en alícuota parte» (49) .


En esta misma línea se sitúa la STS de 8 de julio de 2000, en la que se dispone que la adjudicación extintiva de una comunidad de bienes «no es un acto genuinamente traslativo, ya que no hay verdadera transmisión de un derecho preexistente en que una persona sucede a otra, participando más bien de la naturaleza de acto declarativo de fijación, dando certeza y concreción a la situación de cada titular, y siendo coherente con ese carácter declarativo de la adjudicación el artículo 450 del Código Civil» (50) . Nótese por tanto que de lo que se trata es de un supuesto de no sujeción por ausencia del elemento traslativo del dominio, no de una exención (51) .

Cabe asimismo la posibilidad de que, siendo el bien en cuestión indivisible, los condueños acuerden que se adjudique a uno de ellos procediendo a indemnizar a los demás ex art. 404 del Código Civil ¿Queda sujeta dicha operación al Impuesto? Como seguramente se recordará en un primer momento el Tribunal Supremo, a través de su Sentencia de 18 de junio de 1994, estimó que se producía una transmisión susceptible de quedar sujeta en la parte correspondiente al exceso de adjudicación a uno de los comuneros. Estimaba así el TS que se producía la sujeción al Impuesto con motivo de la transmisión efectuada cuando, en la correspondiente adjudicación, fruto de la liquidación de la comunidad de bienes, se produce un exceso de adjudicación. En opinión del TS en estos supuestos no estaríamos en presencia de un simple acto declarativo de fijación que otorga certeza y concreción a la situación de cada titular, sino ante un verdadero acto traslativo en virtud del cual se ha producido, no la concreción material y física de una cuota ideal en una comunidad preexistente, sino una auténtica adquisición ex novo, generándose una trasmutación del dominio que pone de manifiesto una elevación del mismo respecto a aquello que se tenía cuando fue adquirido en origen (52) .

Con posterioridad, sin embargo, afirmó el Alto Tribunal en su Sentencia de 28 de junio de 1999 que, siendo la cosa indivisible, aun cuando se tenga derecho sólo a una parte de la cosa, surge un derecho abstracto a que, en su día, se adjudique aquélla en su totalidad con la obligación de compensar a los demás en metálico. En palabras del Tribunal «esta forma de salir de la comunidad es una forma de concreción o materialización de un derecho abstracto en otro concreto, y por tanto no supone transmisión ni a efectos civiles ni a efectos fiscales» (53) .

De este modo el Alto Tribunal, refiriéndose a ambas comunidades de bienes (comunidades hereditarias y comunidades constituidas por actos inter vivos), y dentro del ámbito de aplicación del ITPyAJD, concluyó que la división de la cosa común y la consiguiente adjudicación a cada comunero en proporción a su interés en la comunidad de las partes resultantes no constituye una transmisión patrimonial propiamente dicha, ni a efectos civiles ni a efectos fiscales, sino una mera especificación o concreción de un derecho abstracto preexistente. Sucede no obstante que, siendo la cosa común por su naturaleza indivisible o pudiendo desmerecer mucho por su división la única forma de división, en el sentido de extinción de comunidad, es, paradójicamente, no dividirla, sino adjudicarla a uno de los comuneros a calidad de abonar al otro, o a los otros, el exceso en dinero (arts. 404 y 1062, párrafo 1º, en relación éste último con el art. 406, todos del Código Civil). Y, tal y como afirma el Tribunal:

«Esta obligación de compensar a los demás, o al otro, en metálico no es un "exceso de adjudicación", sino una obligación consecuencia de la indivisibilidad de la cosa común y de la necesidad en que se ha encontrado el legislador de arbitrar procedimientos para no perpetuar la indivisión, que ninguno de los comuneros se encuentra obligado a soportar —artículo 400—» (54) .


La cuestión relativa a si la división de una comunidad de bienes origina o no excesos de adjudicación fue analizada por la DGT en su contestación a Consulta de 30 de marzo de 2011, concluyendo a tal efecto el citado Centro Directivo que en ellas que sí se producen tales adjudicaciones, quedando las mismas sujetas a gravamen. A juicio de la DGT en el concreto supuesto planteado las adjudicaciones de bienes efectuadas a los socios se iban a efectuar en proporción a las participaciones que ostentaban, por lo que no se originaría a producir un exceso de adjudicación. Ahora bien no siendo ello así, y al margen de la tributación que correspondiese por la Modalidad de Operaciones Societarias, el exceso de adjudicación que se produjese estaría sujeto a la Modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas (TPO) del ITPyAJD, con arreglo a lo dispuesto en el art. 7.2.B) y 5 del RDLeg. 1/1993. Y ello en tanto en cuanto, si bien la sujeción de la disolución de una sociedad a la Modalidad de Operaciones Societarias implica la no sujeción de dicha operación a la Modalidad de TPO debido a la consabida incompatibilidad existente entre ambas Modalidades, ni siquiera por la adjudicación a los socios de los bienes y derechos del patrimonio social (siempre que tales adjudicaciones guardasen la debida proporción con sus cuotas de participación en el capital social), tal incompatibilidad no se extendería a la adjudicación de bienes y derechos a los socios por un valor superior al que corresponda a su participación, que estaría sujeta a la Modalidad de TPO por el hecho imponible de exceso de adjudicación (55) .

Con posterioridad la DGT, mediante contestación a Consulta de 3 de mayo de 2011, procedió nuevamente a reiterar que en una comunidad de bienes «voluntaria», teniendo lugar la extinción de la misma con adjudicación a cada uno de los comuneros en proporción a su cuota de participación sin que se produzca exceso de adjudicación a ninguno de ellos, no se originará el devengo del IIVTNU, teniendo la división un simple efecto declarativo y no traslativo, al no atribuir algo que no tuvieran antes los comuneros, no produciendo además en éstos ningún beneficio patrimonial, al existir una distribución proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve, siendo respetada la cuota de participación que cada uno tenía y no produciéndose la sujeción al citado Impuesto. Y ello en tanto en cuanto, con carácter general, la extinción de un condominio, al no constituir una traslación del dominio, no se tiene en cuenta a efectos de determinar el valor de adquisición en el Impuesto, produciéndose únicamente la especificación concreta e individualizada de las cuotas abstractas que los comuneros ostentaban previamente sobre la finca indivisa (56) .

En cambio si los comuneros decidiesen extinguir el dominio con adjudicación de los bienes a uno o varios de ellos, con exceso de adjudicación sobre su cuota de participación, compensando económicamente o de cualquier otra forma a los demás, no se trataría de una operación de división de la cosa común, sino de una transmisión de los derechos de propiedad del resto de los comuneros al adjudicatario, procediendo entonces el IIVTNU a gravar el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana que se adjudique a uno o varios comuneros por exceso respecto a su cuota de participación en la comunidad, siendo sujeto pasivo de la citada operación, a tenor de lo declarado en el art. 106.1.b) del TRLRHL, y al tratarse de una transmisión a título oneroso, el comunero o comuneros que perciban bienes con menor valor sobre su cuota de participación y que, por tanto, transmitan su propiedad al comunero o comuneros adjudicatarios en exceso. En efecto, cada uno de los comuneros tendría la condición de contribuyente del Impuesto respecto del incremento de valor del terreno urbano que se produjese con ocasión de la transmisión de su porcentaje de propiedad que tuviera sobre el bien o bienes inmuebles que se adjudicasen a los otros comuneros.

¿Cuál sería la razón por la que, en este último supuesto, resultaría exigible el IIVTNU? Sencillamente el hecho de haber tenido lugar una auténtica transmisión a efectos del Impuesto local, la cual habrá de ser objeto de liquidación tributaria, por haberse generado el hecho imponible de aquél, constituido por el incremento de valor que experimenten dichos terrenos y que se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de propiedad de los mismos por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos (57) .

Asimismo en sus contestaciones a Consultas de 17 y 18 de abril de 2018 la DGT procedería nuevamente a clarificar la tributación correspondiente al IIVTNU en el caso de la disolución de una comunidad de bienes. De acuerdo con lo declarado por el citado Centro Directivo en el caso de que se extinga el condominio de todas las fincas, tanto rústicas como urbanas, si la comunidad de bienes se disuelve en su totalidad sin excesos de adjudicación evitables y sin compensar con bienes que formen parte de la otra comunidad no se produciría la sujeción al IIVTNU y por el contrario, si la comunidad de bienes no se disolviese totalmente o si la adjudicación de los bienes no se realizase de la manera más equitativa posible o si se produjesen compensaciones no en metálico sino con inmuebles de la otra comunidad nos encontraríamos también ante una permuta y, como tal, tributaría en el IIVTNU como transmisión de la propiedad de un terreno a título oneroso (58) .

En el caso específico de la Resolución de 18 de abril de 2018 dos hermanos que tenían en común varias fincas urbanas y rústicas, adquiridas por herencia (todas ellas en el mismo Municipio, salvo una urbana que estaba en un Municipio colindante) se planteaban extinguir el condominio de dos fincas urbanas del mismo valor, adjudicando una a cada uno de ellos y, en principio, dejarían las demás fincas en proindiviso. Tal y como precisa la DGT en el citado supuesto, si se extingue solo el condominio sobre dos fincas urbanas de distinto Municipio, de dos fincas urbanas del mismo Municipio o de solo las fincas urbanas, no se trataría de la disolución de una comunidad de bienes (la cual no se extingue, sino que afecta solamente a dos o todas las fincas urbanas, subsistiendo el régimen de indivisión entre ambos hermanos sobre los restantes bienes que integrasen la comunidad o comunidades hereditarias), sino de una permuta, debiendo en consecuencia tributar por el IIVTNU. Cada uno de los comuneros tendría la condición de contribuyente del IIVTNU respecto del incremento de valor del terreno urbano que se produjese con ocasión de la transmisión de su porcentaje de propiedad que tuviera sobre el bien o bienes inmuebles que se adjudican al otro comunero.

Por lo que respecta al supuesto analizado en la contestación de la DGT a Consulta de 17 de abril de 2018, en virtud del mismo cuatro hermanos heredaron diversos bienes y derechos, entre los que se encontraban varios bienes inmuebles. La adjudicación de los inmuebles se realizó por cuartas partes indivisas. Posteriormente decidieron extinguir el condominio sobre uno de los inmuebles, que era la vivienda de uno de los hermanos, adjudicando el pleno dominio al mismo con compensación económica a los otros tres. Tal y como subraya la DGT, al igual que en el supuesto anteriormente analizado la operación planteada no constituiría una extinción del condominio, ya que solo se resuelve el condominio sobre uno de los bienes en común (la vivienda que se adjudica a uno de los comuneros), manteniéndose el proindiviso sobre el resto de los inmuebles en la misma proporción entre los comuneros. Por tanto la adjudicación de la vivienda a uno de los comuneros constituye una operación de compraventa en la que los otros tres comuneros venden su cuota parte al primero de ellos, a cambio de un precio. Y, dado que se trata de la transmisión de la propiedad sobre un terreno de naturaleza urbana, se producirá la sujeción al IIVTNU, sin que resulte de aplicación ningún supuesto de exención. Cada uno de los tres hermanos no adjudicatarios tendrá la condición de sujeto pasivo del Impuesto como transmitentes de la propiedad de una cuarta parte indivisa cada uno a título oneroso.

Dada una concreta operación consistente en la transmisión de un bien que perteneciese a la sociedad de gananciales disuelta como consecuencia del fallecimiento de uno de los cónyuges, y de conformidad con lo declarado por el TSJ de Asturias en su Sentencia de 28 de diciembre de 2009, habría que estar a lo prevenido en el art. 104.3 del TRLRHL, vigente a la fecha del devengo, y en el que se contemplaba como un supuesto de no sujeción, antes de exención (art. 106 de la antigua Ley 39/1988), con los distintos efectos que suponen una y otra posición, la aportación de bienes o derechos realizados por los cónyuges a la sociedad ganancial así como las adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verificasen y las transmisiones que se efectuasen a los cónyuges en pago de sus haberes comunes (59) .

La claridad del citado precepto, con independencia de la concepción que se tuviese de la sociedad de gananciales, no permitía a juicio del Tribunal otra interpretación que la de considerar exentos del IIVTNU los bienes percibidos por los cónyuges en concepto de adjudicación por la disolución de la sociedad legal de gananciales. Y, a tal efecto, resultaba indiferente que la sociedad de gananciales se disolviera por el fallecimiento de uno de los cónyuges o tuviera lugar por cualquier otra causa, separación, divorcio, nulidad del matrimonio o acuerdo de los cónyuges, art. 1392 del Código Civil, ya que lo que interesa en el presente caso no es sino determinar el régimen aplicable a la adjudicación integra de un bien perteneciente a la sociedad de gananciales o uno solo de los cónyuges.

No parecía además, a juicio del Tribunal, que pudiera estimarse la concurrencia en el concreto supuesto analizado de un supuesto de fraude de ley, sino de una opción que autoriza la ley en cuanto que deja absoluta libertad a los cónyuges para modificar el régimen económico matrimonial, aunque en el supuesto examinado tuviera lugar por la muerte de uno de los cónyuges, motivo por el cual el Tribunal declaró como no sujetos al Impuesto el incremento del valor de los bienes adjudicados a la sociedad de gananciales, resultando de este modo no sujetos a tributación las plusvalías del bien adjudicado a la esposa por la disolución de la sociedad de gananciales al fallecimiento del su esposo.

Mediante contestación a Consulta de 31 de marzo de 2014 analizó la DGT un supuesto en el que, habiéndose producido el fallecimiento de uno de los cónyuges, se adjudicó el inmueble que constituía la residencia habitual del matrimonio a la viuda, produciéndose así un exceso de adjudicación respecto a su cuota de gananciales, al cual las dos hijas herederas le otorgaban carácter gratuito. Tal y como se encargó de recordar el citado Centro Directivo en dicha Resolución la muerte de uno de los cónyuges produce la disolución del matrimonio (art. 85 del CC), lo que origina a su vez la extinción de la sociedad de gananciales (art. 1.392 del CC), produciéndose la liquidación de la misma y la formación y valoración del inventario del activo y pasivo (arts. 1.396 y siguientes del CC), con remisión en lo no regulado en dichos artículos a las normas de partición y liquidación de la herencia.

En el concreto supuesto analizado por la DGT se producían dos operaciones, a saber, de una parte, la liquidación de la sociedad de gananciales en la cual se adjudicaban al cónyuge viudo los bienes y derechos que le correspondían en pago de su mitad de gananciales, constituyendo el resto de bienes la masa hereditaria. Y, de otra, la adjudicación por parte de las herederas a su madre de un porcentaje del bien inmueble que constituía la residencia habitual del matrimonio.

Respecto de la primera operación planteada estimó la DGT que, una vez producida la muerte del causante y disuelta la sociedad de gananciales, se ha de proceder a la liquidación de ésta con objeto de determinar qué bienes y derechos corresponden al cónyuge viudo y cuáles constituyen la masa hereditaria. En relación a los primeros, es decir, aquellos que se adjudiquen a la viuda en pago de su mitad de gananciales, ello no determinará la sujeción al IIVTNU en base a lo dispuesto en el párrafo 1º del art. 104.3 del TRLRHL. En efecto, con carácter general la adjudicación de los bienes llevada a cabo en la división de la herencia no produce el devengo del IIVTNU. Y ello con independencia de que la división se lleve a cabo mediante adjudicación proporcional a cada uno de los herederos, o bien, en el caso de que, tratándose de un bien indivisible, se adjudique a uno de los herederos mediante compensación económica al resto. En consecuencia la adjudicación de la vivienda que constituía la residencia habitual del matrimonio al cónyuge viudo en el porcentaje que corresponda al pago de su mitad ganancial no quedará sujeta a gravamen.

No obstante, y a efectos de futuras transmisiones del citado porcentaje, habrá que tener en cuenta para el cálculo de la base imponible del IIVTNU que el período de puesta de manifiesto en esa futura transmisión del incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana será el comprendido entre la fecha del devengo del Impuesto que se liquide y la del devengo de la anterior transmisión de la propiedad del terreno que haya estado sujeta al IIVTNU. Significa ello por tanto que la fecha de inicio de dicho período de generación será la fecha en la que ambos cónyuges adquirieron el inmueble y no la fecha en la que se liquida la sociedad conyugal de gananciales.

En cambio tratándose de aquellas adjudicaciones de bienes inmuebles que se correspondan con el pago de los derechos hereditarios, dichas operaciones sí que estarán sujetas al IIVTNU. Así, la transmisión mortis causa a los herederos del porcentaje restante del inmueble que constituía la residencia habitual del matrimonio y que formaba parte de la masa hereditaria, originará la liquidación del IIVTNU de conformidad con lo dispuesto en los arts. 104 y siguientes del TRLRHL.

Por lo que se refiere a la segunda operación planteada en el presente caso subraya la DGT que la adjudicación a los herederos del citado porcentaje del bien inmueble determinará, a su vez, la constitución de una comunidad de bienes, en la cual participan como comuneros la madre y las hijas. Tratándose de una comunidad de bienes constituida por actos mortis causa» (y de conformidad con lo declarado en su día por el TS a través de sus conocidas Sentencias de 17 de diciembre de 1997 y de 10 de octubre y 19 de diciembre de 1998) en la división de la herencia no se producirá el devengo del IIVTNU, con independencia de que la división se lleve a cabo mediante adjudicación proporcional a cada uno de los herederos, o bien, en el caso de que tratándose de un bien indivisible, se adjudique a uno de los herederos mediante compensación económica al resto. De este modo, procediéndose a la adjudicación por parte de las dos hijas herederas a su madre del porcentaje de la propiedad en pro indiviso que recaía sobre el bien inmueble que constituía la residencia habitual del matrimonio, obteniendo ésta, la propiedad sobre la totalidad de la vivienda, no quedará sujeta al IIVTNU.

Refiriéndose expresamente a las sociedades civiles afirma el TSJ de Cataluña en su Sentencia de 8 de abril de 2011 que para que la aportación no dineraria de rama de actividad disfrute de los incentivos previstos en la Ley no se exige que una sociedad civil privada sea propietaria de los inmuebles, ya que una cosa es la titularidad de los bienes y otra es la explotación (en este caso arrendamiento) de los mismos, la cual era llevada a cabo, en el presente supuesto, a través de la sociedad civil particular formada por el recurrente y su esposa, sociedad que carecía de personalidad jurídica siendo, por tanto, el verdadero sujeto pasivo de la obligación tributaria la persona física, ya que cuando la Ley considera sujetos pasivos a las comunidades de bienes (art. 35.4 LGT) está aludiendo abreviadamente a las personas físicas o jurídicas que se encuentran en dicha situación jurídica, como ocurre en el caso de las comunidades de bienes donde existe una situación de titularidad compartida.

Por su parte la Sentencia del TSJ de Cataluña de 10 de marzo de 2011 se refirió a aquella operación de adjudicación de un inmueble como consecuencia de una separación o divorcio. Concretamente en el presente caso el motivo de discrepancia era relativo a la no aplicación del supuesto de no sujeción del art. 104.3 del TRLRHL cuando, como era el caso, no se trataba de una transmisión entre cónyuges, sino entre una sociedad mercantil (la apelante) y una persona física, pese a que dicha transmisión tuviese como origen o marco una separación o divorcio matrimonial.

El Tribunal alude al caso de la aportación de un inmueble heredado que constituye la vivienda habitual a una sociedad mercantil de responsabilidad limitada (en el mismo año de la aceptación de la herencia), que suponía el incumplimiento del requisito de permanencia establecido en la Ley del Impuesto sobre Sucesiones para gozar de la reducción que se pretendía. Pues bien, a juicio del Tribunal, aun en el caso de que se regulara en nuestro ordenamiento jurídico la figura de la empresa familiar, ello no conllevaría, sin más, las consecuencias propugnadas en la contestación de mantenimiento de la reducción fiscal relativa a la adquisición por sucesión mortis causa de la vivienda familiar, ya que a tal efecto sería necesaria la correspondiente reforma legislativa. Mientras ello no tenga lugar la aportación del bien inmueble a una sociedad mercantil supone el cambio de titularidad. Por tanto estima el Tribunal que, mientras no se introduzcan, en su caso, las imprescindibles reformas legales, en modo alguno cabe entender aplicable el supuesto de no sujeción del citado art. 103.3, segundo párrafo del TRLRHL al supuesto concreto examinado por el Tribunal, ya que aquel se ciñe, estrictamente, a las transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, mientras que en el presente caso la transmisión tuvo lugar entre la sociedad mercantil de responsabilidad limitada y uno de los cónyuges, no bastando que concurriese el otro requisito legal del supuesto de no sujeción de que la transmisión fuese consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación o divorcio matrimonial, sea cual sea el régimen económico matrimonial (60) .

Para finalizar este análisis casuístico de posibles situaciones susceptibles de llegar a plantearse, dado un concreto supuesto relativo a la disolución de un condominio hereditario señala la DGT mediante contestación a Consulta de 3 de julio de 2014 que el incremento de valor que experimenten los terrenos urbanos podrá tener su origen en la transmisión de la propiedad por cualquier título (tanto oneroso como lucrativo), así como por la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio sobre dichos terrenos, de manera tal que si no hay transmisión de la propiedad ni constitución o transmisión de un derecho real de goce limitativo del dominio sobre los referidos terrenos no se devengará el IIVTNU.

En el supuesto de que la propiedad o el derecho real de goce limitativo del dominio de un bien inmueble pertenezca pro indiviso a varias personas habrá que tener en cuenta lo dispuesto en el Título III, «De la comunidad de bienes» (arts. 392 a 406), del Libro II, «De los bienes, de la propiedad y de sus modificaciones», del Código Civil, y, en particular, aquello que establece el art. 392 del citado Código en el sentido de que existe comunidad cuando la propiedad de una cosa o de un derecho pertenece pro indiviso a varias personas (61) . Y, teniendo lugar la constitución de la comunidad por actos mortis causa, donde no se ha producido la partición de la herencia entre los distintos herederos que comparten pro indiviso la propiedad de los bienes y derechos pertenecientes a la herencia (62) , la adjudicación de los bienes inmuebles llevada a cabo como consecuencia de la división de la herencia no producirá el devengo del IIVTNU.

En resumen, tratándose de comunidades de bienes que se constituyen como consecuencia de actos mortis causa la adjudicación de los bienes inmuebles llevada a cabo como consecuencia de la división de la herencia no producirá el devengo del IIVTNU. Y ello sin perjuicio de que en dichos supuestos en los que no se ha devengado el gravamen, con motivo de la posterior transmisión de los terrenos urbanos afectados, se entienda que el cómputo del número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor no se ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de aquellas operaciones que no han originado el devengo del Impuesto (63) .

Si la extinción de la comunidad de bienes se realiza mediante la adjudicación de bienes o derechos a cada uno de los comuneros en proporción a su cuota de participación sin que se produzca exceso de adjudicación esta división tendrá un efecto declarativo y no traslativo, ya que no atribuye algo que no tuvieran antes los comuneros y no produce en éstos ningún beneficio patrimonial, al existir una distribución proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve, respetando la cuota de participación que cada uno tenía. La división de la cosa común y la consiguiente adjudicación a cada comunero en proporción a su interés en la comunidad de las partes resultantes no constituirá una transmisión patrimonial propiamente dicha (ni a efectos civiles ni a efectos fiscales), sino una mera especificación o concreción de un derecho abstracto preexistente. Y, bajo el citado supuesto, no se producirá la sujeción al IIVTNU, dado que no se realiza el hecho imponible del impuesto al no haber transmisión del derecho de propiedad.

En caso de que la cosa en común resulte por su naturaleza indivisible o pueda desmerecer mucho por su división la única forma de extinción de la comunidad es la adjudicación de la cosa a uno de los comuneros con la obligación de abonar al otro/s, el exceso en dinero. Esta obligación de compensar al otro/s en metálico no constituye un exceso de adjudicación, sino una obligación consecuencia de la indivisibilidad de la cosa común y de la necesidad en que se ha encontrado el legislador de arbitrar procedimientos para no perpetuar la indivisión, que ninguno de los comuneros se encuentra obligado a soportar. Tampoco, por eso mismo, esa compensación en dinero puede calificarse de «compra» de la otra cuota, sino simplemente de respeto a la obligada equivalencia que ha de guardarse en la división de la cosa común por fuerza de lo dispuesto en los arts. 402 y 1061 del Código Civil. Siendo la cosa común indivisible, bien materialmente o bien por desmerecimiento excesivo si se llevara a cabo la división, cada comunero, aun cuando tenga derecho sólo a una parte de la cosa, tiene realmente un derecho abstracto a que, en su día, se le adjudique aquélla en su totalidad, dada su naturaleza de indivisible, con la obligación de compensar a los demás en metálico. Esta forma de salir de la comunidad es también, por tanto, concreción o materialización de un derecho abstracto en otro concreto, que no constituye transmisión, ni a efectos civiles ni a efectos fiscales.

Por tanto dada una comunidad de bienes constituida por dos o más personas que adquirieron en común un único bien inmueble urbano y que deciden extinguir el condominio adjudicando el bien inmueble a uno de ellos con la obligación de compensar económicamente al otro/s, no se producirá la sujeción al IIVTNU, dado que no se realiza el hecho imponible del Impuesto, por no existir una transmisión de la propiedad entre los comuneros (ni civil ni fiscalmente), sino que se trata de una mera especificación o concreción de un derecho abstracto preexistente que ya ostentaba cada uno de los comuneros.

Finalmente en el supuesto de que existiesen dos o más bienes inmuebles urbanos en la comunidad de bienes habría que atender al conjunto de los bienes que integren la misma, de forma que si no es posible otra adjudicación distinta de los bienes más equitativa entre los comuneros no se producirá la sujeción al Impuesto. Por el contrario, si es posible otra adjudicación distinta de los bienes más equitativa entre los comuneros sí que existirá una transmisión de la propiedad de un comunero a otro, lo que determinará la sujeción al Impuesto (64) . Así, si se adjudicasen todos los bienes a un solo comunero con compensación económica a los demás sí que se produciría la sujeción al IIVTNU ya que, aunque dichos bienes individualmente considerados sean indivisibles, el conjunto de todos ellos sí era susceptible de división.

Esta no sujeción al IIVTNU resulta de aplicación en el caso de que el bien común sea un único bien inmueble urbano de naturaleza indivisible o cuya división pueda desmerecer mucho su valor y donde la única forma de disolver la comunidad y no perpetuar la indivisión es adjudicar el bien a uno de los con compensación económica al otro/s. En el supuesto de que hubiese varios bienes en común, aunque individualmente considerados sean indivisibles, si el exceso de adjudicación a un comunero hubiera podido evitarse o al menos minorarse con una adjudicación distinta de tales bienes sí que existirá una transmisión de la propiedad del resto de los comuneros al adjudicatario y, por tanto, se producirá la sujeción al IIVTNU.

2.7.  Operaciones llevadas a cabo en el seno de procedimientos urbanísticos

Tratándose de aportaciones y de adjudicaciones de terrenos realizadas a una Junta de Compensación o, en su caso, efectuadas por esta última dentro de un proceso de ejecución de los planes de ordenación, la jurisprudencia ha venido considerando que nos hallamos ante un supuesto de subrogación real respecto del cual no cabe aludir, en sentido estricto, a la existencia de transmisión (65) .

Estamos de acuerdo con esta apreciación. En efecto, no parece que estas aportaciones y adjudicaciones de terrenos puedan equipararse a la transmisión de una finca primitiva o, en su caso, de una cuota indivisa sobre la misma. De hecho, ya en su día el art. 159.4 del antiguo Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprobaba el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (vigente hasta el 27 de junio de 2008) se encargó de precisar, al hilo de la regulación del sistema de compensación (66) , que estas operaciones de aportación y de adjudicación carecen de la consideración de transmisión a efectos del IIVTNU. E idéntica previsión se establecía en el art. 170 del citado texto legal respecto de la ejecución del sistema de cooperación y, más precisamente, en relación con las reparcelaciones urbanísticas.

En líneas generales se ha estimado que tiene lugar un supuesto de no sujeción al Impuesto, argumentándose que someter a gravamen los terrenos objeto de cesión obligatoria a los Ayuntamientos iría en contra del propio fundamento del Impuesto (piénsese que la comunidad se beneficia de la eventual plusvalía) y que, con motivo de los terrenos posteriormente adjudicados a los propietarios, se origina una subrogación real (67) .

En esta misma línea tampoco resulta equiparable a una transmisión de fincas primitivas o, en su caso, de una cuota indivisa sobre las mismas, aquellas que llevan a cabo los miembros de una asociación de propietarios. Téngase presente que, tal y como tuvo oportunidad de precisar el Juzgado de lo Contencioso de Murcia en su Sentencia de 14 de noviembre de 2001, la titularidad que, en estos casos, es objeto de publicación en el Registro, lo es la de una Junta Mixta, y no la de los propietarios incorporados, de manera que la transmisión susceptible de llevarse a cabo por parte de aquellos no es de bienes inmuebles o de cuotas indivisas de los mismos, sino de los derechos que ostentan como miembros que son de la Junta Mixta integrados en la asociación de propietarios de que se trate.

Ahora bien, con independencia de lo anterior determinados pronunciamientos jurisprudenciales han calificado como transmisiones sujetas aquellos supuestos en los que se origina un exceso de adjudicación dentro del proceso reparcelatorio. Así, por ejemplo, en la Sentencia del TSJ de Andalucía de 19 de enero de 1998 se afirmó que «(...) El título de adquisición del terreno enajenado por el demandante no deriva del acta de protocolización del acuerdo de reparcelación, sino que trae causa de la compra efectuada». A juicio del citado Tribunal ha de estimarse que tiene lugar una transmisión en aquellos supuestos en los que no existe correspondencia entre las fincas adjudicadas y las antiguas.

Incluso el propio TS ha llegado a manifestar a este respecto que, el hecho de que la integración de la empresa urbanizadora de que se trate dentro de la Junta de Compensación constituya un acto de carácter lícito no puede implicar, por ejemplo, que la adjudicación de la totalidad de la superficie reparcelada efectuada a la empresa urbanizadora por encima de la valoración de su aportación al procedimiento reparcelatorio no tenga la significación de un exceso liquidable (68) .

Mediante Sentencia de 26 de octubre de 2009 analizó el TSJ de Murcia un supuesto en el que se produjo la venta de un terreno rústico mediante contrato privado, con expectativa de recalificación, argumentándose por el apelante que la finca cuyo incremento de valor constituyó el objeto de la liquidación impugnada no tenía la consideración de urbanos, sino que era rústica, produciéndose un error en la calificación de urbanos otorgaba a los mismos. Asimismo estimaba el apelante que las liquidaciones impugnadas resultaban improcedentes debido a que la finca vendida era rústica en el momento del devengo, aunque posteriormente hubiese sido recalificada como urbanizable, ya que tal modificación era desconocida para la misma y, además, el precio de venta no reflejaba ni un céntimo más del valor de la finca como rústica (69) .

Por su parte el Ayuntamiento alegó que la fecha de transmisión de la finca era aquella en la que se firmó la escritura pública de compraventa, sin tener en cuenta que el contrato privado se firmó con anterioridad, en una fecha distinta. A tal efecto la sentencia de instancia no valoró la prueba practicada en el acto del juicio (tres pruebas periciales detalladísimas) que demostraba que el precio pactado era el correspondiente a la finca como rústica, sin incorporar cantidad alguna en la que se tuviese en cuenta su futura recalificación como urbanística.

Pues bien, tal y como se encargó de precisar el Tribunal solamente tendría razón el Ayuntamiento si el vendedor hubiera obtenido un precio muy superior al que tendría la finca como rústica en consideración a la inminente y previsible recalificación de la misma, de conformidad con aquello que declaró ya en su día el TS a través, entre otras, de su Sentencia de 14 de marzo de 2000. Así las cosas el TSJ de Murcia vino a desestimar el recurso interpuesto al efecto argumentando que en la fecha en la que se suscribió el documento privado la vendedora conocía las expectativas urbanísticas de la finca que vendía, habiendo satisfecho la compradora el precio pactado en función de la existencia de dichas expectativas. Y ello debido en primer lugar a que, a pesar de que en el momento del devengo del Impuesto la finca vendida tuviera la calificación en el Plan General de Ordenación Urbana de rústica, del contrato privado de compraventa suscrito por las partes se desprendía la expectativa y vocación de la misma de ser recalificada como urbanizable de forma inmediata, como lo demostraba el hecho de que la vendedora recurrente hubiese otorgado un poder a la compradora para que pudiera hacer ante las Administraciones Públicas cuantas gestiones tuviera por conveniente con tal finalidad mientras se otorgara la escritura pública de compraventa, respetando lo acordado en el contrato privado.

A mayor abundamiento a los 15 días el Pleno del Ayuntamiento aprobó provisionalmente la revisión del Plan General de Ordenación Urbana en tal sentido, siendo posteriormente aprobado de manera definitiva por la Consejería, recalificándose la finca como urbanizable sectorizada residencial. Finalmente se firmó un convenio urbanístico entre el Ayuntamiento (de acuerdo con lo acordado por el Pleno) y la compradora (comprometiéndose a recalificar la finca), en el que ésta actuaba asimismo en representación de la vendedora utilizando el poder especial que esta le había conferido al respecto. E igualmente resultaba esencial para poder llegar a dicha conclusión el hecho de que en dicho contrato privado se estipulara que parte del precio se abonaría mediante la entrega de varias parcelas edificables creadas como consecuencia de la nueva ordenación urbanística, pactándose que el precio en metálico convenido se incrementaría con una determinada cantidad únicamente en el supuesto de que las parcelas no fueran urbanizadas y puestas a disposición de la vendedora en un plazo de 6 años.

Refiriéndose a una operación en la que se producía una transmisión o constitución de derechos reales y, más precisamente, la integración de una empresa urbanizadora en una Junta de Compensación, declaró el TSJ de Murcia en su Sentencia de 31 de marzo de 2010 que en dicho caso no tenía lugar la transmisión de la adjudicación de terrenos recibida por la empresa urbanizadora. Y, a efectos del cálculo del período del incremento del valor de la finca adjudicada, habría de estarse a la fecha de adquisición de la finca originaria por parte del propietario que la aportó a la Junta de Compensación, no produciéndose vulneración alguna del principio de capacidad económica.

Con posterioridad el propio TSJ de Murcia declararía en su Sentencia de 22 de febrero de 2012 que, dada la integración de una empresa urbanizadora en una Junta de Compensación, no resulta procedente la consideración como transmisión de la adjudicación de terrenos recibida por la empresa urbanizadora, siempre y cuando no existiese exceso en la adjudicación, no obstando a tal efecto el hecho de que no se hubiesen aportado terrenos por parte de la empresa.

Por su parte la Sentencia del TSJ de Madrid de 30 de abril de 2014, al hilo de un Proyecto de Reparcelación sujeto a condición resolutoria o suspensiva, y en relación con la cuestión relativa a si una concreta compraventa estaba o no sujeta a una condición resolutoria (a resultas de lo cual, y en aplicación del art. 109 del RDLeg. 2/2004, el plazo de prescripción para practicar la liquidación, de cuatro años, habría de computarse desde la fecha de la escritura), analizó un concreto supuesto en el que el Ayuntamiento apelante sostenía que la mención que se hacía en la escritura a que la condición era resolutoria resultaba nula de pleno derecho por ser contraria a la voluntad de las partes, que no fue otra que supeditar la eficacia del contrato, como condición suspensiva, a la aprobación definitiva del proyecto de reparcelación, de manera que no se produciría la prescripción, ya que hasta que el citado proyecto no se aprobó, según el art. 109 LHL, no podría practicarse la liquidación. La parte apelada, en cambio, afirmaba que la condición pactada era resolutoria, ya que así se expresó, habiéndose transmitido las fincas y pagándose una cantidad importante de dinero al firmarse la escritura, por lo que hubo transmisión de la cosa y pago del precio.

De conformidad con lo declarado por el Tribunal, a pesar de que el tenor literal del contrato indicaba que la compraventa, en relación con la aprobación del Proyecto de Reparcelación, quedaba sujeta a condición resolutoria, del contenido del contrato se desprendía que la voluntad de las partes fue someterla a una condición suspensiva, no obstando sin embargo a lo anterior los actos llevados a cabo con posterioridad a la firma de la escritura dando impulso al proceso urbanístico de compensación, en los que las sociedades compradoras intervinieron, al resultar inoperantes frente al contenido de lo previamente pactado en un contrato de compraventa que no constaba que fuese objeto de novación alguna. Y, dado que la aprobación del proyecto de reparcelación no tuvo lugar hasta el 6 de agosto de 2010, la liquidación girada en el año 2011 no podía quedar afectada por prescripción alguna.

¿Qué sucede en aquellos supuestos en los que se produce una cesión gratuita de terrenos a un Ayuntamiento o, en su caso, a otros organismos competentes, derivada de lo establecido en las distintas disposiciones legales? ¿Existe en estos casos sujeción al Impuesto? A pesar de que nada señala a este respecto el TRLRHL creemos que la respuesta ha de ser necesariamente negativa, ya que dicho sometimiento a gravamen resultaría incompatible con el fundamento del Impuesto. De hecho, la referida cesión no beneficia en ningún caso al propietario cedente del terreno sino a la comunidad sobre la que revierten los terrenos cedidos. Y dado que, con carácter general, se trata de una cesión del terreno destinada a viales, jardines, parques, etc., su valor de mercado será igual a cero, no existiendo en consecuencia beneficio alguno susceptible de gravamen con la cesión efectuada (70) .

Una situación distinta se originaría, sin embargo, en el supuesto de que el propietario recibiese alguna compensación (ya sea económica, superficial, etc.) o una concreta indemnización compensatoria de cualquier tipo. En este último caso dicha cesión obligatoria perdería el carácter de gratuita, quedando condicionada su exención a circunstancias tales como que la cesión estuviese concretada al tiempo del devengo del Impuesto (habiéndose especificado su cuantificación y ubicación) y que resultase, además de obligatoria, gratuita.

En todo caso no creemos que puedan equipararse a estas cesiones obligatorias a Ayuntamientos operaciones tales como aquellas limitaciones del derecho de propiedad que puedan derivarse de la normativa administrativa, las distancias mínimas respecto a las carreteras que deben guardarse a la hora de construir o las llamadas zonas comunes. Y ello debido a que todas ellas, al margen de que ofrezcan un aprovechamiento de menor interés económico, no pierden su carácter privado.

¿Cuándo hemos de estimar que la cesión resulta gratuita? Tal y como declara el Alto Tribunal en la citada Sentencia de 5 de diciembre de 2000:

«(...) La gratuidad no tiene lugar cuando, mediante la contraentrega de un pago en metálico, mediante el mecanismo instrumental de la reparcelación, mediante la puesta en práctica del sistema de ejecución urbanística de la compensación, mediante la expropiación forzosa por un justiprecio superior al valor inicial del período impositivo del arbitrio o mediante una autodisposición o concentración de volúmenes edificables (...) los propietarios cedentes o los interesados han obtenido a cambio de tales superficies obligatoriamente cedidas una equivalencia económica, superficial o volumétrica, o bien un resarcimiento o indemnización compensatorios».


Mediante contestación a Consulta de 23 de febrero de 2011 se refirió la DGT a la cuestión relativa al régimen tributario aplicable a una operación en virtud de la cual se produjo la transmisión por un Ayuntamiento a una Entidad pública de un solar para la construcción de un centro, recibiendo como contraprestación la propiedad de la última planta del mismo (71) . De conformidad con lo declarado por el citado Centro Directivo, en primer lugar, y por lo que respecta a la transmisión del solar por el Ayuntamiento, ésta dará lugar a un incremento de valor del terreno urbano que está sujeto al IIVTNU. El sujeto pasivo será el Ayuntamiento, como transmitente a título oneroso, de acuerdo con el art. 106.1.b) del TRLRHL, resultando de aplicación la exención prevista en el art. 105.2.b) del mismo texto legal. Respecto de la transmisión del local por la Entidad pública, ésta también dará lugar a un incremento de valor del terreno urbano que está sujeto al Impuesto. Ahora bien el sujeto pasivo, en este caso, será la Entidad pública como transmitente a título oneroso. Y, dado que el sujeto pasivo tiene la naturaleza de organismo autónomo, también estará exento del Impuesto, de acuerdo con el art. 105.2 a) del TRLRHL.

Con carácter general, ¿qué se ha de entender a este respecto por «terreno urbano»? De conformidad con lo manifestado por el TSJ de Madrid en su Sentencia de 27 de septiembre de 2012, únicamente tienen tal carácter aquellos terrenos que dispongan materialmente de naturaleza urbana hallándose clasificados como urbanos, debiendo producirse la equiparación a los mismos de aquellos declarados urbanizables y que se hallen incluidos en sectores o ámbitos espaciales delimitados o respecto de los cuales se haya aprobado el instrumento urbanístico que establezca las determinaciones para su desarrollo, no siendo requisito necesario a este respecto el hecho de que el terreno cuente con los servicios o dotaciones propios del suelo urbano (72) .

¿Qué consecuencias tributarias han de derivarse a efectos del IIVTNU de una operación en virtud de la cual tuviese lugar la reversión de una parcela? Mediante contestación a Consulta de 12 de abril de 2010 analizó la DGT una operación en virtud de la cual un Ayuntamiento adjudicó de forma gratuita una parcela de terreno calificada como suelo industrial, asumiendo los adjudicatarios el compromiso de instalar y poner en marcha en la parcela adjudicada una industria, explotándola durante un plazo determinado. Los adjudicatarios no cumplían íntegramente las condiciones con las instalaciones industriales comprometidas. Con posterioridad los adjudicatarios transmitieron a la sociedad consultante la parcela y la construcción existente en ella, destinando a su vez la entidad consultante la nave al desarrollo de la actividad de arrendamiento, a pesar de que un Tribunal Superior de Justicia de una Comunidad Autónoma determinó, mediante sentencia, la obligación de revertir la parcela al Ayuntamiento por incumplimiento de los adjudicatarios.

Al hilo de la cuestión relativa a si dicha transmisión efectuada en ejecución de la citada sentencia judicial habría de quedar sujeta al IIVTNU la DGT, tras reiterar el contenido de los arts. 104, 105, 106 y 109 del RDLeg. 2/2004, estimó que, en tanto en cuanto como consecuencia de la Sentencia judicial del Tribunal Superior de Justicia de una determinada Comunidad Autónoma se determinó la reversión del terreno a título gratuito de la parcela objeto de consulta a un determinado Ayuntamiento, siendo el importe a satisfacer por dicho Ente Local el establecido en la citada sentencia en concepto de repercusión de los gastos de construcción de la nave y los gastos de urbanización (73)  más los intereses de demora que se devenguen, la reversión del terreno produciría una transmisión de la propiedad de la parcela que estaría sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido, devengándose el IIVTNU por la transmisión a título lucrativo de la propiedad de dicha parcela y siendo el sujeto pasivo, de acuerdo con lo establecido en el art. 106.1.a) del TRLRHL (74) , la entidad adquirente (en el presente caso el Ayuntamiento). No obstante, y atendiendo a lo establecido en el art. 105.2 del TRLRHL, al recaer la obligación de satisfacer el IIVTNU sobre el municipio de la imposición, la citada operación gozaría de exención (75) .

¿Qué criterio se ha de adoptar en relación con aquellos supuestos de compraventa y subrogación de créditos con garantía hipotecaria? Mediante contestación a Consulta de 25 de enero de 2016 analizó la DGT un supuesto relativo a una compraventa que iba acompañada de la subrogación de créditos con garantía hipotecaria con una sociedad dependiente de la entidad bancaria (sociedad gestora de activos) que se subrogó en el préstamo hipotecario, declarándose plenamente extinguido el préstamo con motivo de la realización de dicha operación. A tal efecto resultaba necesario analizar si la transmisión de la vivienda habitual del deudor hipotecario a favor, no de la entidad acreedora sino de un tercero (sociedad gestora de activos) podía considerarse a estos efectos dación en pago y, por ello, resultar beneficiaria de la exención prevista al efecto en el IIVTNU (76) .

De entrada se encarga de precisar la DGT en esta Resolución que la dación en pago no queda desnaturalizada ni muta su naturaleza por el hecho de que se haga a favor de un tercero, distinto del acreedor hipotecario, siempre que sea éste el que imponga tal condición para acceder a la dación y la acepte como extintiva de la obligación. De hecho, en el concreto supuesto planteado el acreedor hipotecario accedía a la dación y obligaba al deudor a transmitir el inmueble a un tercero por él designado, posibilidad admitida en el Código Civil para el pago de las obligaciones (arts. 1.162 y 1.163).

Por otra parte la redacción literal de la exención aplicable permite sostener tal interpretación, ya que no introduce una limitación taxativa a favor de quién ha de hacerse la dación, sino que exige tres requisitos que no obstarían a esa interpretación, a saber: que la dación lo sea de la vivienda habitual del deudor o de su garante; que la dación se realice para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la vivienda habitual; y que esas deudas hipotecarias se hayan contraído con entidades de crédito o cualquier otra entidad que, de manera profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios. En cambio no resulta exigible que la transmisión en que consiste la dación se haga a favor de esa misma entidad de crédito, motivo por el cual no debe excluirse la posibilidad de que la misma acreedora admita o imponga, sin alterar el carácter extintivo de la dación, la transmisión a un tercero designado a su voluntad. (77) 

En consecuencia, y por lo que interesa al objeto de nuestro estudio, dichas transmisiones o daciones en pago a favor de un tercero autorizado e impuesto por la entidad acreedora deben ser objeto de la aplicación de la exención prevista en el art. 105.1.c) del TRLRHL, siempre que se cumplan los demás requisitos establecidos al efecto (78) . En este sentido, y en relación con el requisito exigido en el párrafo tercero del citado art. 105.1.c) del TRLRHL por el que se requiere que el deudor transmitente o garante, en caso de existir, así como cualquier otro miembro de la unidad familiar tanto del deudor como del garante, no disponga, en el momento de poder evitar la enajenación de la vivienda, de otros bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer la totalidad de la deuda hipotecaria, subraya la DGT que dicho requisito se refiere al momento del procedimiento judicial o extrajudicial en que el deudor puede evitar la enajenación de la vivienda mediante el pago de las cantidades adeudadas del préstamo o crédito hipotecario. De esta manera la situación de solvencia sobrevenida del deudor posterior a la transmisión de la vivienda habitual no impide la aplicación de la exención.

Como tendremos ocasión de analizar a lo largo de la presente obra el art. 105.1.c) del TRLRHL, en su redacción dada por la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, presume el cumplimiento del requisito de insuficiencia de bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer la deuda hipotecaria, en aquellos supuestos de transmisiones realizadas por personas físicas con ocasión de la dación en pago de su vivienda habitual, para la cancelación de la deuda hipotecaria. Ahora bien si la Administración tributaria municipal, en un caso determinado, tuviese pruebas del incumplimiento de dicho requisito habría de acreditarlo en el correspondiente procedimiento y denegar la aplicación de la exención.

2.8.  Incidencia de los supuestos de otorgamiento de expedientes de dominio y actas de notoriedad

Como es sabido los expedientes de dominio y las actas de notoriedad no tienen la consideración de negocios jurídicos traslativos de la propiedad, con independencia de que en determinadas normas tributarias resulten equiparados a las transmisiones, tal y como sucede en la normativa reguladora del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (79) .

Por lo que al IIVTNU se refiere, cabe estimar que los expedientes de dominio y las actas de notoriedad no originan transmisión alguna, constituyendo únicamente cauces formales arbitrados con la finalidad de adecuar a la realidad las inscripciones registrales a través de la inmatriculación o de la reanudación del tracto sucesivo, así como de la concreción de una mayor cabida de las fincas. En efecto, un expediente de dominio no constituye un acto traslativo de la propiedad. Se trata de un acto meramente declarativo de una determinada situación de hecho que, eventualmente, podría ser objeto de gravamen aisladamente en el supuesto de que concurriesen los distintos elementos configuradores del hecho imponible del IIVTNU. Pero en ningún caso el expediente de dominio en sí mismo considerado constituye una transmisión a estos efectos (80) .

En consecuencia los expedientes de dominio no podrán ser tomados en consideración como instrumentos de transmisión de cara a determinar el comienzo o el fin del período impositivo del Impuesto. Ahora bien cabe plantearse hasta qué punto la adopción de este criterio consistente en descartar la calificación del expediente de dominio como un acto traslativo de la propiedad puede terminar conduciendo a un sistema destinado a eludir el pago del Impuesto en supuestos en los que se produce una verdadera transmisión susceptible de quedar sometida a gravamen. Pensemos, por ejemplo, en aquellos casos en los que tiene lugar una transmisión de bien que, por la razón que sea, no satisface el correspondiente impuesto devengado y, una vez prescrito este con motivo de dicha transmisión, se insta expediente de dominio con la finalidad de posibilitar la reanudación del tracto y la consiguiente inscripción registral con la finalidad de adaptar el registro a la realidad jurídica.

En nuestra opinión la posibilidad de fraude existe. Sin embargo, coincidimos con ÁLVAREZ ARROYO (81)  en que existen suficientes argumentos que, a la postre, terminan por desincentivar la realización de dicha conducta por parte del contribuyente, a saber: el coste que todo expediente de dominio implica y que no admite prescripción, dado que lo que se retribuyen son servicios profesionales (abogado y procurador) y anuncios en boletines oficiales; la posibilidad de que la Administración tributaria reaccione durante la vigencia del plazo de prescripción y proceda a la imposición de las oportunas sanciones; y la inseguridad jurídica que origina dentro del tráfico civil o mercantil la práctica de la inmatriculación durante, al menos, cuatro años, del terreno urbano (82) .

Este ha sido, además, el criterio defendido por el TS, entre otras, en sus Sentencias de 23 de enero de 2002, 11 de diciembre y 3 de julio de 2001 y de 21 de noviembre de 1994 (83) . Ya en este primer pronunciamiento se encargó el Alto Tribunal de rechazar la posibilidad de tomar la fecha del expediente de dominio como momento inicial del período de generación, al considerar que la misma carece de virtualidad como mecanismo que posibilite la transmisión de la propiedad (84) .

En la anteriormente citada Sentencia de 23 de enero de 2002 concluyó el Alto Tribunal que el expediente de dominio de mayor cabida no supone una transmisión inmobiliaria (no materializándose en consecuencia el hecho imponible del IIVTNU), sobre la base de la siguiente argumentación: «La mayor superficie acreditada en el expediente de dominio no es consecuencia de transmisión alguna, sino de un acto jurídico de significación distinta de la transmisiva, por lo que no es que deba prescindirse al liquidar de la sustancial mayor superficie de la finca, sino que el Ayuntamiento debe liquidar, exclusivamente, y en función del hecho imponible que grava el aumento del valor de los terrenos producido mientras permanecen en poder de un mismo propietario, tan sólo cuando aquella transmisión se produce y no en cualquier otro momento o circunstancia en que la finca, por título distinto, aumente de superficie, pues en este último caso se estaría ante la presencia de un tributo distinto (sin perjuicio, eso sí, de las consecuencias que el aumento de superficie represente para las nuevas y posteriores transmisiones del terreno)». En suma, debe reconocerse la no sujeción de las declaraciones de titularidad derivadas de expedientes de dominio al IIVTNU.

Por otra parte dado un concreto supuesto en el que se planteaba la determinación de la fecha de cómputo del período de generación de la plusvalía derivada de la transmisión de unos terrenos que en su día fueron adquiridos por Renfe el TSJ de la Comunidad Valenciana, mediante Sentencia de 30 de junio de 2014, procedió a desestimar el recurso de apelación interpuesto por la Entidad Local, al estimar que el período de generación de la plusvalía debía de computarse desde el instante de la desafectación del bien de dominio público. Téngase presente que, cuando la finca fue adquirida, se incorporó como bien de dominio público al afectar al servicio público gestionado por Renfe, conservando además aquélla hasta su desafectación llevada a cabo por el Ministerio de Hacienda las características propias de los bienes demaniales, dentro de las cuales se encuentra la relativa a la inalienabilidad, quedando excluida del comercio. En consecuencia como momento inicial de generación del incremento de valor del terreno habrá de adoptarse el instante de la desafectación del bien de dominio público.

3.  Supuestos de transmisiones lucrativas de terrenos urbanos

Como es sobradamente conocido tienen la consideración de transmisiones lucrativas aquellas en las que un parte no recibe nada a cambio de su prestación. Esta clase de transmisiones pueden producirse de dos modos: inter vivos, tal y como sucede tratándose de una donación; y mortis causa, como sucede en los casos de sucesión hereditaria.

Tratándose de transmisiones mortis causa hemos de admitir su inclusión dentro del hecho imponible del IIVTNU, tanto si con motivo de las mismas se reciben bienes inmuebles de naturaleza urbana a título de heredero como de legatario, originándose el devengo del Impuesto en el instante del fallecimiento del causante (85) .

Ahora bien, dentro de las transmisiones lucrativas mortis causa pueden llegar a originarse situaciones en virtud de las cuales alguno de los herederos no llegue a adquirir la propiedad de los bienes inmuebles transmitidos. E igualmente cabe la posibilidad de que, al amparo de una determinada disposición testamentaria, sean varios los instituidos como herederos sucesivos de los bienes inmuebles (86) .

Con carácter general en las transmisiones mortis causa el devengo del Impuesto se produce en el instante del fallecimiento del causante, y no en el momento de la aceptación de la herencia por parte de los herederos. Y, tal y como precisa la Sentencia del TSJ de Islas Baleares de 27 de enero de 2016, en el caso específico de la llamada herencia yacente (aquella respecto de la cual todavía no se ha producido la aceptación), ésta tendrá la consideración de sujeto pasivo del gravamen. De este modo, tras el fallecimiento del causante, y con carácter previo a la aceptación, ya existe sujeto pasivo del Impuesto, habiéndose producido el devengo de aquel (87) .

Dado un concreto supuesto relativo a la donación efectuada a una entidad eclesiástica de unos bienes inmuebles de naturaleza urbana, así como depósitos y otros activos financieros, señala la DGT mediante contestación a Consulta de 2 de octubre de 2014 que en las transmisiones de la propiedad de terrenos urbanos a título lucrativo (caso de una donación) la condición de sujeto pasivo a título de contribuyente recaerá en la persona o entidad que adquiere el terreno (en este caso, el donatario). La entidad donante del terreno no tendrá pues la consideración de sujeto pasivo del IIVTNU, no estando por tanto obligada a tributar por dicho impuesto. La entidad eclesiástica que reciba la donación por su parte, tendrá la consideración de sujeto pasivo contribuyente, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 106.1.a) del TRLRHL. Ahora bien, con independencia de lo anterior, siempre que la entidad donataria sea una asociación o entidad religiosa de las comprendidas en el artículo V del Acuerdo sobre Asuntos Económicos suscrito entre el Estado español y la Santa Sede y que cumpla los requisitos exigidos por la Ley 49/2002 a las entidades sin fines lucrativos para la aplicación del régimen fiscal regulado en la misma y opte por el mismo, le resultará de aplicación la exención en el IIVTNU regulada en el art. 15.3 de la Ley 49/2002, condicionada, asimismo, a que presente la comunicación a que se refiere el apartado 4 del mismo art. 15 (88) .

Una situación peculiar se origina en las llamadas sustituciones fideicomisarias, donde las transmisiones sucesivas se producen con una limitación de las facultades del adquirente, que no adquiere la plena disposición de los bienes hasta que no se llega al último fiduciario. En efecto, dentro de estas sustituciones fideicomisarias tienen lugar varios llamamientos sucesivos, si bien en los de carácter intermedio los herederos adquieren con la limitación de conservar y transmitir los bienes a los siguientes, siendo el último heredero fideicomisario el que adquiere en plenitud, esto es, sin limitaciones (89) .

Con carácter general en estas operaciones la norma tributaria grava a los adquirentes intermedios como usufructuarios y al último de ellos por el pleno dominio, salvo que aquellos tuviesen facultades de disposición. Así las cosas en estos casos se producirá la sujeción al IIVTNU, pero de acuerdo con el derecho que adquiera cada uno de ellos. A efectos del citado Impuesto existe una primera transmisión del causante o fideicomitente al heredero instituido en primer lugar, produciéndose posteriormente una ulterior transmisión, forzada por las disposiciones testamentarias, a favor del fideicomisario (90) . No se trata por tanto de una sola transmisión (a diferencia de lo que sucede en el caso de la sustitución vulgar), sino de dos, si bien con carácter sucesivo y no simultáneo, no siendo exigibles simultáneamente en concepto del Impuesto.

Por lo que a la reserva troncal y a la reserva ordinaria se refiere, cabe considerar la existencia de dos transmisiones distintas y sucesivas en el tiempo, siendo necesario precisar el derecho que adquiere cada uno de ellos, al tratarse de dos supuestos equiparables a la adquisición de un derecho real sobre el bien inmueble (91) .

A juicio de CASANA MERINO (92)  en ambas modalidades de reserva nos hallamos ante un derecho eventual, adquiriendo por su parte el reservista un derecho pleno, si bien sujeto a condición, en el instante del fallecimiento del causante, debiendo tributarse por tanto en ese preciso instante como adquirente de un derecho de propiedad. Y si, con posterioridad al fallecimiento del reservista, los reservatarios adquiriesen la titularidad plena, habría que estimar cumplida la condición, surgiendo entonces la obligación de tributar por la transmisión del derecho de usufructo del reservista y por la consolidación del derecho eventual sobre la nuda propiedad.

Una argumentación distinta es expuesta sin embargo por QUESADA SANTIUSTRE para quien, siendo el reservista el titular del derecho de usufructo, carece de razón de ser que se le someta a gravamen por la adquisición de la plena propiedad en el momento del fallecimiento del causante; dada esta situación estima la citada autora que «si falleciesen todos los reservatarios o renunciasen a su derecho, se liquidaría al reservista por la adquisición de la nuda propiedad» (93) .

Por nuestra parte estimamos que habrá de tributarse únicamente por el derecho adquirido, que constituye un derecho equiparable al usufructo, careciéndose de poder de libre disposición sobre los bienes transmitidos.

A través de su Resolución de 27 de octubre de 2010 analizó la DGT el régimen tributario aplicable en los supuestos de constitución de un derecho real de usufructo temporal a favor de una fundación. De conformidad con lo declarado por el citado Centro Directivo el hecho imponible del IIVTNU se produce por la transmisión de la propiedad de los terrenos de naturaleza urbana por cualquier título, ya sea oneroso o lucrativo, derivado de cualquier tipo de acto o contrato que suponga la transmisión del dominio (incluidas las ejecuciones forzosas de los bienes) o bien por la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio sobre dichos terrenos. De acuerdo con lo dispuesto en el art. 106.1.a) del TRLRHL, es sujeto pasivo del impuesto a título de contribuyente, en el caso de transmisión de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio a título lucrativo, la persona física o jurídica, o la entidad a que se refiere el art. 35.4 de la Ley 58/2003 que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate.

En el concreto supuesto analizado por la DGT se trataba de la constitución de un derecho real de usufructo temporal a título lucrativo sobre un bien inmueble urbano, por lo que estaría sujeto al IIVTNU el incremento de valor que experimentase el terreno urbano y que se pusiese de manifiesto con ocasión de la constitución del derecho real de goce limitativo del dominio. El sujeto pasivo, dado que la operación se realizó a título gratuito o lucrativo, sería la entidad a cuyo favor se constituye el derecho real de usufructo temporal. No obstante, siendo el sujeto pasivo del Impuesto una entidad a la que resulte de aplicación el régimen fiscal especial regulado en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, habría que atender a lo dispuesto en el art. 15.3 de dicha Ley 49/2002, de conformidad con el cual:

«Estarán exentos del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana los incrementos correspondientes cuando la obligación legal de satisfacer dicho impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos».


En el supuesto de que no resultara de aplicación dicho régimen fiscal especial la entidad a cuyo favor se constituyese el usufructo temporal debería tributar por el IIVTNU. La base imponible del Impuesto se calcularía de acuerdo con lo dispuesto en el art. 107 del TRLRHL que, para el caso de la constitución de derechos reales de goce limitativos del dominio, establece en la letra b) del apartado 2 que el valor del terreno en el momento del devengo será:

«b) En la constitución y transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio, los porcentajes anuales contenidos en el apartado 4 de este artículo se aplicarán sobre la parte del valor definido en el párrafo a) anterior que represente, respecto de aquel, el valor de los referidos derechos calculado mediante la aplicación de las normas fijadas a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados».


¿Qué consecuencias tributarias podrían llegar a plantearse dentro del IIVTNU produciéndose la asignación del usufructo a los herederos condicionales? Mediante Sentencia de 4 de febrero de 2010 analizó el TSJ de Madrid una operación consistente en la transmisión efectuada por los causahabientes del pleno dominio de una finca a un tercero, si bien en la autoliquidación del Impuesto lo hicieron cada uno de ellos sólo por el 10% de la propiedad que les correspondía. Ante ello el Ayuntamiento giró una liquidación individual a aquéllos por el 20,95% del dominio, comprensivo del 10% del pleno dominio más el porcentaje que correspondía sobre la nuda propiedad del 60%.

De conformidad con lo declarado por el Tribunal resultaba absolutamente necesario entrar a decidir, a efectos tributarios, a quién debía asignarse la nuda propiedad del 60% usufructuado, ya que dicha nuda propiedad había sido transmitida en unión del resto de los derechos que recaían sobre el inmueble. Y, a tal efecto, concluyó el TSJ de Madrid que el criterio adoptado por el Ayuntamiento consistente en atribuirla a los herederos condicionales resultaba plenamente adecuado, más aún a causa de lo probable del cumplimiento de la condición que los convertiría en plenos propietarios, eventualidad que apreció el auto del Juzgado de lo Civil para autorizar la enajenación de la finca.

Por otro lado, y tal y como se encargó de precisar el TSJ de Aragón en su Sentencia de 20 de junio de 2011, produciéndose una adquisición de inmuebles por herencia en concepto de heredero fiduciario ha de efectuarse una diferenciación entre la sustitución fideicomisaria ordinaria y la sustitución fideicomisaria de residuo. Y, de cara a la aplicación del principio de capacidad económica y a efectos de la tributación por el Impuesto, estima el Tribunal procedente la calificación de la adquisición en concepto de usufructo y no de plena propiedad.

Concretamente el citado pronunciamiento contemplaba un supuesto en el que la demandante mantenía que la adquisición de los bienes en virtud de la disposición testamentaria lo era en concepto material de usufructo ya que, como fiduciaria, tenía el deber de conservar el patrimonio en beneficio de los fideicomisarios. Pues bien el Tribunal, atendiendo al testamento, interpretó que el mismo en ningún caso facultaba a la fiduciaria a disponer, concluyendo a tal efecto que el adquirente debía tributar como usufructuario. A tal efecto fue invocado el principio de capacidad económica, de conformidad con el cual el derecho atribuido a la fiduciaria en virtud de la interpretación de la disposición testamentaria le obligaba a conservar la herencia facultándole a percibir los rendimientos de los bienes transmitidos lo que, a efectos fiscales, resulta equiparable económicamente a un derecho de usufructo.

En el caso concreto de una sustitución fideicomisaria ordinaria, habiéndose producido la defunción de la causante quien adquirió el bien como legataria de su esposo sin facultades de disposición y autoliquidó el Impuesto por dicha adquisición aplicando unos coeficientes de derecho de 15% como usufructo y del 85% como nuda propiedad sin determinar y habiendo alegado el recurrente que no tenía que tributar como transmisión del pleno dominio de inmueble en virtud de lo establecido en el art. 6.8 de la Ordenanza fiscal sino que, a efectos de tributación, tenía la consideración de nudo propietario, y la causante, la de usufructuaria (con la consecuencia de que, al producirse con la transmisión realizada la consolidación del dominio en el nudo propietario, dicha transmisión no estaba sujeta al tributo), analizó la Sentencia del TSJ de Cataluña de 9 de mayo de 2013 un supuesto en el que, dada la situación jurídica de la causante como legataria de los bienes transmitidos y la prohibición de gravar y disponer de los mismos, no se habría realizado una doble transmisión de dichos bienes que justificara una doble liquidación por el pleno dominio.

La Administración demandada argumentó que una adecuada calificación del caso exigía establecer una atribución de bienes en usufructo y una atribución de poderes de disposición a la usufructuaria en orden a determinar los nudo propietarios de los bienes al fallecimiento de ésta. Por tanto, al fallecimiento del marido de la causante había una usufructuaria pero no había nudo propietarios, ya que la designación de los mismos estaba sujeta a una condición suspensiva que únicamente podía entenderse cumplida en la fecha del fallecimiento de la usufructuaria, ya que ésta tenía facultades de disposición y de revocación de decisiones anteriores hasta ese momento.

En consecuencia sería una vez fallecida la usufructuaria cuando se transmitiría el pleno dominio de los bienes legados. Al amparo de lo anterior sostenía la Administración que era en dicho instante cuando debía liquidarse el pleno dominio, debiendo precisarse que no se trataba de una consolidación de dominio ni de una extinción de usufructo, sino de una adquisición ex novo de un pleno dominio. La discrepancia existente radica en que la parte demandante mantenía la tesis de que la adquisición de los bienes lo fue en concepto material de usufructo o incluso la figura de «legataria de confianza», mientras que el Ayuntamiento sostenía la tesis de que debía atribuirse a la interesada, no solo el usufructo, sino también la nuda propiedad de aquellos bienes, ya que el fiduciario es heredero y propietario (94) .

Pues bien, de conformidad con lo declarado por el Tribunal de la interpretación del testamento no puede apreciarse que se estuviese en presencia de un usufructo o legatario de confianza, sino de una sustitución fideicomisaria ordinaria (no se facultaba a la fiduciaria a disponer en todo o en parte de la herencia afectada, ni existía atribución de facultades de disponer). No obstante el derecho atribuido a la fiduciaria, en cuanto le obligaba a conservar la herencia y le facultaba a percibir los rendimientos de los bienes transmitidos, era equiparable económicamente a un derecho de usufructo, de manera que su gravamen como un derecho de pleno dominio que, asimismo, desde una perspectiva económica no le corresponde, comportaría un exceso sobre el límite que el principio constitucional de capacidad económica representa en la configuración y aplicación de los tributos. De ello resultaría que la liquidación pudiera ser improcedente al liquidar por la transmisión de la propiedad, en vez de únicamente por la del usufructo (95) .

En definitiva, puesto que desde una perspectiva estrictamente civilista no se trataba de un usufructo no existían nudos propietarios predeterminados con certeza, de manera que cuando falleció la «usufructuaria» no existía una consolidación por extinción del usufructo, sino una transmisión del pleno dominio. Resolvió así el Tribunal que el Impuesto grava a los adquirentes intermedios como usufructuarios, salvo que aquellos tuviesen facultades de disposición, criterio que debe tomarse en consideración a fin de evitar una falta de armonía en la aplicación de tributos que, siendo distintos entre sí, parten de una misma situación jurídica a la que debe darse un tratamiento no dispar sino unitario.

En todo caso, dado que el IIVTNU grava el incremento de valor que experimente el terreno urbano y que se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad del terreno por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre el referido terreno, la transmisión del derecho de usufructo al nudo propietario por vía de la consolidación dará lugar de nuevo al devengo del Impuesto.

Por su parte la Sentencia del TSJ de Aragón de 28 de octubre de 2015 contempló un supuesto en cuyo marco la discrepancia radicaba en que la demandante mantenía que la adquisición de bienes referida en virtud de disposición testamentaria lo era en concepto material de usufructo ya que, como fiduciaria, tenía el deber de conservar el patrimonio en beneficio de los fideicomisarios sin que tuviese la facultad de disponer, tratándose de una sustitución fideicomisaria ordinaria. Por el contrario el Ayuntamiento sostenía la tesis de que debía atribuirse a la interesada no solo el usufructo sino también la nuda propiedad de aquellos bienes, dado que el fideicomitente no había impuesto expresamente una especial prohibición de disponer. Finalmente concluyó el TSJ de Aragón que las liquidaciones tributarias debían partir de considerar a la adquirente como usufructuaria.

Acerca de las consecuencias tributarias derivadas de estas operaciones derivadas de la consolidación del dominio puede consultarse igualmente, dentro del ámbito de la doctrina administrativa, la contestación de la DGT a Consulta de 1 de abril de 2014, a través de la cual se analizaba un supuesto en el que, en el año 1996, el consultante y sus dos hermanas adquirieron un inmueble por un acto inter vivos siendo desglosado el dominio en nuda propiedad y usufructo, recayendo este en la madre y aquella en los hijos. En el año 2009 se produjo el fallecimiento de la madre consolidándose el dominio a favor de los hijos, planteándose la extinción del condominio mediante la adjudicación del inmueble a uno de ellos y la compensación en metálico al resto.

De acuerdo con lo declarado por la DGT, tratándose de aquellas comunidades de bienes constituidas por un acto de voluntad de las partes, se debe distinguir a su vez dos supuestos: que la extinción se produzca con adjudicación a cada uno de los comuneros en proporción a su cuota de participación, sin que se produzca exceso de adjudicación a ninguno de ellos; y que los comuneros decidan extinguir el condominio con adjudicación de los bienes a uno de ellos, con exceso de adjudicación sobre su cuota de participación, compensando económicamente o de cualquier otra forma al otro.

En el primer caso no se producirá el devengo del IIVTNU. La división tiene un efecto declarativo y no traslativo, porque no atribuye algo que no tuvieran antes los comuneros y no produce en éstos ningún beneficio patrimonial, al existir una distribución proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve, respetando la cuota de participación que cada uno tenía. Por tanto en dicho caso, no se producirá la sujeción al IIVTNU (96) . Por el contrario, en el segundo caso no nos encontramos ante la división de la cosa común, sino ante una transmisión de los derechos de propiedad de un comunero al adjudicatario. Y, dado que el IIVTNU grava el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana que se adjudique al comunero por exceso respecto a su cuota de participación en la comunidad, en el concreto supuesto planteado se producirá la extinción del pro indiviso constituido por un acto inter vivos, adjudicándose el pleno dominio del inmueble a uno de los copropietarios y produciéndose en consecuencia, un exceso de adjudicación. Todo ello originará la sujeción al IIVTNU en la parte proporcional que corresponda al citado exceso respecto a su cuota de participación, siendo los sujetos pasivos del Impuesto los copropietarios no adjudicatarios.

De cualquier manera se ha de diferenciar siempre entre aquellos supuestos en los que realmente tiene lugar la transmisión y aquellos otros en los que el título de adquisición presenta un carácter meramente especificativo o determinativo de un derecho adquirido en un momento anterior, tal y como sucede precisamente en los supuestos de división de la cosa común.

Menores problemas se plantean en los supuestos de renuncia o imposibilidad de adquirir por parte del instituido heredero en primer lugar. Tal y como establece el art. 1000 del Código Civil, en los supuestos de renuncia habrá que diferenciar entre aquella que realice el heredero a beneficio de uno o más de sus coherederos o por precio a favor de todos ellos indistintamente (que presupone la aceptación de la herencia), de aquella otra que tenga lugar de forma gratuita, acreciendo la porción renunciada a los coherederos a cuyo favor se efectúe la renuncia (supuestos de repudiación) (97) .

A priori sólo se origina una transmisión mortis causa a favor de quien se convierte en heredero por renuncia o imposibilidad de adquirir del instituido heredero en primer lugar. Ahora bien, teniendo lugar la aceptación por el renunciante de la herencia se originarán dos transmisiones; y en los supuestos de repudiación existirá una única transmisión hereditaria sometida a gravamen. Así las cosas existirían dos transmisiones, si bien en este caso, y al amparo de la regulación anterior a la reforma operada por el RDLey 26/2021, siempre que entre la aceptación y posterior renuncia no transcurriera más de un año (piénsese que, en la mayoría de los supuestos, serán simultáneas), sólo quedaba sometida a gravamen una de ellas por aplicación de lo establecido en la regla tercera del antiguo art. 107.4 del TRLRHL, que obligaba a excluir fracciones de año a la hora de calcular el período de generación de incremento de valor, estableciendo que en el cálculo del número de años en el que se hubiese producido el incremento de valor solo se considerarían los años completos que integrasen el periodo de puesta de manifiesto del incremento de valor, sin que a tales efectos pudieran considerarse las fracciones de años de dicho periodo (98) .

Por otra parte, habiéndose producido la aceptación de la herencia de manera pura y simple el heredero habrá aceptado tanto los bienes y derechos como las deudas. De este modo se producirá una transmisión lucrativa para el heredero al que se adjudique el terreno o terrenos incluidos en la herencia. Ahora bien a pesar de que, existiendo un solo heredero, no se plantean problemas específicos más allá de la valoración de tales bienes, en aquellos supuestos en los que son varios los herederos la situación podría resultar más conflictiva.

Pensemos, por ejemplo, en el caso de una partición hereditaria con adjudicación de un bien inmueble a uno de los herederos que hubiese abonado en metálico a los restantes herederos la parte que les correspondiese ¿Cabría la posibilidad de aludir en el presente caso a la existencia de una transmisión inter vivos determinante del devengo del Impuesto? A nuestro juicio la respuesta a la citada cuestión ha de ser negativa. Lo que tendría lugar sería una partición hereditaria que sólo especifica e individualiza las cuotas de cada heredero. En consecuencia, existiría una única transmisión mortis causa con motivo del fallecimiento del causante que determinaría la exigencia del Impuesto.

Una interpretación similar podría adoptarse en aquellos supuestos en los que lo que se origina es un exceso de adjudicación a favor de alguno de los herederos, o en los que se produce una disolución de comunidades de propietarios ya que, en definitiva, no se trata sino de la concreción del derecho que asiste a los copropietarios de manera que, produciéndose un exceso de adjudicación, el mismo será debido a la indivisibilidad de los bienes.

Tal y como tuvo oportunidad de precisar el TS en su Sentencia de 19 de diciembre de 1998 (99) :

«(...) Los denominados excesos de adjudicación al realizar la partición de y la herencia no suponen una transmisión sometida a tributo, pues para ello sería preciso que supusieran la transmisión de los coherederos al adjudicatario de la propiedad del bien objeto de la adjudicación, construcción insostenible en el caso de autos, en el que el pretendido exceso de adjudicación en base al cual se pretende imponer el tributo no es tal, ya que tenía la contrapartida de la compensación dineraria, y no puede significar transmisión alguna mediante la cual se manifestara ningún incremento de valor (…) La doctrina legal que pretende la parte recurrente, relativa a que se tenga por tal la de que los excesos de adjudicación que surjan como consecuencia de la disolución de una comunidad de bienes en la que se adjudica la totalidad del bien o bienes que la forman, a uno de los condueños, constituye verdadera transmisión dándose con ello uno de los presupuestos del artículo 105.1 de la Ley 39/1988, de 28 diciembre, de Haciendas Locales no es cierta en el caso de las comunidades hereditarias, por lo que debe desestimarse el recurso» (100) .


Idéntico criterio podría adoptarse, además, respecto de cualquier otra operación que, con motivo de la partición de la herencia, se produjese entre los herederos, si bien cabría aludir a la existencia de determinadas peculiaridades en los casos de simultaneidad de transmisiones con la constitución de derechos reales de goce como sucede, por ejemplo, en los supuestos de constitución del usufructo del cónyuge viudo.

Repárese no obstante en el hecho de que el TS, en la citada Sentencia de 19 de diciembre de 1998, estaba aludiendo a las comunidades hereditarias, que presentan un régimen jurídico diferente al de las comunidades de bienes constituidas por actos inter vivos. Así lo pone de relieve el propio Tribunal al precisar que:

«(…) Estimamos que la doctrina de la Sentencia de 18 de junio de 1994, no puede ser trasladada sin más al supuesto que nos ocupa, debido al diferente origen de la situación de proindiviso, que viene determinada por la Ley en el supuesto de la sucesiones hereditarias y por la voluntad de los copartícipes en el de la comunidad voluntaria de bienes, diferencia que repercute sensiblemente en el distinto régimen jurídico de una y otra, reguladas en títulos distintos del Código Civil y que traduce por ejemplo en el hecho de la trasmisión de la posesión a los herederos desde el fallecimiento del causante (artículo 440 del CC) y la naturaleza esencialmente divisible de la comunidad hereditaria, en tanto que en la comunidad voluntaria de bienes no hay tal transmisión de la posesión, y por otra parte puede pactarse mantener la indivisión por un plazo de tiempo que no exceda de 10 años (artículo 400)».


Analicemos a continuación la situación que se plantea en el caso concreto de los legados. Con carácter general nos hallamos ante una transmisión específica efectuada a favor de una persona que, en el supuesto de que recibiese un terreno urbano, será objeto de gravamen por este Impuesto, no alterándose además dicha circunstancia por el hecho de que el legatario sea o no heredero. Esta es una cuestión que habrá de quedar resuelta por la ley sucesoria, siendo únicamente relevante a efectos del IIVTNU que exista una transmisión lucrativa.

¿Y qué sucederá en los supuestos de aceptación a beneficio de inventario? Desde nuestro punto de vista también en el presente caso se trata de suceder en la titularidad de los bienes y derechos, si bien en el presente caso una vez deducidas las cargas y deudas de la herencia antes de que se produzca la sucesión. Así las cosas, tanto en aquellos supuestos en los que termine adjudicándose al heredero un terreno urbano como en aquellos otros en los que, en uso de las facultades concedidas por los arts. 1.020 (101)  y 1.030 (102)  del Código Civil al heredero, al juez que conozca de la sucesión hereditaria o, en su caso, al administrador de la herencia yacente, se produzca la venta a un tercero, estaremos en presencia de una transmisión onerosa mortis causa igualmente sujeta al Impuesto independiente de aquella que pueda producirse entre los herederos.

Asimismo constituyen transmisiones lucrativas las producidas con motivo de cualquier tipo de donación, a excepción de aquellas en las que se imponga la obligación de pagar las deudas del donante, en cuyo caso, y con independencia de su calificación civil, podría estimarse la existencia de una transmisión onerosa excepto, lógicamente si la carga que se impusiera al donatario careciese de contenido pecuniario. En todo caso parece claro que nos hallamos en presencia de transmisiones susceptibles de quedar sometidas a gravamen.

Habiéndose producido una donación entre cónyuges cabe la posibilidad de que nos hallemos en presencia de un supuesto de no sujeción. Ahora bien ello no obsta para que cualquier transmisión efectuada entre cónyuges (ya sea onerosa o lucrativa) no amparada por los distintos supuestos de no sujeción, estará plenamente sujeta al IIVTNU (103) .

En el caso de las denominadas dotaciones fundacionales reguladas en la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, que, como es sabido, representan una modalidad de transmisión lucrativa (ya sea en dinero o en bienes) suficiente para el cumplimiento de los fines de las fundaciones, adquiriendo asimismo la consideración de requisito de constitución de éstas, su realización podrá producirse en virtud de disposición testamentaria o mediante un acto inter vivos, produciéndose en ambos casos una transmisión sujeta a gravamen de carácter lucrativo. Y ello con independencia de que pueda entrar en juego la exención establecida en el art. 105.2.c) del TRLRHL o, en su caso, la regulada en el art. 15.3 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

A este respecto mediante Resolución de 24 de febrero de 2011 analizó el Tribunal Económico-Administrativo Municipal de Madrid un supuesto en el que tuvo lugar la formalización de una escritura pública de constitución de una fundación en julio de 2007 en virtud de la cual se dotaba a aquélla con una aportación no dineraria de dos inmuebles, produciéndose la inscripción en el Registro de Fundaciones con posterioridad (en el mes de junio de 2008) y adquiriendo personalidad jurídica. Siendo necesaria la existencia de un patrimonio fundacional desde el instante en el que se otorga la escritura de constitución, éste se atribuyó a la fundación en formación desde ese preciso instante y no desde la inscripción en el Registro.

De conformidad con lo señalado por el Tribunal debe entenderse cumplido el requisito relativo a la perfección de la donación desde el instante de aceptación del donatario (en cumplimiento de aquello que señala el Código Civil), instante éste que, en la escritura, el patronato asume la realización de los actos necesarios para la conservación de los bienes previamente donados. Así las cosas en el presente caso el devengo del Impuesto tuvo lugar con ocasión de la escritura de constitución de la fundación, instante en el que se produjo la transmisión de las fincas aportadas en concepto de dotación fundacional.

Cabe plantearse asimismo si constituyen un supuesto de transmisión lucrativa susceptible de quedar sometido a gravamen por el IIVTNU las llamadas cesiones obligatorias y gratuitas de terrenos derivadas de normas urbanísticas. Así se encargó de reconocerlo el TS, entre otras, en su Sentencia de 6 de febrero de 1999, al declarar que se trata de transmisiones susceptibles de generar el gravamen pero de carácter lucrativo, adquiriendo la consideración de sujeto pasivo la propia Administración receptora de los terrenos y extinguiéndose por confusión la obligación tributaria que pudiera surgir si el sujeto pasivo fuese el Ayuntamiento exaccionante (104) . A nuestro juicio, sin embargo, al carecer estas operaciones de incremento de valor, parece difícil que pueda existir sujeción al Impuesto.

Por otra parte, y de acuerdo con lo manifestado por la DGT mediante contestación a Consulta de 30 de enero de 2015, la inscripción en el Catastro de la alteración física de una finca no produce el devengo del IIVTNU. A través de la citada Resolución se analizaba el supuesto relativo a una sociedad que adquirió el 16 de diciembre de 2005 un solar sobre el cual promovió un inmueble de seis viviendas, procediéndose a su finalización el 24 de abril de 2007. La Gerencia Provincial del Catastro emitió notificación de inscripción de la alteración física el 19 de diciembre de 2008, asignando los valores catastrales de cada una de las seis nuevas unidades registrales, una de las cuales ha sido transmitida en 2014. Pues bien, habiéndose sometido a la consideración de la DGT cuál habría de ser la fecha de inicio del período de generación del incremento de valor del terreno (la fecha de adquisición del terreno, la fecha de la declaración de obra nueva edificada sobre aquél o la fecha de la finalización de la obra) estima la DGT que, a efectos de dicha transmisión, debe tomarse como fecha de inicio del período de generación del incremento de valor la de la adquisición del solar, que representa la fecha en que se devengó el Impuesto, y no la de la fecha de declaración de la obra nueva edificada sobre el mismo, ni la fecha de finalización de la obra, ya que en ninguna de estas dos últimas fechas se ha originado el devengo del Impuesto (105) .

Dada una concreta operación consistente en el otorgamiento de escritura de partición hereditaria de la esposa de un contribuyente siendo el régimen económico del matrimonio el de gananciales y teniendo presente que, como paso previo a la partición de la herencia, se va a proceder a liquidar la sociedad de gananciales y que, como pago de la mitad de gananciales, se va a proceder a adjudicar una parte de los bienes gananciales y un porcentaje de la vivienda habitual, privativa de la causante, en pleno dominio, señala la DGT mediante contestación a Consulta de 27 de julio de 2012 que, en dicho supuesto, produciéndose el fallecimiento de uno de los cónyuges, se disolverá la sociedad conyugal de gananciales adjudicándose un porcentaje del inmueble descrito anteriormente al cónyuge superviviente como pago de su mitad de gananciales, no hallándose dicha operación sujeta al IIVTNU en virtud de lo dispuesto en el art. 104.3 del TRLRHL.

Ahora bien a efectos de futuras transmisiones del inmueble, y para el cálculo de la base imponible del IIVTNU, habrá que tener en cuenta que el período de generación del incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana puesto de manifiesto en dicha transmisión será el comprendido entre la fecha del devengo del Impuesto que se liquide y la del devengo de la anterior transmisión de la propiedad del terreno que haya estado sujeta al IIVTNU. En consecuencia la fecha de inicio de dicho período de generación será la fecha en la que la esposa fallecida adquirió el citado inmueble.

Recapitulando, en aquellos casos en los que la transmisión trae causa del fallecimiento del titular del inmueble el devengo se produce en el momento de la defunción, con independencia de que sea aceptada o no la herencia por los llamados a la sucesión. De no producirse esta aceptación, será la herencia yacente la que asumirá la condición de sujeto pasivo y deberá hacerse frente al pago del tributo con el conjunto de bienes y derechos que la integren, tal y como ha reiterado en diversas ocasiones el Tribunal Supremo, entre otras, en su Sentencia de 30 de septiembre de 1996, de conformidad con la cual el devengo se produce a partir de la fecha de la transmisión del terreno sujeto, que cuando tiene lugar por muerte coincide con la fecha del fallecimiento del causante.

En este sentido, siendo el sujeto pasivo del Impuesto una herencia yacente, ¿resultaría posible la aplicación de las bonificaciones a las que tendrían derecho los llamados a la herencia? Tal y como precisó la Sentencia del TSJ de Islas Baleares de 27 de enero de 2016, a través de la cual se analizaba el caso de los miembros de una comunidad hereditaria que, al no haber aceptado la herencia, entendían no devengado el tributo y combatían, mediante el pertinente recurso, tanto las liquidaciones giradas por dicho concepto en relación con dos bienes inmuebles del caudal relicto, como las correspondientes sanciones derivadas de la falta de presentación de las liquidaciones (106) , siendo la herencia yacente la obligada a satisfacer el pago del tributo, no pueden resultar de aplicación ninguno de los beneficios fiscales previstos en la Ley o en la Ordenanza reguladora del tributo a favor de personas concretas, no pudiendo en consecuencia aplicarse los beneficios fiscales subjetivos en la liquidación del tributo, incluso en aquellos supuestos en que fueran las personas previstas en la Ordenanza los únicos llamados a la herencia que se encuentra pendiente de aceptación.

Cabe plantearse no obstante en qué medida la asunción del citado criterio podría llegar a vulnerar el necesario respeto que ha de producirse a los principios de igualdad y de justicia tributaria. Piénsese, por ejemplo, en aquel supuesto en virtud del cual los hijos del causante fueran los únicos herederos y el bien inmueble por el que se girara la liquidación del IIVTNU reuniese las condiciones previstas en la correspondiente Ordenanza. Si los descendientes, inmersos en un litigio por el reparto de los bienes que conforman el caudal relicto a través del cual se discutiera a quién va a corresponder la titularidad del bien en cuestión decidiesen no aceptan la herencia ni formalizar la transmisión sin que, en consecuencia presentasen la debida declaración tributaria, podría girarse la liquidación por la Administración tomando como sujeto pasivo en condición de contribuyente a la herencia yacente. En dicho supuesto, y pese a cumplir de facto con el presupuesto marcado por la propia norma (piénsese que ambos tienen la consideración de descendientes del causante, con independencia de que finalmente se atribuya a uno u otro) no podría resultar de aplicación el beneficio fiscal, ya que el sujeto pasivo no tiene entidad subjetiva concreta, al tratarse de un ente sin personalidad.

Desde nuestro punto de vista debe tratar de no penalizarse aquellas situaciones en las que la pendencia de un proceso por la propiedad del inmueble con el consiguiente debate acerca de quién debe hacer frente al pago del tributo que se devenga con su transmisión determina que resulte complejo hacer frente al efectivo cumplimiento de la obligación tributaria.

En todo caso, quedando el beneficio fiscal de que se trate fundamentado de manera objetiva en la naturaleza del inmueble, esto es, tomando en consideración de cara a la aplicación del citado beneficio el inmueble sometido a tributación, la aplicación del citado beneficio será procedente, contribuyendo a minorar la carga soportada por la herencia yacente (107) .

Por otra parte, y en relación con la aplicación de la bonificación de hasta el 95% en la cuota del IIVTNU en el pacto sucesorio «definición» balear la DGT, mediante contestación a Consulta de 1 de junio de 2016, procedió a analizar el caso en el que un contribuyente pretendía transmitir en vida a su hijo la propiedad de un inmueble urbano mediante un pacto sucesorio conocido como «definición», previsto en el Derecho Civil de Baleares en virtud del cual, a cambio de la donación de la vivienda por el contribuyente a su hijo, éste renunciaría a la legítima que en su día pudiera corresponderle en la sucesión del contribuyente. Se trataba por tanto de conocer la calificación y efectos que habría de tener en el Impuesto la transmisión efectuada en vida a un hijo de la propiedad de un inmueble urbano mediante el citado pacto sucesorio, en virtud del cual los descendientes, legitimarios y emancipados pueden renunciar al conjunto de derecho sucesorios o bien únicamente a la legítima que, en su día, pudieran corresponderles en la sucesión de sus ascendientes (de vecindad mallorquina) en contemplación de alguna donación o compensación que éstos recibieran o que hubiesen recibido con anterioridad.

Tal y como recuerda el citado Centro Directivo dicho pacto sucesorio «definición» debe calificarse como negocio jurídico mortis causa, a pesar de que el instituyente o causante no haya fallecido, con aplicación de los beneficios fiscales que las normas tributarias reconocen a este tipo de negocio. Y, a tal efecto, con la donación del bien inmueble urbano mediante el pacto sucesorio denominado definición se produce el hecho imponible del IIVTNU por la transmisión de la propiedad de los terrenos de naturaleza urbana. Al constituir los pactos sucesorios una transmisión mortis causa, en la liquidación del IIVTNU serán aplicables todos los beneficios fiscales regulados en la normativa del Impuesto para dicho tipo de transmisiones. En concreto, será aplicable la bonificación de hasta el 95% de la cuota íntegra del Impuesto para el caso de que el Ayuntamiento competente para la liquidación del IIVTNU la haya establecido mediante Ordenanza fiscal y en los términos y condiciones previstos en el propio art. 108.4 del TRLHL (108)  y en la correspondiente Ordenanza fiscal.

4.  Alcance de otros posibles negocios susceptibles de realización

¿Qué sucede en los casos de entrega de las viviendas o parcelas a los socios de cooperativas de promoción? a priori en estos supuestos podría estimarse que no se produce ninguna transmisión sujeta a gravamen. Nótese, sin embargo, que sí existe dicha transmisión, máxime si tenemos en cuenta que la cooperativa y los cooperativistas adquieren personalidades jurídicas distintas. Lo que sucede es que no se devenga el Impuesto, ya que no se realiza su hecho imponible. En efecto, no se origina incremento de valor alguno.

Con carácter general el TS viene estimando que en esta clase de operaciones la cooperativa actúa como mero instrumento coordinador, no existiendo un verdadero enajenante y faltando, además, el enriquecimiento del transmitente. A juicio del Alto Tribunal lo que se produce es la atribución de un derecho concreto sobre la cuota pro indiviso que el cooperativista tenía sobre el inmueble, de manera similar a lo que sucede con las adjudicaciones susceptibles de producirse en una comunidad de bienes.

Así, por ejemplo, declaró el TS en su Sentencia de 8 de noviembre de 1993 que:

«(...) En la transmisión por parte de una Cooperativa de Viviendas a un socio de la misma de parte de su propiedad inmobiliaria no hay una transmisión sujeta al Impuesto, ya que ni tan siquiera a efectos fiscales existe un verdadero enajenante y falta en enriquecimiento del transmitente (ausencia de lucro), cuya personalidad jurídica actúa únicamente de mero instrumento coordinador para facilitar a los asociados copartícipes en la propiedad inmobiliaria de la Cooperativa, a expensas de sus aportaciones, la consecución, en el presente caso, de una parcela en una urbanización» (109) .


Imaginemos por ejemplo un supuesto en el que un sujeto transmitiese la propiedad de una vivienda mediante escritura de compraventa adquirida por adjudicación de inmuebles en régimen de cooperativa, recogida en escritura de compraventa ¿Habría que estimar que el cómputo del período, número de años, conforme lo dispuesto en el art. 107.1 y 107.4 del RDLeg. 2/2004, en el que se hubiese de manifiesto el incremento producido por la venta efectuada habría de iniciarse con la escritura de adjudicación y compraventa otorgada por fedatario o, por el contrario, habría de iniciarse en otro momento? ¿Podría estimarse comprendido dentro de los supuestos de no sujeción contenidos en el art. 104 del TRLRHL los de adjudicación de pisos o locales verificados por las cooperativas de viviendas a favor de sus socios cooperativistas? Dentro de la capacidad normativa recogida en el art. 12 del TRLRHL de la que disponen los Ayuntamientos, de desarrollo a través de la correspondiente ordenanza del IIVTNU ¿podrían llegar a establecerse otros supuestos de no sujeción que se añadan a los recogidos en el citado Texto Refundido?

Refiriéndose a estas y a otras cuestiones señaló la DGT en su contestación a Consulta de 26 de octubre de 2009 que la adjudicación-venta efectuada por una sociedad cooperativa a los socios-cooperativistas integrantes de la misma, de las parcelas-viviendas construidas, no está sujeta al IIVTNU, dado que no hay una verdadera transmisión de la propiedad sujeta al aludido Impuesto. La sociedad cooperativa actúa únicamente de mero instrumento coordinador con el fin de facilitar a los asociados, copartícipes en la propiedad inmobiliaria de la sociedad cooperativa, a expensas de sus aportaciones, la consecución de la parcela-vivienda que les ha correspondido. En consecuencia se ha de estimar que el asociado de la cooperativa era ya partícipe anterior de la titularidad dominical de la parcela-vivienda que se le adjudica, no siendo dicha adjudicación-venta más que la atribución del capital inmobiliario de la sociedad cooperativa a sus socios-cooperativistas.

Estamos de acuerdo con esta apreciación. En el presente caso la operación de adjudicación lo único que produce, como en cualquier caso en que la copropiedad objetivamente se extingue, es la simple sustitución de una cuota o porción proindiviso (que venía correspondiendo, de modo abstracto, a cada uno los cooperativistas, sobre la totalidad del inmueble —y sobre lo en él construido— que era objeto de esa comunidad cooperativa) por la concreción material de la parcela-vivienda adjudicada a cada socio, en propiedad ya exclusiva, sin mutación alguna del valor que esa participación inicial tenía. Y, al no existir una verdadera traditio de la propiedad del terreno de naturaleza urbana, que es el elemento configurador del hecho imponible del IIVTNU, lo que se originará será un supuesto de no sujeción al Impuesto (110) .

Atendiendo a lo establecido en relación con el cómputo del período, número de años, conforme lo dispuesto en el art. 107.1 y 107.4 del TRLRHL, habiéndose puesto de manifiesto en el concreto supuesto analizado por la DGT el incremento producido por la venta de la vivienda efectuada por el consultante el 13 de agosto de 2009, estima el citado Centro Directivo que dicho cómputo se ha de iniciar, no en la fecha de la escritura de adjudicación de la vivienda por la Cooperativa otorgada ante Notario, sino en la fecha de la anterior operación de transmisión de la propiedad del terreno que estuvo sujeta al Impuesto, que posiblemente sea la fecha de adquisición del terreno realizada por la Cooperativa, debido a que la adjudicación de pisos o locales verificados por las cooperativas de viviendas a favor de sus socios cooperativistas no produce ninguna transmisión de la propiedad y no está sujeta al IIVTNU. Por su parte la fecha final del cómputo será la fecha de transmisión de la propiedad de la vivienda realizada mediante escritura de compraventa.

En todo caso volvemos a poner de manifiesto (y así lo hizo igualmente la DGT en la presente Resolución analizada) que la adjudicación de pisos o locales verificados por las sociedades cooperativas de viviendas a favor de sus socios cooperativistas no constituye una verdadera transmisión de la propiedad, no reuniendo por tanto los elementos que configuran el hecho imponible del Impuesto. En efecto, el citado supuesto de no sujeción no está comprendido dentro de los supuestos de no sujeción enumerados en los apartados 2 y 3 del art. 104 del TRLRHL, sino que se deriva de la propia definición del hecho imponible del Impuesto recogida en el apartado 1 del mismo precepto.

Por último, y atendiendo a lo establecido en la LGT y en el TRLRHL, sólo podrá delimitarse el hecho imponible del IIVTNU mediante normas con rango de ley. De este modo, al ser las ordenanzas que pueden dictar los Ayuntamientos normas de carácter reglamentario, éstos no podrán añadir otros supuestos de no sujeción que no estén establecidos por las normas con rango de ley. En el concreto supuesto analizado no se trataba, en puridad, de la regulación de un supuesto de no sujeción no contemplado por una norma con rango de ley, sino que el Ayuntamiento, en la ordenanza fiscal reguladora del Impuesto, enumeraba junto a supuestos en los que sí se realizaba el hecho imponible del Impuesto (si bien respecto de los cuales se había determinado su no sujeción por normas con rango de ley), otros supuestos que, aunque incluía en la lista de no sujeción, suponían la no realización del hecho imponible, por falta de elementos configuradores del mismo, como es el caso del supuesto de adjudicación de pisos o locales verificados por las cooperativas de viviendas a favor de sus socios cooperativistas, según jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo (Sentencias, entre otras, de 18 de diciembre de 1995, de 22 de julio de 1991 o de 8 de noviembre de 1993).

Ahora bien, tal y como precisa la DGT, en el supuesto de que el sujeto en cuestión no tuviese la condición de socio-cooperativista de la sociedad cooperativa la transmisión del inmueble urbano por la cooperativa sí que determinaría la sujeción al IIVTNU del incremento de valor del terreno de naturaleza urbana puesto de manifiesto con ocasión de dicha transmisión de la propiedad. Así las cosas en este último caso tendrían lugar dos transmisiones de la propiedad que determinan la sujeción al Impuesto, a saber: la transmisión de la cooperativa; y la transmisión realizada por el sujeto a un tercero.

Tratándose de una adjudicación de bienes derivada de la liquidación de un contrato de cuentas en participación parece lógico pensar que nos hallamos ante una transmisión sujeta al Impuesto. Así tuvo oportunidad de manifestarlo el TSJ de Andalucía en su Sentencia de 18 de julio de 2002. En cambio, si la transmisión en cuestión hubiese sido declarada fraudulenta existiendo una condena penal por estafa habría que concluir que no existe transmisión sujeta a gravamen (111) .

Otros supuestos específicos susceptibles de quedar sometidos a gravamen por el presente Impuesto serían, por ejemplo, aquellos negocios onerosos que constituyen compraventas especiales (caso de las denominadas adjudicaciones en pago o para pago de deudas (112)  o los derivados de subastas (113) , al margen del carácter forzoso derivado de la transmisión). Téngase presente que, a los efectos de considerar una determinada transmisión de carácter oneroso sujeta al Impuesto, carece de trascendencia que la misma sea voluntaria u obligatoria (114) . Dentro de este último grupo de operaciones quizás sea la relativa a la cesión del precio de remate la que adquiera una mayor trascendencia, estimándose la existencia de una sola transmisión (115) .

Con carácter general cualquier tipo de subasta, ya sea judicial o administrativa, determina una verdadera transmisión que, a priori, podrá quedar sujeta al Impuesto. Cuestión distinta es que en estas operaciones se origine un incremento de valor, ya que suele ser habitual que los bienes subastados se enajenen por un precio notoriamente inferior al de mercado.

En el caso específico de las adjudicaciones de terrenos efectuadas en pago de deudas y/o en pago de asunción de deudas cabe estimar que nos hallamos en presencia de compraventas especiales en las que el precio constituye una deuda ya generada que se cancela con motivo de tal transmisión o que, en su caso, se obliga a cancelar. Así las cosas, y de acuerdo con lo declarado por el TS, entre otras, en sus Sentencias de 11 de abril de 2000 y de 23 de mayo de 2001, dichas operaciones consistentes en transmisiones operadas en virtud de una adjudicación efectuada en pago de un crédito han de quedar sujetas al Impuesto dada su condición de transmisiones onerosas.

También una transacción judicial o extrajudicial sería susceptible de equipararse a una compraventa a estos efectos (116) . Y es que, en definitiva, la forma en virtud de la cual se lleve a cabo la compraventa no debe de enturbiar la verdadera naturaleza de la misma. Así, si como consecuencia de un contrato de transacción judicial o extrajudicial se produjese la transmisión de un inmueble, lo que verdaderamente se estaría produciendo sería una compraventa, siempre y cuando exista consentimiento y precio. Piénsese que la transacción por sí misma no constituye un contrato traslativo del dominio, sino un mero contenedor de la compraventa que pueda llevarse a cabo. De este modo en el caso de que, como consecuencia de la transacción, se esté produciendo una resolución de mutuo acuerdo de un contrato anterior, estaremos en presencia de una nueva transmisión ex art. 109.3 del TRLRHL, ampliándose a estos efectos a la conciliación y al simple allanamiento de demanda.

E idéntico criterio cabría adoptar tratándose de otros negocios traslativos de dominio o de derechos reales sobre bienes inmuebles que sean objeto de transacción. Debe precisarse no obstante que, si bien en este último supuesto el negocio traslativo es aquel sobre el que se transige, es la transacción la que le otorga la eficacia necesaria, constituyendo por tanto un negocio oneroso, dada la existencia de concesiones recíprocas entre las partes (117) .

Mediante contestación a Consulta de 25 de mayo de 2009 analizó la DGT un supuesto en el que la Sociedad consultante transmitió, en el ejercicio 2002, un total de 68 apartamentos turísticos a la Sociedad X. El 1 de septiembre de 2008, fue declarado resuelto, mediante sentencia del Juzgado de Primera Instancia competente, dicho contrato de compraventa por causas imputables a la sociedad consultante, quedando ésta obligada a restituir a la Sociedad X el precio de venta en su día percibido y esta última los 68 apartamentos objeto del contrato resuelto. A su vez, la consultante fue condenada al pago de determinadas cantidades en concepto de indemnización, entre las que se encontraba la diferencia de valor resultante entre el valor de mercado de los apartamentos en la fecha de presentación de la demanda y el precio de venta de los mismos pactado entre las partes en el año 2002.

A la luz de dicha situación se planteaba la cuestión relativa a cuál debía ser el tratamiento fiscal de las obligaciones impuestas a la sociedad consultante por la citada sentencia a efectos, entre otros, y por lo que interesa al objeto de nuestro estudio, del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.

Pues bien, por lo que respecta al concreto supuesto analizado en la transmisión de los apartamentos realizada en el año 2002, que dio lugar a la tributación por el IIVTNU, resultó ser sujeto pasivo la entidad consultante como transmitente de la propiedad de los terrenos. Y, atendiendo a la normativa anteriormente expuesta, el contribuyente tendría derecho a la devolución del Impuesto satisfecho si se cumpliesen los siguientes requisitos: que la resolución judicial o administrativa que reconozca o declare la nulidad, rescisión o resolución del acto o contrato determinante de la transmisión del terreno sea firme; que el acto o el contrato no deba haber producido efectos lucrativos al sujeto pasivo; que se reclame la devolución en el plazo de cinco años a contar desde que la resolución hubiese quedado firme; que no se declare la rescisión o resolución del acto o contrato por incumplimiento de las obligaciones del sujeto pasivo del Impuesto; y que no se declare sin efecto el contrato por mutuo acuerdo de las partes contratantes (118) .

Sin embargo, del escrito presentado por la consultante se desprendía que la resolución del contrato de compraventa era por causa imputable a la entidad consultante, por lo que no tendría derecho a ninguna devolución del impuesto satisfecho. Así las cosas en relación con dicho supuesto la rescisión del contrato de compraventa y la consiguiente restitución de los 68 apartamentos a la entidad consultante habría de considerarse como una nueva transmisión de la propiedad de los terrenos que produciría un nuevo devengo del IIVTNU por la transmisión a título oneroso de la propiedad de dichos terrenos, siendo en este caso el sujeto pasivo de acuerdo con el art. 106.1.b) del TRLRHL, la Sociedad X, transmitente de los apartamentos.

En consecuencia el Impuesto se devengaría en la fecha de la transmisión de la propiedad de los terrenos, estando el sujeto pasivo obligado a presentar ante el ayuntamiento correspondiente la declaración que determinase la ordenanza fiscal en la que quedasen recogidos los elementos de la relación tributaria imprescindibles para practicar la liquidación procedente en el plazo de treinta días hábiles a contar desde la fecha en que se produjese el devengo del Impuesto. A dicha declaración se acompañaría el documento en el que constase el acto o contrato que originase la imposición. El Ayuntamiento quedaría facultado para establecer el sistema de autoliquidación por el sujeto pasivo, que llevaría consigo el ingreso de la cuota resultante dentro del plazo indicado anteriormente (arts. 109 y 110 TRLRHL). La base imponible del Impuesto quedaría integrada por el incremento del valor del terreno puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 20 años (art. 107 TRLRHL). Y el tipo de gravamen del Impuesto lo sería el fijado por cada ayuntamiento, sin que dicho tipo pueda exceder del 30 por ciento (art. 108 TRLRHL).

Por otra parte, y en atención a la calificación de contrato novatorio que ha de otorgarse a la transacción, habrá de tomarse como fecha de la misma aquella en la que se produzca el devengo del Impuesto. Y en el supuesto de que, con motivo de la realización de la transacción, se produjese una promesa de dar un derecho sobre el inmueble urbano, sería al cumplimiento de la misma cuando tendría lugar la realización del hecho imponible del Impuesto.

¿Queda sujeta al Impuesto la transmisión de un inmueble realizada a cambio de una renta vitalicia? Tal y como tuvo oportunidad de precisar el TSJ de Castilla-La Mancha en su Sentencia de 21 de enero de 1993, la respuesta a esta cuestión ha de ser afirmativa ya que, con motivo de la realización de dicha operación, se pone de manifiesto una plusvalía resultante de la realización de un negocio traslativo de carácter oneroso (119) . No obstante, desde determinados sectores de la doctrina se ha cuestionado la anterior afirmación, señalándose que resulta posible reducir el valor del terreno en el importe de la capitalización de la pensión. A nuestro juicio se plantea una situación similar a la de las operaciones de permuta con la diferencia de que, en el presente caso, una de las transmisiones no quedará sujeta al Impuesto, al no suponer el traspaso de ningún inmueble, sino de una contraprestación dineraria.

Una situación distinta se plantea, sin embargo, tratándose de precontratos y de opciones de compra, ya que en ellos no se produce transmisión alguna hasta que se produce el contrato pactado, el cual deberá perfeccionarse de acuerdo con los criterios generales de concurrencia de título y modo. En este sentido se pronunció el TSJ de Madrid en su Sentencia de 11 de marzo de 2002, al afirmar que:

«(...) Los denominados actos preparatorios, precontrato y opción de compra, mientras sean nada más que eso, no darán lugar a transmisión alguna. Y, una vez que esta se produzca, no será en virtud de tales actos preparatorios sino en virtud del acto traslativo que preparan o en el que se convierten si se dan los elementos constitutivos de éstos (consentimiento y precio en el caso de la compraventa, etc.)».


Tampoco quedarían sujetos al Impuesto los contratos de arrendamiento financiero y de renting, condicionados al ejercicio de la opción de compra que contienen de cara a la producción de la transmisión jurídica del dominio. En este último caso nos hallamos en presencia de figuras que, si bien en principio no originan ningún acto traslativo, su fin normal es precisamente la transmisión de la titularidad de bienes. Únicamente cuando se ejercite la opción de compra que todo contrato de arrendamiento financiero lleva aparejada tendrá lugar una transmisión en sentido estricto (120) .

Por lo que respecta al ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, tanto convencional como legal, no parece que pueda hablarse de la existencia de dos transmisiones sujetas ya que una, a saber, la enervada con el retracto, deja de surtir sus efectos. Es más, carecería de sentido estimar que existen dos transmisiones y exigir dos liquidaciones del Impuesto, ya que lo que se produce es una subrogación en los derechos del comprador, no existiendo una auténtica transmisión al ejercitarse el retracto.

5.  Supuestos de constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio

Con carácter general el IIVTNU se devenga igualmente en aquellos supuestos en los que se produce la constitución o transmisión de un derecho real de goce, limitativo del dominio. No sólo están sujetos los incrementos de valor puestos de manifiesto como consecuencia de transmisiones, sino también la constitución de derechos reales de goce limitativos del dominio.

La constitución de derechos reales de goce se halla incluida dentro del hecho imponible de este Impuesto. Y ello como consecuencia de que en estos casos tiene lugar la traslación de una parte de las facultades dominicales. Piénsese además que, en caso contrario, terminarían surgiendo diversas vías destinadas a eludir la tributación, evitándose así la realización del hecho imponible con la transmisión de varias facultades dominicales (121) .

La constitución de cualquier derecho real de goce limitativo del dominio podrá hacerse tanto a título oneroso como lucrativo. Mediando contraprestación será oneroso, y en caso contrario lucrativo. Ahora bien, ha de quedar claro que sólo debe considerarse producido el hecho imponible en la medida en que se origine dicho efecto traslativo. No debe confundirse la falta de onerosidad de la operación en aquellos casos en los que exista fianza, ya que esta no origina ninguna clase de contraprestación (122) . En suma, únicamente se devengará el Impuesto cuando se constituya un derecho real de goce y no un derecho de garantía. De este modo, en aquellos supuestos en los que se constituya un usufructo a favor de un tercero el Impuesto se devengará por la constitución del usufructo (123) . Y, cuando se ceda la nuda propiedad manteniéndose el usufructo, el devengo se producirá por la transmisión de aquélla (de la nuda propiedad), y no por la constitución del usufructo en la persona que ya era titular del pleno dominio con anterioridad.

Este ha sido el criterio mantenido por el TS, entre otras, en su Sentencia de 2 de octubre de 2001. Al hilo de un supuesto en el que un ayuntamiento había practicado una doble liquidación por el Impuesto derivada de un negocio de cesión de nuda propiedad con reserva de usufructo (una primera a cargo de donatario por la transmisión de la nuda propiedad de dos fincas y otra a cargo del donante por la constitución de un derecho real de goce a su favor mediante la reserva del usufructo de las fincas nudamente donadas), estima el Alto Tribunal que procede el giro de una sola liquidación, a cargo del donatario, en función del incremento de valor experimentado y puesto de manifiesto como consecuencia, exclusivamente, de la citada transmisión de la nuda propiedad.

A juicio del TS:

«(...) El derecho de usufructo (...) no se desplaza, es decir, no es objeto de transmisión o de enajenación, con cambio de titular, por lo que no se pone, ni se puede poner, de manifiesto, en relación con el mismo, ningún incremento de valor (...) Cuando el derecho de usufructo, como derecho real de goce limitativo del dominio, es objeto de transmisión a un tercero o de constitución en pro de éste (reteniendo el transmitente la nuda propiedad), genera una efectiva traslación del haz de facultades que lo conforman y, por tanto, un incremento de patrimonio o de valor en beneficio del adquirente (incremento que sí es susceptible de ser sometido al IMIVTNU). Pero cuando tiene lugar la transmisión de la nuda propiedad, conservando el transmitente el derecho de usufructo, éste, entonces, como derecho limitado de goce que es, no nace o no se constituye, propiamente, como tal, sino que, simplemente, permanece en la persona titular originaria (que se desprende de una serie —mínima— de facultades dominicales pero que retiene y se reserva las propias del goce o disfrute) (…) La retención o deducción del usufructo no es una verdadera forma constitutiva de un derecho real de goce en favor de quien se lo ha reservado; y, para quien recibe la propiedad hay, pura y simplemente, un acto de adquisición, si bien con efectos restringidos, ya que no se le ha conferido el dominio pleno». (124) 


En cambio, tratándose de la transmisión mortis causa de un inmueble sujeto al Impuesto en el que se adjudican separadamente la nuda propiedad y el derecho de usufructo sobre el mismo, se originarían dos hechos imponibles distintos con dos sujetos pasivos diferentes (125) . En efecto, en este último caso no existiría cotitularidad del hecho imponible y, por ende, no correspondería al usufructuario hacer frente al pago de la totalidad del Impuesto. Así lo declaró la DGT en contestación a Consulta de 16 de septiembre de 2003 (126) .

Un planteamiento similar cabría efectuar en relación con aquellas operaciones consistentes en la donación de un inmueble con reserva de usufructo efectuada a favor del donante, tal y como afirmó el TS en su Sentencia de 2 de octubre de 2001.

Dentro del ámbito de nuestra doctrina administrativa, y al hilo de un supuesto relativo a la donación de la nuda propiedad de un solar efectuada por un contribuyente a sus dos hijas, reservándose el matrimonio el usufructo vitalicio y el poder de disposición sobre el inmueble declaró la DGT en su contestación a Consulta de 10 de abril de 2012 que la realización del hecho imponible sólo se producirá si se transmite por cualquier título la propiedad de terrenos que no tengan la naturaleza rústica o si se constituye o transmite cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos, de tal manera que si no hay transmisión de la propiedad ni hay constitución o transmisión de un derecho real de goce limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos, no se devenga el IIVTNU.

En relación con el presente supuesto planteado en el momento de la donación de la nuda propiedad a las hijas se realizó el hecho imponible del IIVTNU, gravándose el incremento de valor del terreno de naturaleza urbana puesto de manifiesto con ocasión de la transmisión por acto lucrativo inter vivos de la nuda propiedad. Y, por la constitución del usufructo vitalicio a favor de los donantes, que tenían hasta dicho momento el pleno dominio del bien inmueble, no se produjo el hecho imponible del IIVTNU, ya que no hubo un efecto traslativo. El derecho de usufructo, que en el caso que se analiza conservan o retienen las personas donantes, no se desplaza, es decir, no es objeto de transmisión.

Los sujetos pasivos, de acuerdo con el art. 106.1.a) del TRLRHL, serán las personas físicas que adquieren a título lucrativo la nuda propiedad del solar, es decir, las dos hijas de los donantes. En el concreto supuesto analizado se transmitió la nuda propiedad, permaneciendo el derecho de usufructo en las personas que hasta el momento de la transmisión eran titulares del derecho de propiedad en pleno dominio sobre el bien inmueble. Se produjo en consecuencia el hecho imponible del IIVTNU por el incremento de valor del terreno de naturaleza urbana como consecuencia de la transmisión de la nuda propiedad sobre el mismo. Y, para calcular el valor de la nuda propiedad del terreno, habrá que restar del valor total del terreno en el momento del devengo determinado a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (valor catastral correspondiente al terreno) el valor del usufructo vitalicio calculado mediante la aplicación de las normas fijadas a efectos del ITPyAJD (art. 107.2.b) del TRLRHL) (127) .

A estos efectos el art. 26 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, reguladora del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (LISD) calcula el valor del usufructo de la misma forma que el art. 10.2.a) del RDLeg. 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (TRLITPyAJD), distinguiendo, asimismo, entre usufructos temporales y vitalicios. El valor de la nuda propiedad se computará por la diferencia entre el valor del usufructo y el valor total de los bienes. La letra d) del citado art. 26 de la LISD establece que siempre que el adquirente (del usufructo) tenga facultad de disponer de los bienes, el impuesto se liquidará en pleno dominio, sin perjuicio de la devolución que, en su caso, proceda.

Así las cosas, y a efectos del IIVTNU, el valor del usufructo cuando el usufructuario se reserva la facultad de disponer del bien será el valor total del terreno de naturaleza urbana (valor catastral del mismo en el momento del devengo). El valor de la nuda propiedad sobre el terreno de naturaleza urbana a efectos del cálculo de la base imponible y su tributación por el IIVTNU como consecuencia de la donación será igual a cero dado que se computa por diferencia entre el valor total del terreno y el valor del usufructo sobre el mismo, y en este caso el valor del usufructo es el valor total del terreno, al reservarse los usufructuarios el poder de disposición. Posteriormente, y en su caso, en el momento del fallecimiento de los usufructuarios y consolidación del dominio en las nudas propietarias se realizará un nuevo hecho imponible del IIVTNU por el incremento de valor del terreno que corresponda al valor del derecho que se integra en el patrimonio de las nudas propietarias (el valor del usufructo), cuya base imponible se determinará aplicando el tanto por ciento del valor del terreno que correspondió al derecho de usufructo vitalicio cuando se adquirió la nuda propiedad, que en este caso será el 100 por 100, sobre el valor catastral del terreno en el momento del actual devengo, ya que al reservarse, en su constitución, los usufructuarios la facultad de disponer sobre el bien, el valor del usufructo coincidió con el valor total del terreno. Sobre el valor resultante se aplicará el porcentaje correspondiente del apartado 4 del art. 107 del TRLRHL en función del período de generación del incremento de valor del terreno, teniendo en cuenta que dicho período, que se considerará por años completos, es el comprendido entre la fecha de devengo del impuesto que ahora se liquida y la del devengo de la anterior transmisión del derecho que ahora se adquiere (el usufructo por consolidación) y que estuvo sujeta al IIVTNU (128) .

Por último, en el supuesto de que la Ordenanza fiscal del Ayuntamiento competente para la exacción del IIVTNU regulase la bonificación prevista en el art. 108.4 del TRLRHL aplicable a las transmisiones de terrenos, y en la transmisión o constitución de derechos reales de goce limitativos del dominio, realizadas a título lucrativo por causa de muerte a favor de los descendientes y adoptados, los cónyuges y los ascendientes y adoptantes (129) , no será de aplicación en este caso, dado que la consolidación del dominio desmembrado está sujeta en el ISD a la modalidad de transmisiones lucrativas inter vivos y no a la modalidad de transmisiones lucrativas mortis causa.

En resumen, produciéndose la donación de la nuda propiedad de un inmueble con reserva del usufructo, a pesar de que también el donante retenga el derecho de disposición del bien, se producirá el hecho imponible y la operación se encontrará gravada por el IIVTNU. Y, planteándose la posibilidad de que revierta la nuda propiedad en el donante si éste ejerce la facultad que se reservó para disponer del bien, estaremos en presencia de una condición resolutoria que, en aplicación de las reglas contenidas en el TRLRHL, supondrá la exigencia del Impuesto en la donación de la nuda propiedad (como cualquier otro supuesto de transmisión a título lucrativo) y la posterior devolución al donatario del impuesto pagado si se llevara a cabo la reversión (130) .

A la luz de este conjunto de consideraciones parece razonable estimar en consecuencia que únicamente será admisible la no sujeción en aquellos casos en los que el propietario del pleno dominio ya tuviese dicha condición al tiempo de producirse la desmembración. En dicho supuesto la nueva consolidación del dominio no implicaría el surgimiento de una nueva adquisición para el nudo propietario que hubiera de quedar sujeta a tributación, sino que implicaría la recuperación del pleno dominio sobre el inmueble que ya tenía cuando lo adquirió con carácter previo a la constitución del usufructo posteriormente extinguido (131) .

Analicemos a continuación la cuestión relativa a la tributación de aquellas operaciones consistentes en la extinción de derechos reales y que llevan implícita una transmisión de facultades dominicales. Nos estamos refiriendo a los supuestos de extinción del usufructo que determinan, además, la consolidación del pleno dominio por el nudo propietario.

¿Han de quedar dichas operaciones sujetas a tributación por el Impuesto? Desde nuestro punto de vista, así es (132) . A pesar de ello el TS consideró en su Sentencia de 16 de enero de 1999 que la extinción del usufructo no se encuentra sujeta al Impuesto, argumentando que ni se produce una transmisión de la propiedad ni se origina la transmisión de ningún derecho real. De acuerdo con lo declarado por el Alto Tribunal en dicho pronunciamiento «La extinción del usufructo no está comprendida en ninguno de los dos supuestos que acabamos de citar [transmisión de la propiedad, constitución o transmisión de un derecho real de goce]. Ni es transmisión de la propiedad ni es transmisión de ningún derecho real. El hecho de que, por el fallecimiento de la usufructuaria, los nudo propietarios hayan alcanzado la integridad de su dominio no significa que hayan sido sujetos de transmisión alguna de derechos que pueda constituir hecho imponible. Simplemente, el régimen legal correspondiente a este derecho real prevé que la muerte de la usufructuaria extingue el usufructo (art. 513.11 del Código Civil), recuperando los propietarios las facultades de goce de que habían sido privados al constituirse tal derecho, lo que excluye que esta recuperación vaya precedida de transmisión alguna que suponga el devengo del impuesto». Este mismo criterio es mantenido por el Alto Tribunal en su Sentencia de 2 de octubre de 2001 (133) .

Concluía así el Alto Tribunal en la citada Sentencia declarando la no sujeción en aquellos supuestos en los que los nudo propietarios vuelven a recuperar las facultades de goce de las que se habían visto privados durante la constitución del usufructo.

Repárese por tanto que el hecho de que la consolidación del dominio por la previa extinción del usufructo esté sujeta al ITPyAJD o al ISD no significa que deba estarlo también al IIVTNU. La consolidación del dominio en aquellos Impuestos se liquida en función del título por el que se desmembró el dominio —oneroso o gratuito—, para, en función de ello, aplicar la normativa de uno u otro impuesto. En cambio dentro del IIVTNU no se devenga el Impuesto, simplificándose la tributación en la plusvalía de las eventuales vicisitudes que puedan atravesar tanto el usufructo como la nuda propiedad, desde que se produce la desmembración del dominio hasta su consolidación, en comparación con el ITPyAJD e ISD en los que, como mientras subsiste el usufructo se encuentra pendiente la liquidación a girar a cargo del nudo propietario cuando consolide el dominio, la normativa fiscal prevé la aplicación de una serie de reglas específicas que, sin embargo, no resultan aplicables al IIVTNU (134) .

¿Qué sucedería en aquellos otros supuestos en los que se transmite la nuda propiedad con reserva del usufructo? ¿Nos hallamos en estos casos ante la constitución del derecho? De una parte, podría estimarse que no se constituye este derecho, ya que el uso y disfrute de un bien va implícito al derecho de propiedad, planteándose una situación distinta en el supuesto de que se hubieran transmitido la nuda propiedad a una persona y el usufructo a otra diferente (135) .

Ahora bien, también cabría considerar que la transmisión de la nuda propiedad con reserva o retención del usufructo representa una forma de constitución del derecho real de goce en la cual no hay desplazamiento en el derecho a percibir los frutos.

Por nuestra parte estimamos que, tal y como tuvo oportunidad de precisar el TS en la anteriormente citada Sentencia de 2 de octubre de 2001, tiene lugar la constitución de un derecho real de usufructo a favor del anterior propietario. Cuestión distinta es si se produce o no el desplazamiento del derecho a percibir. La referida Sentencia del Alto Tribunal estimó que en aquellos casos en los que se transmite la nuda propiedad con reserva del usufructo no se produce sujeción al IIVTNU. A nuestro juicio, sin embargo, sí que se produce dicho desplazamiento, ya que sólo quien es propietario de algo se halla facultado para ceder sus frutos, con independencia de que dicha cesión pueda resultar simultánea a la misma cesión de la propiedad (136) .

¿Cabría la posibilidad de equiparar a la constitución del derecho de usufructo por título de herencia la adquisición de herencia en concepto de heredero fiduciario puro? Así lo hizo el TSJ de Cataluña en su Sentencia de 6 de junio de 2002 estimando que, de acuerdo con la naturaleza y el contenido de la «fiducia», ésta participa de la caracterizadora de un derecho de usufructo.

Ciertamente dentro de la normativa reguladora del IIVTNU no se contempla dicha equiparación. Sin embargo, si efectuamos una interpretación de la regulación llevada a cabo en relación con el hecho imponible del citado Impuesto a la luz del principio constitucional de capacidad económica, parece lógico pensar que el derecho que se transmite a los fiduciarios adquiere la misma consideración, a efectos tributarios, que un derecho de usufructo. Y, en consecuencia, el cálculo de la base imponible y de la cuota susceptible de ser exigida habría de practicarse de acuerdo con lo establecido en el art. 107.2.b) del TRLRHL que, como es sabido, remite a la normativa fijada a efectos del ITPyAJD.

A mayor abundamiento, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (RISD), el fiduciario queda sujeto a tributación por el citado Impuesto como si se tratase de un usufructuario. En el caso específico de la fiducia aragonesa se ha de tener presente que, mediante Sentencia de 30 de enero de 2012 (137) , el TS anuló el apartado 8 del art. 54 del Reglamento del ISD por infringir el principio de jerarquía normativa, regulando el citado precepto reglamentario la tributación de las herencias en las que se hacía uso de la institución de la fiducia aragonesa. Una vez anulado tal precepto específico para dicha institución se hace necesario acudir a los preceptos generales que regulan en la LISD determinadas instituciones especiales y, en particular, al art. 26 de la Ley 29/1987 (138) .

Así las cosas se hace preciso analizar el contenido del negocio jurídico concreto en virtud del cual se constituye la fiducia, esto es, las normas del Derecho Civil de Aragón que regulan la fiducia, así como las cláusulas específicas del testamento otorgado, para determinar las facultades del fiduciario. A continuación, habrá de aplicarse el art. 26 de la LISD para determinar la tributación en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Si el fiduciario tiene derecho a disfrutar de todo o parte de los bienes de la herencia, temporal o vitaliciamente, se considerará, a efectos del ISD, como un usufructo de tales bienes y se valorará y tributará como tal. Y si, además, tuviese la facultad de disponer de los bienes, se liquidará el impuesto en pleno dominio, sin perjuicio de la devolución que, en su caso, proceda por la parte correspondiente a la nuda propiedad de los bienes que finalmente entregue a los herederos. La condición de sujeto pasivo recaerá sobre el fiduciario, que es quien tendrá el derecho a disfrutar de los bienes y, en su caso, a disponer de ellos.

En este sentido mediante contestación a Consulta de 1 de febrero de 2016 analizó la DGT un supuesto relativo a la transmisión mortis causa de uno o varios terrenos de naturaleza urbana, y en la que la causante, con vecindad civil aragonesa y casada de acuerdo con el régimen de consorcio conyugal aragonés, había otorgado testamento en el que instituyó fiduciario a su marido con la obligación de distribuir los bienes entre sus descendientes, y al que correspondía también el usufructo viudal. Pues bien, a falta de precisión en el TRLRHL sobre cuál es el momento en que se produce la transmisión por causa de muerte, y a efectos del IIVTNU, procede estimar que en tales supuestos de transmisión mortis causa la misma se considera realizada (y, por tanto, adquirido el dominio y la posesión de los bienes) en el momento mismo del fallecimiento del causante. Dentro del Derecho Foral aragonés, hasta que el fiduciario no ejecute su cometido y adjudique los bienes y derechos de la herencia no se conoce quiénes van a heredar entre el círculo de personas designado por el causante y en qué proporción, momento en el que se entenderá producida la delación de la herencia y, mientras ese acontecimiento no se produce, se considera que la herencia se encuentra en situación de yacente.

Tras la muerte de la causante, y en tanto el fiduciario no ejerza su cometido y adjudique los bienes a los herederos, se producirá una transmisión de los bienes desde la persona fallecida a la herencia yacente. En la fecha del fallecimiento de la causante se entenderá devengado el IIVTNU respecto de la propiedad (o nuda propiedad, en el caso de que sobre un bien se haya constituido el derecho de usufructo) de los bienes inmuebles urbanos, siendo el sujeto pasivo contribuyente la herencia yacente, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 106.1.a) y 109.1.a) del TRLRHL. Y, dado que también se instituye el usufructo viudal a favor del cónyuge viudo, se devengará asimismo el Impuesto en cuanto a la constitución del usufructo, siendo el sujeto pasivo contribuyente el usufructuario. Por último, la posterior atribución de la nuda propiedad de los bienes inmuebles urbanos a los herederos que se origine como consecuencia de la ejecución de la fiducia o de su extinción no originará una nueva sujeción al IIVTNU.

En suma, tras la muerte de la causante, y en tanto el fiduciario no ejerza su cometido y adjudique los bienes a los herederos, se producirá una transmisión de los bienes desde la persona fallecida a la herencia yacente, por lo que en la fecha del fallecimiento de la causante se entenderá devengado el IIVTNU respecto de la propiedad (o nuda propiedad, en el caso de que sobre un bien se haya constituido el derecho de usufructo) de los bienes inmuebles urbanos, siendo el sujeto pasivo contribuyente la herencia yacente, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 106.1.a) y 109.1.a) del TRLRHL. Y, como se ha señalado, puesto que también se instituye el usufructo viudal a favor del cónyuge viudo, se devengará asimismo el IIVTNU en cuanto a la constitución del usufructo, siendo el sujeto pasivo contribuyente el usufructuario. Con carácter adicional la posterior atribución de la nuda propiedad de los bienes inmuebles urbanos a los herederos, que se origine como consecuencia de la ejecución de la fiducia o de su extinción no originará una nueva sujeción al IIVTNU.

Reconoce así la DGT que al citado supuesto le es le es de aplicación el art. 26 Ley 29/1987, que regula el usufructo y otras instituciones. Conforme a dicho precepto, si el fiduciario tiene derecho a disfrutar de todo o parte de los bienes de la herencia, temporal o vitaliciamente, se considerará, a efectos del ISD, como un usufructo de tales bienes y se valorará y tributará como tal. Y si, además, tiene la facultad de disponer de los bienes, se liquidará el impuesto en pleno dominio, liquidación que tendrá carácter provisional, a la espera de que el fiduciario, en su caso, ejecute la fiducia, momento en el que podrá solicitar la devolución que proceda, por la parte correspondiente a la nuda propiedad de los bienes que finalmente entregue a los herederos.

En principio, y a pesar de la consabida declaración de nulidad del precepto reglamentario, el contribuyente sigue quedando obligado a practicar liquidación provisional, si bien ahora el fundamento legal es diferente, en la medida en que deviene de las normas generales del Impuesto sobre Sucesiones, establecidas en su Ley reguladora y no en un precepto reglamentario. De cualquier manera, y por lo que interesa al objeto de nuestro estudio, a falta de precisión en el TRLRHL sobre cuál es el momento en que se produce la transmisión por causa de muerte, estima la DGT que en tales supuestos de transmisión mortis causa la misma se considera realizada (y, por tanto, adquirido el dominio y la posesión de los bienes) en el momento mismo del fallecimiento del causante. Y ello a pesar de que el Código del Derecho Foral de Aragón (art. 448 del Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón) establece que, a todos los efectos legales, la delación de la herencia no se entenderá producida hasta el momento de la ejecución de la fiducia o de su extinción y que mientras no se defiera la herencia, se considerará en situación de herencia yacente. Es precisamente esta última figura (la de la herencia yacente) la empleada por la DGT para articular la tributación de la operación, no tomando en consideración el momento del devengo ni tampoco el hecho de que, desde el punto de vista del Derecho Civil, la delación de la herencia se produce con la ejecución de la fiducia, situándolo en el momento del fallecimiento, sin perjuicio de que la posterior atribución de los bienes inmuebles urbanos a los herederos que se origine como consecuencia de la ejecución o la extinción de la fiducia no origine una nueva sujeción al IIVTNU.

Por lo que respecta a los derechos de uso y habitación, a priori no parece que exista ningún obstáculo legal de cara a la constitución de cualquiera de ellos a título oneroso. Se trataría, no obstante, de una onerosidad carente de todo sentido, ya que lo que se persigue con la constitución de los citados derechos no es sino cubrir necesidades básicas. En otras palabras, a pesar de que los usuarios o habitacionistas podrían llegar a percibir un determinado incremento de valor, lo más probable es que el gravamen recaiga sobre unos sujetos que, debido a su falta de capacidad económica, no se encuentren llamados a tributar.

Tratándose de la constitución de un censo, esto es, de la sujeción de un determinado bien al pago de un canon en retribución de un capital que se percibe en dinero, cabe estimar que los mismos, en cualquiera de sus modalidades, determinan la constitución de un derecho real de goce limitativo del dominio susceptible de quedar sujeto al Impuesto (139) .

Quedan asimismo sujetas al Impuesto las operaciones de constitución y extinción de un derecho real de superficie, produciéndose la realización del hecho imponible en ambas. Piénsese por ejemplo que, en el primer caso (operaciones de constitución) existe un poder de disposición sobre lo edificado; en caso contrario, es decir, si no existiese esta facultad, la operación habría de equipararse a un arrendamiento, no originándose entonces el devengo del Impuesto. Así las cosas, la citada operación quedaría sujeta al pago del tributo, siendo de aplicación las mismas reglas de cuantificación que las previstas para el usufructo (140) .

¿Y qué consideraciones cabría efectuar en relación con el derecho de anticresis? Ciertamente la naturaleza de este derecho ha sido objeto de discusión ya que, sin perjuicio de reconocer su carácter de derecho real, se ha debatido si se trata de un derecho de goce o disfrute o si, por el contrario, opera como un derecho de garantía.

¿Determina de manera efectiva el derecho de anticresis una limitación del dominio sobre el inmueble? De acuerdo con lo dispuesto por el art. 1881 del Código Civil, la anticresis «confiere al acreedor el derecho a percibir los frutos de un inmueble de su deudor con la obligación de aplicarlos al pago de los intereses, si se debieren, y después al del capital de su crédito». Ya en su momento apuntó RODRÍGUEZ MORO (141)  que la anticresis no había de quedar sujeta al antiguo Impuesto de Plusvalías, al no originar desmembración de dominio alguno. En nuestra opinión, sin embargo, aun admitiendo que no se produzca desmembración, nos hallamos ante la constitución de un derecho real que limita el dominio a través de la atribución del derecho a la percepción de los frutos. Y no parece que el hecho de que dicho derecho quede afectado al cumplimiento de una concreta obligación imposibilite la realización del hecho imponible del Impuesto.

En uso de la autonomía de la voluntad proclamada en el art. 1255 del Código Civil (de conformidad con el cual los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral y al orden público), los derechos reales de goce limitativos del dominio pueden ser, salvo contadas excepciones, libremente transmitidos por cualquier título (ya sea éste oneroso o gratuito) (142) .

Pues bien, también las transmisiones onerosas y lucrativas de derechos reales de goce limitativos del dominio quedan sometidas a gravamen por el IIVTNU. Lógicamente ello será así siempre y cuando no se trate de derechos de carácter personalísimos que no puedan ser transmitidos (caso, por ejemplo, de los derechos de uso y habitación), y en tanto en cuanto el título constitutivo no impida la transmisión; en este último caso, y tratándose de inmuebles, habrá que acudir a aquello que disponga la escritura pública (143) .

Tratándose de un concreto supuesto relativo a la constitución de un derecho de vuelo a favor de un tercero por el que se iba a percibir una determinada cantidad de forma fraccionada señala la DGT en su contestación a Consulta de 1 de marzo de 2013 que, con carácter general, el incremento de valor que experimenten los terrenos urbanos podrá tener su origen en la transmisión de la propiedad por cualquier título, tanto oneroso como lucrativo, así como por la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio sobre dichos terrenos, de tal manera que, no existiendo transmisión de la propiedad ni constitución o transmisión de un derecho real de goce limitativo del dominio sobre los referidos terrenos, no se devengará el IIVTNU. Y, en el concreto supuesto de autos planteado, relativo a la constitución de un derecho real limitativo del dominio sobre un terreno urbano, concluyó la DGT que dicha operación quedaba sujeta al IIVTNU, siendo sujeto pasivo quien constituya o transmita el derecho real de que se trate y efectuándose la determinación de la base imponible de acuerdo con la regulación contenida en la letra c) del apartado 2 del art. 107 del TRLRHL, de conformidad con el cual en la constitución o transmisión del derecho a elevar una o más plantas sobre un edificio o terreno, o del derecho de realizar la construcción bajo suelo sin implicar la existencia de un derecho real de superficie, los porcentajes anuales contenidos en el art. 107.4 se aplicarán sobre la parte del valor que represente, respecto de aquel, el módulo de proporcionalidad fijado en la escritura de transmisión o, en su defecto, el que resulte de establecer la proporción entre la superficie o volumen de las plantas a construir en vuelo o subsuelo y la total superficie o volumen edificados una vez construidas aquéllas.
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	A este respecto nos remitimos a nuestro trabajo «El negocio jurídico traslativo del dominio en el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana», Tributos Locales, núm. 91, 2009, págs. 13 y ss.
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	Téngase presente además que una de las principales formas de adquisición de la propiedad de un inmueble la constituye la transmisión realizada a título oneroso mediante compraventa o, en su caso, una transmisión efectuada a título lucrativo mediante donación o transmisión mortis causa. Pues bien, en ambos casos la plasmación mediante escritura pública del contrato realizado equivale a la tradición del bien de acuerdo con aquello que, en relación con el contrato de compraventa, establece el art. 1462 del Código Civil (CC). Y es que, de conformidad con lo dispuesto por el art. 1227 del citado Código (a cuyo tenor «La fecha de un documento privado no se contará respecto de terceros sino desde el día en que hubiese sido incorporado o inscrito en un registro público, o desde la muerte de cualquiera que lo firmaron o desde el día en que se entregase a un funcionario por razón de su oficio») el contrato privado, que produce efectos entre las partes, posibilita probar la existencia del título pero no del modo.
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	En todo caso no creemos que esta amplitud del concepto de transmisión pueda ser interpretada de manera arbitraria. Así, por ejemplo, no deben ser consideradas como transmisiones, entre otras operaciones, la extinción del usufructo, los expedientes de dominio, la cesión de viviendas o parcelas a los socios por las cooperativas, la adjudicación de inmuebles por disolución de una comunidad de bienes, la reparcelación, etc.
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	En este sentido la STS de 8 de mayo de 1997 tiene reconocidas actuaciones tales como el pago del Impuesto Municipal sobre Solares o la notificación del índice de valores. Por su parte la Sentencia de este mismo Tribunal de 20 de marzo de 1997 admitió la eficacia de un documento privado sobre la base de que el ayuntamiento en cuestión había conocido la transmisión, habiendo procedido frente al nuevo titular a la concesión de la licencia de obras y al cobro de determinadas tasas. Y en la STSJ de Andalucía de 24 de enero de 2000 se declaró que, si bien una compraventa llevada a cabo en documento privado no surtirá efectos frente a terceros hasta tanto la misma no se eleve a escritura pública, podrá entenderse consumado el devengo en el supuesto de que dicho documento privado resultase conocido por el sujeto pasivo.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Tal y como tendremos ocasión de analizar, a la hora de determinar la base imponible del gravamen hasta fechas recientes se partía para efectuar dicho cálculo del incremento del último valor catastral, a saber, el del año de la transmisión. Y ello a pesar de que el antiguo art. 107 del TRLRHL había venido disponiendo que la base imponible del Impuesto se determinara a partir del valor del bien y con un porcentaje de incremento fijado en las Ordenanzas locales para calcular la apreciación registrada durante los años en los que el inmueble hubiese pertenecido a su último propietario. Como tendremos ocasión de poner de manifiesto a lo largo de este trabajo el hecho de que los Ayuntamientos se limiten a multiplicar esta variable por el último valor catastral disponible arroja un cálculo sobre el incremento de valor que tendrá el bien en el futuro y no una estimación de lo que el bien se haya revalorizado durante su tenencia. En definitiva, habría de calcularse la evolución real del precio del inmueble en los últimos años en lugar de ofrecer estimaciones de su apreciación futura. En todo caso, como tendremos ocasión de analizar, tras la aprobación del RDLey 26/2021, de 8 de noviembre, el sistema objetivo de determinación de la base imponible del Impuesto se convierte en un sistema optativo que solo resultará de aplicación en aquellos casos en los que el sujeto pasivo no haga uso de la facultad que se le reconoce para tomar como base imponible del Impuesto el importe del incremento de valor, en el supuesto de que este último resultase inferior al importe de la base imponible determinada con arreglo al referido sistema objetivo. Y ello teniendo presente el alcance del mandato contenido en la STC 182/2021, de 26 de octubre, en virtud del cual el método objetivo de determinación de la base imponible del Impuesto no ha de ser el único método admitido legalmente, debiendo permitirse las estimaciones directas del incremento de valor en aquellos casos en que así lo solicite el obligado tributario. Todo ello con el objetivo último de adecuar la base imponible del Impuesto a la capacidad económica efectiva del contribuyente, permitiendo su contribución al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con aquella.
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	Tal y como afirmó el TS en su Sentencia de 5 de noviembre de 1997, «La declaración judicial de usucapión tiene un carácter sólo declarativo y no constituye ni hecho imponible del Impuesto ni interrupción del período a efectos de fijar la fecha inicial del período de generación de la plusvalía».
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	En todo caso, de cara a someter a gravamen la adquisición originaria de la propiedad habrá que probar que dicha transmisión se ha producido de manera efectiva. En este sentido señaló la Dirección General de Tributos (DGT) en su contestación a Consulta de 22 de marzo de 2011, a través de la cual se analizaba un supuesto de acción declarativa de dominio sobre un inmueble por usucapión, que la prescripción adquisitiva o usucapión se adquiere, no se transmite. Como es sabido la usucapión constituye un modo de adquirir la propiedad originario, no constituyendo una transmisión ni onerosa ni lucrativa. La adquisición del bien usucapido no se produce por la tradición, sino por la mera posesión de la cosa con justo título o incluso, en la prescripción adquisitiva extraordinaria, sin justo título. Y, al no existir transmisión en la concreta operación planteada, concluye el citado Centro Directivo que no se cumple el requisito establecido en el art. 104 del TRLRHL, no originándose en consecuencia el hecho imponible del Impuesto, hallándose por ello dicha operación no sujeta al Impuesto. Con posterioridad, en su contestación a Consulta de 19 de abril de 2018, reiteraría la DGT que en la operación de adquisición de un terreno por prescripción adquisitiva o usucapión, dado que se trata de una adquisición originaria, no existe una transmisión, no originándose el hecho imponible del IIVTNU y estando dicha operación no sujeta al Impuesto. Tal y como declara el citado Centro Directivo, puesto que la operación de usucapión no está sujeta al IIVTNU, no se produce el devengo del Impuesto de manera que, a efectos del cómputo del período de generación del incremento de valor del terreno para la determinación de la base imponible del gravamen con motivo de la futura enajenación del mismo, no se tendrá en cuenta la fecha de la adquisición por la prescripción adquisitiva o usucapión, ya que el cómputo no se ve interrumpido por causa de aquellas operaciones que no originan el devengo del Impuesto. En el concreto supuesto planteado un matrimonio adquirió la propiedad de un inmueble por usucapión mediante Sentencia firme de fecha 20 de noviembre de 2017, teniendo previsto proceder a la enajenación del mismo. La Sentencia del Juzgado que declaró justificada la adquisición del pleno dominio sobre el inmueble por parte de este matrimonio no hacía sino reconocer un derecho que se ostentaba desde que se dieron las condiciones jurídicas exigidas y, en consecuencia, esta última fecha no puede considerarse como fecha de adquisición. Lo contrario haría depender, a juicio de la DGT, la institución de la usucapión de la existencia de una resolución judicial, cuando la normativa civil no exige título alguno, sino tan solo la posesión continuada a título de dueño durante el plazo indicado. Y, considerando que la anterior operación que determinó la sujeción al Impuesto tuvo que producirse, en caso de existir, necesariamente en una fecha anterior a los 30 años de posesión pública, pacífica y continuada a título de dueño por este matrimonio, se concluye que el período de generación del incremento de valor del terreno en la futura transmisión del mismo será el máximo de 20 años establecido en el art. 107 del TRLHL.
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	Así se pronunció el TS, entre otras, en su Sentencia de 24 de julio de 1999.
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	Es pues ajustado a Derecho la consideración como fecha de inicio para el cómputo de la prescripción de aquella que conste en un documento privado. Y es que, a pesar de que el art. 1227 del CC establece que únicamente puede acreditarse la fecha de los documentos privados cuando concurra cualquiera de las circunstancias a las que se refiere dicho precepto (incorporación a un Registro Público, entrega a un funcionario o fallecimiento de alguno de los firmantes) el citado precepto no se opone a que se apruebe por cualquier medio de prueba admitido en Derecho que la fecha de transmisión de un inmueble sea la consignada en un documento privado, tratándose de una prueba eficaz erga omnes siempre que así se derive de los medios de prueba valorados en su conjunto. Recuérdese a este respecto que, ya en su Sentencia de 1 de febrero de 2001, el TS, a efectos de este Impuesto, admitió como prueba de la transmisión de un terreno en la fecha del documento privado el acta de la Inspección de Hacienda levantada a efectos del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales Onerosas (ITP).
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	Concretamente la citada Resolución analizaba el caso de la tributación en el Impuesto de una herencia sujeta a condición suspensiva en la que el cumplimiento de la citada condición determinaba la enajenación por el albacea de un inmueble con entrega de su precio a los herederos.
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	El art. 110 del TRLRHL, que regula la gestión del Impuesto, dispone que el Ayuntamiento está autorizado para realizar dentro del sistema de autoliquidación la aplicación correcta por el contribuyente ateniéndose exclusivamente al dictado de las normas reguladoras del Impuesto, sin que puedan aplicarse cualesquier otro valor, base o cuota diferente a las estipuladas en sus reglas. Señala concretamente dicho artículo que «1. Los sujetos pasivos vendrán obligados a presentar ante el ayuntamiento correspondiente la declaración que determine la ordenanza respectiva, conteniendo los elementos de la relación tributaria imprescindibles para practicar la liquidación procedente. 2. Dicha declaración deberá ser presentada en los siguientes plazos, a contar desde la fecha en que se produzca el devengo del impuesto: a) Cuando se trate de actos inter vivos, el plazo será de treinta días hábiles; b) Cuando se trate de actos por causa de muerte, el plazo será de seis meses prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo. 3. A la declaración se acompañará el documento en el que consten los actos o contratos que originan la imposición. 4. Los ayuntamientos quedan facultados para establecer el sistema de autoliquidación por el sujeto pasivo, que llevará consigo el ingreso de la cuota resultante de aquella dentro de los plazos previstos en el apartado 2 de este artículo. (…).». Al amparo del citado precepto el IIVTNU presenta dos sistemas de gestión, dependiendo del Municipio de que se trate. En primer lugar, el de presentación de la declaración tributaria correspondiente y posterior liquidación por parte del Ayuntamiento de los elementos tributarios declarados por el sujeto pasivo. En este primer supuesto el plazo de presentación de la declaración es de treinta días hábiles, en los casos de actos inter vivos, y de seis meses prorrogables hasta un año (a solicitud del sujeto pasivo), en los casos mortis causa, debiendo adjuntarse a la declaración tributaria el documento en el que figuren los actos o contratos que originan la imposición (escritura pública, contrato privado, etc.). La liquidación del IIVTNU que realice el Ayuntamiento ha de notificarse al sujeto pasivo, indicando el plazo de ingreso y los recursos que procedan contra la liquidación. Y, en segundo término, el sistema de presentación de una autoliquidación tributaria por el sujeto pasivo, habilitando a este respecto el art. 110.4 del TRLRHL a los Ayuntamientos para establecer, si así lo desean el régimen de autoliquidación, lo que conlleva la obligación del sujeto pasivo de determinar e ingresar la deuda tributaria en los plazos establecidos en el art. 110.2 del RDLeg. 2/2004 para el régimen de liquidación administrativa.
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	Téngase presente además a este respecto que, de conformidad con lo declarado por la Sentencia del TS de 17 de marzo de 2016, resulta abusiva y, por tanto, nula, la cláusula contractual que establece que el pago de la plusvalía que genera la transmisión de un inmueble corresponde al comprador. De este modo la Sala de lo Civil del Alto Tribunal acordó estimar el recurso interpuesto contra la Sentencia que condenó a los recurrentes al pago de la cantidad correspondiente al Impuesto sobre el Incremento de los Terrenos de Naturaleza Urbana, en virtud de la cláusula contenida en el contrato de compraventa de vivienda suscrito con la vendedora, apreciándose por parte del Tribunal la vulneración del art. 10 bis de la antigua Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los consumidores y usuarios (vigente hasta el 1 de diciembre de 2007), ya que la cláusula controvertida resultaba abusiva y, por tanto, nula. Así, conforme al principio de buena fe, dicha cláusula producía desigualdad de la parte vendedora frente a la adquirente y desequilibrio en el contenido económico del contrato, ya que el Impuesto grava el incremento del valor y se pone de manifiesto al tiempo de la transmisión de la propiedad, siendo al transmitente a quien se le impone su pago, puesto que es quien percibe el aumento de valor, sin que tal plusvalía genere beneficio alguno al comprador.
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	A pesar de que en el Registro de la Propiedad correspondiente al bien inmueble de que se trate no se hayan realizado las anotaciones registrales oportunas, será sujeto pasivo del Impuesto en las transmisiones mortis causa el heredero, como adquirente del bien inmueble. Y ello con independencia de los trámites que resulten necesarios para efectuar la inscripción en el Registro de la Propiedad de aquellos actos en cuya virtud se adjudique al sujeto pasivo el bien inmueble. Véase a este respecto, por ejemplo, la contestación de la DGT a Consulta de 26 de septiembre de 2016, relativa a un caso en el que un sujeto heredó una vivienda que era propiedad de su difunta madre y que ésta heredó, a su vez, de su padre, no habiéndose realizado en el Registro de la Propiedad las anotaciones registrales oportunas y constando como titular en aquél el abuelo.
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	En efecto, el plazo será de seis meses prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo si bien a contar, no desde la muerte del transmitente, sino desde la fecha de la escritura de la venta, salvo que esta última dispusiera otra fecha.
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Como es sabido dispone este art. 39 de la LGT lo siguiente: «1. A la muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias pendientes se transmitirán a los herederos, sin perjuicio de lo que establece la legislación civil en cuanto a la adquisición de la herencia.

Las referidas obligaciones tributarias se transmitirán a los legatarios en las mismas condiciones que las establecidas

para los herederos cuando la herencia se distribuya a través de legados y en los supuestos en que se instituyan legados de parte alícuota.

En ningún caso se transmitirán las sanciones. Tampoco se transmitirá la obligación del responsable salvo que se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fallecimiento.

2. No impedirá la transmisión a los sucesores de las obligaciones tributarias devengadas el hecho de que a la fecha de la muerte del causante la deuda tributaria no estuviera liquidada, en cuyo caso las actuaciones se entenderán con cualquiera de ellos, debiéndose notificar la liquidación que resulte de dichas actuaciones a todos los interesados que consten en el expediente.

3. Mientras la herencia se encuentre yacente, el cumplimiento de las obligaciones tributarias del causante corresponderá al representante de la herencia yacente.

Las actuaciones administrativas que tengan por objeto la cuantificación, determinación y liquidación de las obligaciones tributarias del causante deberán realizarse o continuarse con el representante de la herencia yacente. Si al término del procedimiento no se conocieran los herederos, las liquidaciones se realizarán a nombre de la herencia yacente.

Las obligaciones tributarias a que se refiere el párrafo anterior y las que fueran transmisibles por causa de muerte podrán satisfacerse con cargo a los bienes de la herencia yacente».

Por lo que interesa al objeto de nuestro estudio, el hecho de que las deudas que se derivan del IIVTNU no sean deudas de la herencia sino de los herederos determina que carezca de toda razón de ser entrar a analizar si los legitimarios han de responder de las deudas del causante, ya que las derivadas del citado gravamen no tienen tal naturaleza. Véase en este sentido GOMAR SÁNCHEZ, J. I., «El sujeto pasivo del IIVTNU en las transmisiones mortis causa», Tributos Locales, núm. 133, 2017, págs. 66 y ss. Tal y como precisa este autor el IIVTNU de la transmisión hereditaria no constituye una deuda del fallecido pero sí, en cambio, de la herencia yacente, motivo por el cual, a su juicio, cabría la posibilidad de satisfacer aquélla, sobre los bienes de la misma, los cuales no son otros que los que el causante dejó a su fallecimiento. Advierte sin embargo este autor que, de acuerdo con lo declarado por la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) en su Resolución de 21 de julio de 2017, dictada en relación a una anotación preventiva de embargo derivada de un mandamiento judicial, se ha de diferenciar entre los procesos ejecutivos por deudas del titular registral fallecido antes o durante el procedimiento, los procesos ejecutivos por deudas de los herederos ciertos y determinados del titular registral y los procesos ejecutivos por deudas de herederos indeterminados del titular registral (caso de la herencia yacente), precisándose en relación con este último supuesto que «En caso de procesos ejecutivos por deudas del causante, siendo sus herederos indeterminados, o por deudas de estos herederos indeterminados —herencia yacente—, será preciso, para poder considerarse cumplimentado el tracto sucesivo, o bien que se acredite en el mandamiento que se ha dado emplazamiento a alguno de los posibles llamados a la herencia, o bien que se ha procedido al nombramiento judicial de un administrador de la herencia yacente».
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	A este respecto señala el primer párrafo del apartado 3 del artículo 15 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que «Estarán exentos del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana los incrementos correspondientes cuando la obligación legal de satisfacer dicho impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos».
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	En esta misma línea se sitúan las Sentencias de la Sala de lo Civil del Alto Tribunal de 12 de marzo y 22 de octubre de 2014 y de 17 de marzo de 2016, concluyéndose en esta última que la cláusula por la que se imputa al que compra el gravamen del Impuesto de naturaleza urbana es abusiva en cualquier contrato que se celebre.
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	En este sentido se pronuncian PLAZA VÁZQUEZ, A. y VILLAVERDE GÓMEZ, B., Impuesto sobre el Incremento de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Análisis jurisprudencial práctico, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2005, pág. 50. Un criterio distinto es defendido, sin embargo, por DE MIGUEL CANUTO, E., «Expropiación forzosa e Impuesto sobre Incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana», Tribuna Fiscal, núm. 51, 1995, pág. 56, para quien «La existencia de esta previsión en cuanto a la cuantificación de la plusvalía con causa en una expropiación forzosa no es obstáculo para entender no sujeta dicha plusvalía, dado que las normas deben interpretarse de acuerdo con la Constitución, cuyo examen no soporta la tributación de la plusvalía de la expropiación forzosa a la vista del principio de capacidad económica».
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	Véanse, entre otras, las SSTS de 8 y 29 de abril de 1994, 11 de noviembre de 1996 y de 10 de diciembre de 1998; en este último pronunciamiento subraya el Alto Tribunal que «(...) A partir del 1 de enero de 1990, todas las expropiaciones, sin las distinciones vistas, se regulan por lo indicado en el artículo 108.6 de la Ley 39/1988, que sujeta, sin excepción aparente alguna, al Impuesto tanto la transmisión como la parte de justiprecio que en el citado precepto se concreta». Dentro de la doctrina esta misma conclusión fue defendida, entre otros, por BAREA VIDIELLA, L., «Consideraciones acerca de la sujeción del justiprecio al Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos o plusvalía, en los supuestos de expropiación forzosa», Gaceta Fiscal, núm. 76, 1990, pág. 201 y GONZÁLEZ PINO, A., «Evolución jurisprudencial de la expropiación forzosa respecto al Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos», Actualidad Administrativa, núm. 43, 1998, pág. 937.
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	En esta línea pueden consultarse además, entre otras, las SSTSJ de la Comunidad Valenciana de 24 de julio de 1998 y de 12 de marzo de 2003; en este último pronunciamiento se declara lo siguiente: «(…) Si el expropiado es gravado, no queda indemne de la expropiación, dejando de ser económicamente neutral para el mismo (…) Hacer tributar una expropiación significaría hacer contribuir ante una capacidad económica inexistente lo cual, como ha reiterado el Tribunal Constitucional, es contrario a la Constitución (…)».
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	CHECA GONZÁLEZ, C., Los tributos locales. Análisis jurisprudencial de las cuestiones sustantivas más controvertidas, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2000, pág. 285. A favor de la declaración de exención en el Impuesto de estos supuestos en los que la transmisión tiene su origen en una expropiación forzosa se manifiestan, en cambio, FUERTES LÓPEZ, F. J., «Expropiación forzosa y tributación. Doctrina del Tribunal Supremo y evolución normativa», Repertorio de Jurisprudencia Aranzadi, núm. 3, 2003, pág. 69 y ÁLVAREZ ARROYO, F., Impuesto municipal sobre el incremento de valor de los terrenos (plusvalías), ob. cit., pág. 75, si bien este último autor matiza que «Habrá ocasiones, no todas, en las que no exista sujeción en una expropiación, pero no por la falta de transmisión gravable, sino por la inexistencia de incremento de valor».
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	En este sentido puede consultarse lo dispuesto en la STSJ de Andalucía de 28 de junio de 1999.
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	Ahora bien, tal y como aclaró la DGT en su contestación a Consulta de 18 de septiembre de 2018, el pago de la liquidación del IIVTNU en un período impositivo posterior al de la transmisión de los inmuebles no puede tener incidencia alguna en la liquidación del IRPF del período en el que se realice aquel pago, ya que su incidencia se producirá a través del valor de transmisión (se minora como gasto) en la determinación del importe de la ganancia patrimonial obtenida en 2018 por la transmisión del inmueble. En consecuencia, tratándose de un concreto supuesto en el que, con motivo de la venta de un inmueble que se llevó a cabo en 2018 quedó pendiente el pago del IIVTNU especificando el Ayuntamiento que previsiblemente dicho pago se realizaría en el segundo semestre de 2019 (es decir, una vez finalizada la campaña del IRPF de 2018), en la declaración del IRPF del período impositivo 2018, al estar pendiente de liquidación el IIVTNU, el valor de transmisión se determinaría sin tomar en consideración y sin deducir dicho Impuesto. Y, con posterioridad, se podría regularizar la situación tributaria correspondiente a la declaración de 2018 minorando del valor de transmisión inicialmente declarado (el importe de la liquidación del IIVTNU) e instando la rectificación de la autoliquidación.
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	Como es sabido tienen la consideración de terrenos rústicos aquellos en relación con los cuales, a pesar de haber sido calificados como urbanizables, no existen planes parciales, ni programas de actuación urbanística, careciendo a tal efecto de cualquier dotación de servicios, de forma que no se han desarrollado urbanísticamente. Adolecen en consecuencia de urbanización, en tanto en cuanto, para que adquieran dicha condición, se requiere un instrumento de gestión urbanística destinado a urbanizar los terrenos hasta convertirlos en aptos para edificar.
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	Recuérdese a este respecto que en las operaciones de escisión parcial y de aportación no dineraria de rama de actividad en las que se devenga el IIVTNU por no serles de aplicación el régimen especial regulado en el Capítulo VII de su Título VII de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, reguladora del Impuesto sobre Sociedades (LIS), el sujeto pasivo de la operación lo será la sociedad escindida o la sociedad segregada, respectivamente.
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Téngase presente que la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa, establece en su art. 49 que «El pago del precio estará exento de toda clase de gastos, de impuestos y gravámenes o arbitrios del Estado, Provincia o Municipio, incluso el de pagos al Estado». No obstante, el apartado 1 de la Disposición Adicional 9ª, de la antigua Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, establecía que «A partir del 31 de diciembre de 1989 quedarán suprimidos cuantos beneficios fiscales estuvieren establecidos en los tributos locales, tanto de forma genérica como específica, en toda clase de disposiciones distintas de las de régimen local, sin que su actual vigencia pueda ser invocada respecto de ninguno de los tributos regulados en la presente Ley; lo anterior se entiende sin perjuicio de lo establecido en el apartado 2 de la Disposición Transitoria Segunda, en el apartado 2 de la Disposición Transitoria Tercera y en el párrafo tercero de la Disposición Transitoria Cuarta». Al hilo de esta situación ya en su día la Sentencia del TS de 10 de diciembre de 1998 se encargó de clarificar al respecto que «Como quiera que la cuestión a que se refiere el presente recurso de casación en interés de Ley y la doctrina legal cuya declaración se pretende es la misma que ha quedado ya sentada, de una manera general, en las Sentencias de esta misma Sección y Sala —entre otras— de 8 y 29 de abril de 1994 y 12 de junio de 1997 (que vienen a establecer, en síntesis, que: "A) Hasta el 1 de enero de 1979, el artículo 49 de la LEF de 1954, sin distinguir entre expropiaciones normales y expropiaciones urbanísticas, determinaba que las evaluaciones, tasaciones o precios expropiatorios, y, en otro sentido, las transmisiones derivadas de la expropiación —transmisiones generadas al extenderse el Acta de Ocupación—, estuvieron exentas del Impuesto aquí examinado;

B) Desde el 1 de enero de 1979 hasta el 1 de enero de 1990, las expropiaciones normales continuaban sometidas al régimen de exención comentado, mientras que las expropiaciones urbanísticas daban lugar a la aplicación del Impuesto, siempre que el supuesto expropiatorio estuviera regulado en la Ley del Suelo y tuviera, además, que entrar en juego el valor urbanístico;

y, C) A partir del 1 de enero de 1990, todas las expropiaciones, sin las distinciones vistas, se regulan por lo indicado en el artículo 108.6 de la Ley 39/1988, que sujeta, sin exención aparente alguna, al Impuesto, tanto la transmisión como la parte de justiprecio que en el citado precepto se concreta", no ha lugar a dictar nuevo pronunciamiento al respecto, que en cualquier caso sería meramente reiterativo del criterio ya fijado previamente en las sentencias citadas, debiendo estarse, por tanto, a lo en ellas resuelto».
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	Recuérdese a este respecto que el incremento de valor que experimenten los terrenos urbanos podrá tener su origen en la transmisión de la propiedad por cualquier título (tanto oneroso como lucrativo) así como por la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio sobre dichos terrenos, de tal manera que si no hay transmisión de la propiedad ni constitución o transmisión de un derecho real de goce limitativo del dominio sobre los referidos terrenos no se devengará el Impuesto.
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	El citado precepto prevé la no sujeción al IIVTNU de aquellas transmisiones de terrenos derivadas de operaciones distributivas de beneficios y cargas por aportación de los propietarios incluidos en la actuación de transformación urbanística o en virtud de expropiación forzosa y las adjudicaciones a favor de dichos propietarios en proporción a los terrenos aportados por los mismos. Señala concretamente dicho precepto que «Las transmisiones de terrenos a que den lugar las operaciones distributivas de beneficios y cargas por aportación de los propietarios incluidos en la actuación de transformación urbanística, o en virtud de expropiación forzosa, y las adjudicaciones a favor de dichos propietarios en proporción a los terrenos aportados por los mismos, estarán exentas, con carácter permanente, si cumplen todos los requisitos urbanísticos, del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, y no tendrán la consideración de transmisiones de dominio a los efectos de la exacción del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Cuando el valor de las parcelas adjudicadas a un propietario exceda del que proporcionalmente corresponda a los terrenos aportados por el mismo, se girarán las liquidaciones procedentes en cuanto al exceso». Se desprende por tanto de la citada redacción que no tienen la consideración de transmisiones de dominio a los efectos de la exacción del IIVTNU las transmisiones de terrenos a que den lugar las operaciones distributivas de beneficios y cargas por aportación de los propietarios incluidos en la actuación de transformación urbanística, o en virtud de expropiación forzosa, y las adjudicaciones a favor de dichos propietarios en proporción a los terrenos aportados por los mismos.
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	Dentro de nuestra jurisprudencia esta línea de interpretación ha venido siendo elaborada por el TS ya desde sus Sentencias de 7 de abril de 1989 y de 13 de septiembre de 1996. Véase asimismo la STSJ de Murcia de 14 de julio de 2000. En nuestra doctrina, HERNÁNDEZ LAVADO, A., «El impuesto municipal sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana», en la obra colectiva La reforma de las Haciendas Locales, tomo II, Lex Nova, Valladolid, 1991, pág. 79, para quien «Aunque se ha discutido en algún momento el que la permuta constituya hecho imponible porque no supone la realización de la plusvalía objeto de gravamen, entiendo que el término realización en el sentido económico de monetarización o conversión en dinero de la misma, realmente ello no importa, puesto que el gravamen pretende recaer, no sobre las plusvalías realizadas, sino sobre las generadas que tengan ya el carácter de certeza, que indiscutiblemente le otorga el cambio de permuta».
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	Mediante contestación a Consulta de 21 de abril de 2021 la DGT se pronunció acerca del cómputo del plazo para interponer recurso de reposición local contra una liquidación del IIVTNU notificada al contribuyente el día 2 de abril de 2020. Ante la consabida sucesión de diversas prórrogas de la suspensión de los plazos provocada por la declaración del estado de alarma a resultas de la pandemia de la COVID-19, dicho plazo sería de un mes a contar desde el día siguiente hábil posterior al 30 de mayo de 2020, es decir, un mes a contar desde el 1 de junio de 2020. Concretamente en el supuesto planteado la liquidación fue notificada el 2 de abril de 2020, de manera que, que de acuerdo con el art. 14.2.c) TRLHL, el plazo para interponer el recurso de reposición sería de un mes contado desde el día siguiente al de la notificación expresa del acto cuya revisión se solicita o al de finalización del período de exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de contribuyentes u obligados al pago. A resultas de lo anterior el plazo para interponer el recurso de reposición finalizaba el día 3 de mayo de 2020. Sin embargo, como consecuencia de la declaración del estado de alarma recogida en el RD 463/2020, de 14 de marzo, que entró en vigor el 14 de marzo de 2020, se fueron adoptando con posterioridad diversas medidas que ampliaban o suspendían los diversos plazos en el ámbito tributario, de manera que en este caso en el que la liquidación tributaria había sido notificada al contribuyente el día 2 de abril de 2020 el plazo para interponer recurso de reposición contra la misma sería de un mes a contar desde el día siguiente hábil posterior al 30 de mayo de 2020, es decir, un mes a contar desde el 1 de junio de 2020. Tal y como recuerda la DGT en materia de plazos para interponer recursos y reclamaciones económico-administrativos frente a actos tributarios, en el ámbito de la AEAT, el RDLey 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, estableció que el período comprendido desde la entrada en vigor de dicha norma (18 de marzo de 2020) y hasta el 30 de abril de 2020 no computaría a efectos de la duración máxima de los procedimientos de aplicación de los tributos, sancionadores y de revisión tramitados por AEAT, si bien durante dicho período podría la Administración impulsar, ordenar y realizar los trámites imprescindibles. Con posterioridad el RDLey 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, reguló la suspensión de plazos en el ámbito tributario de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales así como la ampliación del plazo para recurrir, estableciendo que dicho plazo se computaría desde el día hábil siguiente a la fecha de finalización de la declaración del estado de alarma, con independencia del tiempo que hubiera transcurrido desde la notificación de la actuación administrativa objeto de recurso o impugnación con anterioridad a la declaración del estado de alarma. Por último, el RDLey 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, reguló la extensión de los plazos de vigencia de determinadas disposiciones tributarias de las dos normas mencionadas anteriormente, estableciendo que las referencias temporales efectuadas a los días 30 de abril y 20 de mayo de 2020 se entenderían realizadas al día 30 de mayo de 2020. Pues bien dado que, en el presente caso, la liquidación tributaria fue notificada al contribuyente el día 2 de abril de 2020, el plazo para interponer recurso de reposición contra la misma sería de un mes a contar desde el día siguiente hábil posterior al 30 de mayo de 2020, es decir, un mes a contar desde el 1 de junio de 2020.
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	Se trataba concretamente en el presente caso de unas hermanas que eran copropietarias de dos inmuebles con una cuota distinta de participación. Respecto de un inmueble que tenían en pleno dominio mantenían el 67 y 33%, respectivamente. Y, en relación con el segundo, tenían el 50%, si bien sólo de la nuda propiedad, dado que el usufructo correspondía a la madre. En la citada Consulta planteada se indicaba además que una de las hermanas pasaría a quedarse con la totalidad del pleno dominio de uno de los dos inmuebles, mientras la otra recibiría la totalidad de la nuda propiedad del otro, manteniendo a su madre como usufructuaria. Todo ello sin que exista ninguna entrega de dinero a título de compensación.
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	Tal y como señala la DGT en su contestación a Consulta de 17 de abril de 2018 la adjudicación de la vivienda a uno de los comuneros constituye una operación de compraventa en la que los otros comuneros venden su cuota parte al primero de ellos, a cambio de un precio. Y, dado que se trata de la transmisión de la propiedad sobre un terreno de naturaleza urbana, se produce la sujeción al IIVTNU, sin que resulte de aplicación ningún supuesto de exención.
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	El TSJ de Andalucía tiene reconocida la sujeción al IIVTNU de estas operaciones, entre otras, en sus Sentencias de 23 de febrero de 1998 y de 24 de enero de 2000. En ambos pronunciamientos el Tribunal declara sujeta a gravamen la venta pública de fincas registrales efectuada como desembolso por la suscripción de nuevas participaciones sociales de una sociedad mercantil.
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	Véase igualmente a este respecto la Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Municipal (TEAM) de Madrid de 6 de febrero de 2012, en la que se reitera que las aportaciones de inmuebles a sociedades mercantiles y la adjudicación de los mismos a los socios como consecuencia de operaciones de reducción de capital social constituyen transmisiones sujetas al Impuesto, siendo indiferente a tal efecto el hecho de que, en el concreto supuesto analizado por el Tribunal, los dos únicos socios, casados en régimen económico matrimonial de gananciales, resultasen propietarios del 100% del capital social o que hubiesen efectuado dichas operaciones con la finalidad de reestructurar su patrimonio ganancial, ya que en todo caso se produce una traslación del dominio de los inmuebles, lo que constituye el presupuesto de la obligación tributaria.
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	Concretamente la operación escriturada era, formalmente, una operación de aumento de capital social de una sucursal en España de una entidad mercantil no residente en nuestro territorio, materializada a través del mecanismo consistente en poner a nombre de ese establecimiento permanente en España unos terrenos de los que era propietaria la casa central.
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	Véanse asimismo las contestaciones de la DGT a Consultas de 9, 26 y 28 de febrero de 2018. En principio podría constituir rama de actividad el arrendamiento de inmuebles y locales industriales. Ahora bien a tal efecto será necesario acreditar que los inmuebles en cuestión se hallen arrendados, existiendo dicha rama de actividad diferenciada dentro del conjunto de inmuebles pertenecientes a los aportantes. Por su parte la Resolución del Consell Tributari de Barcelona de 18 de enero de 2016 interpreta la expresión «cuando no se hallen integrados en una rama de actividad» como análoga a «cuando no se hallen afectos, o vayan a estar afectos, a una actividad».
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	En efecto, en aquellos supuestos en los que el Ente Local haya establecido en las Ordenanzas fiscales del IIVTNU el sistema de autoliquidación, este sistema deberá ser utilizado por todos los sujetos pasivos del Impuesto, no pudiendo estos optar por la presentación de una declaración tributaria y la posterior liquidación por el Ayuntamiento, ya que ello implicaría dejar en suspenso una disposición de carácter general, acometiéndose una actuación arbitraria respecto a los demás contribuyentes. Lo anterior se ha de entender sin perjuicio de la obligación que tiene la Administración tributaria municipal de informar y orientar a los contribuyentes sobre los requisitos técnicos o jurídicos que las normas exijan. Véase en este sentido SÁNCHEZ GARCÍA, N., «Plusvalía: cuestiones conflictivas y vías de reforma», Revista de Contabilidad y Tributación, núm. 439, 2019 (consultado en www.ceflegal.com).
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	Véase asimismo a este respecto la Sentencia del citado Tribunal de 22 de julio de 2014, a través de la cual se debatía sobre la concurrencia de los requisitos legales establecidos para la no sujeción al Impuesto de la aportación no dineraria de que se trataba en la Disposición Adicional Segunda.3 del antiguo Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. De acuerdo con lo declarado por el Tribunal en el presente caso la operación de ampliación de capital social de una mercantil y de aportación de una supuesta «rama de actividad» de la empresa se realizó a solos efectos de intentar conseguir la no sujeción al IIVTNU de la transmisión del inmueble, no habiéndose aportado los contratos de arrendamiento que justificaban la rama de actividad o siendo los contratos de trabajo por tiempos muy cortos y produciéndose las bajas laborales muy poco tiempo después de formalizarse la ampliación de capital.
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	Con carácter adicional en el presente supuesto analizado por el Tribunal el alta en el Epígrafe correspondiente del IAE se produjo un día antes del otorgamiento de la escritura pública de aportación, de manera que no se estaba desarrollando con carácter previo actividad económica alguna, no pudiendo en consecuencia esta afecto a aquélla la aportación del citado inmueble, al no cumplirse con los requisitos exigidos al efecto para acreditar la previa existencia de la referida actividad económica.
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	Dentro del ámbito mercantil los arts. 22 y siguientes de la Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre Modificaciones Estructurales de las Sociedades Mercantiles, establecen, desde el punto de vista mercantil, el concepto y los requisitos de las operaciones de fusión. Asimismo el art. 49 de la citada Ley 3/2009, en relación con el art. 31 del mismo texto legal, establece los requisitos necesarios para los supuestos, entre otros, de absorción de sociedad íntegramente participada de forma directa por un socio.
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	Ahora bien, no es suficiente para probar la no existencia de incremento de valor del terreno el informe del proceso de fusión entre dos sociedades. Tal y como afirma la Sentencia del TSJ de Andalucía de 19 de enero de 2017 (a través de la cual se analizaba la cuestión relativa a si en los casos de venta del inmueble por un valor inferior al de compra se devenga o no el Impuesto) cuando la transmisión se efectúa por valor inferior al de adquisición el titular sufre una pérdida económica y por tanto el supuesto no es subsumible en el ámbito del art. 104 del TRLRHL, ya que constituye el hecho imponible del IIVTNU el incremento de valor que experimentan los terrenos urbanos, que se pone de manifiesto como consecuencia de la transmisión y en dicho caso no hay incremento de valor alguno. En el presente caso analizado el actor no acreditó que se hubiese producido una minusvaloración en el terreno, hecho enervante de la liquidación por inexistencia del hecho imponible, no siendo suficiente con el mero valor recogido en las escrituras de compraventa. Por otro lado el informe contable aportado con el expediente no es suficiente para acreditar aquella realidad. Y ello por cuanto que el valor se fija en proceso de fusión de dos sociedades de común acuerdo a la hora de valorar los bienes que aportan, no tratándose por otra parte de un informe específico de tasación que pudiera ilustrarnos claramente del valor del bien al momento de su adquisición. En definitiva, tal y como concluye el Tribunal, faltando un elemento esencial del hecho imponible del gravamen no puede surgir la obligación tributaria. La ausencia objetiva de incremento del valor dará lugar a la no sujeción al Impuesto simplemente como consecuencia de la no realización del hecho imponible, ya que la contradicción legal no puede ni debe resolverse a favor del método de cálculo y en detrimento de la realidad económica. Lo contrario supondría desconocer los principios de equidad, justicia y capacidad económica. Las mismas conclusiones han de aplicarse además cuando sí ha existido incremento de valor, pero la cuantía de éste es probadamente inferior a la resultante de aplicación de dicho método de cálculo, al infringirse los mismos principios. En el presente caso planteado no podía deducirse que el recurrente hubiese acreditado dicha circunstancia enervante de la liquidación por inexistencia del hecho imponible, no siendo suficiente con el mero valor recogido en las escrituras de compraventa y con el informe contable aportado con el expediente para acreditar aquella realidad. El valor fue fijado en el proceso de fusión de dos sociedades de común acuerdo a la hora de valorar los bienes que aportan, no tratándose por otra parte de un informe específico de tasación que pudiera ilustrarnos claramente del valor del bien al momento de su adquisición. Ya en su Sentencia de 16 de enero de 2017 el citado Tribunal se había referido asimismo a esta cuestión relativa a si en los casos de venta del inmueble por un valor inferior al de compra se devenga o no el Impuesto. Tal y como señala el Tribunal de cara a la resolución el recurso ha de partirse de que los valores a tener en cuenta son los reflejados respectivamente en las escrituras de compra y de venta del bien y del informe de tasación elaborado a instancia de la recurrente por sociedad de tasación. Y, no habiéndose aportado en el caso de autos tasación por parte del Ayuntamiento para poder desvirtuar que los precios de compra y adquisición fuesen diferentes se ha de partir de la falta de incremento real del valor del terreno, al estar acreditada su disminución con el valor reflejado en las escrituras (que no se discuten) así como del informe de tasación elaborado a instancia de la propia recurrente y que obraba en el expediente. En consecuencia, la conclusión era que no se dio el hecho imponible del Impuesto. Véase asimismo a este respecto la Sentencia de este Tribunal de 21 de diciembre de 2016, en la que se señala que si no ha existido, en términos económicos y reales, incremento alguno, no tendrá lugar el presupuesto de hecho fijado por la ley para configurar el tributo (art. 104.1 del TRLRHL), no pudiendo éste exigirse por más que la aplicación de las reglas del art. 107.2 siempre produzca la existencia de teóricos incrementos.
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	Como bien señaló el TSJ de Navarra en su Sentencia de 2 de mayo de 2000, tratándose de aquellas operaciones en las que un comunero ejercita la acción de división «se produce una situación en todo equivalente a la de la compraventa, cual es la transmisión de su cuota».
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	Tratándose de un supuesto de adjudicación efectuada a un comunero de la totalidad de un inmueble analizó el TSJ de Cataluña en su Sentencia de 18 de abril de 2013 un supuesto en el que la parte recurrente sostenía que tratándose de bien indivisible, el comunero adjudicatario debía pagar a los demás el valor de su participación, que en ningún caso tendría la consideración de precio o exceso de adjudicación. Por su parte el escrito de oposición a la apelación mantenía que existía una verdadera transmisión, produciéndose un exceso de adjudicación cuando se tratase de un bien indivisible y el bien es adjudicado a uno de los comuneros que habrá de compensar a los demás. En el presente caso se adjudicó la totalidad del inmueble de la comunidad a uno de los comuneros, gravando el impuesto el 50% que pertenecía al comunero que no resultaba adjudicatario del bien y que se transmitió al comunero adjudicatario, de forma que la disolución del condominio conllevaba que una de las partes deviniese como única propietaria del inmueble, con una verdadera transmisión del dominio. Pues bien, no habiéndose cuestionado ni que el bien fuera indivisible ni que la cantidad abonada por la apelante al otro comunero (hermano) superara el valor de su participación en la comunidad, concluye el Tribunal que la disolución de la comunidad no tenía naturaleza traslativa, sino meramente especificativa, no constituyendo acto sujeto al impuesto, de forma que, al no producirse el hecho imponible, la extinción de la comunidad no interrumpía el período de generación del incremento que se produjese como consecuencia de una futura transmisión del bien. Si la adjudicación (ya sea de bienes divisibles o indivisibles) es finalmente simple especificación de la cuota ideal o abstracta de los comuneros no hay transmisión ni tributación por ella, ya que la obligación de compensar a los demás (o al otro) en metálico no constituye un «exceso de adjudicación», sino una obligación consecuencia de la indivisibilidad de la cosa común y de la necesidad en que se ha encontrado el legislador de arbitrar procedimientos para no perpetuar la indivisión, que ninguno de los comuneros se encuentra obligado a soportar. Sólo si uno de los comuneros percibe finalmente unos bienes o una cantidad en metálico que excede de lo que corresponda a su cuota ideal o abstracta en el condominio, habrá una transmisión del exceso y deberá tributar por ella, circunstancia que no se producía en el presente caso.
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	Véase en este sentido, entre otras, la STS de 17 de diciembre de 1997, en la que se afirma que «(…) Sería forzoso concluir que, en el caso de autos, faltaba uno de los presupuestos necesarios para que, con motivo de esa adjudicación, pudiera tenerse por producida una transmisión legitimadora de las liquidaciones que el Ayuntamiento recurrente pretendió (…) El pretendido exceso de adjudicación, ni era tal, tan pronto se considere que tenía la contrapartida de la compensación dineraria, no podía significar transmisión alguna mediante la cual se manifestara ningún incremento de valor». En parecidos términos se pronunciaron la STSJ de Cantabria de 27 de noviembre de 1997 y las SSTS de 10 de octubre y de 19 de diciembre de 1998.
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	En efecto, en este último caso dicha sociedad adquiere una personalidad jurídica propia y distinta de la de aquéllos, originándose en consecuencia una verdadera transmisión.
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	Idéntico criterio ha de observarse respecto de las transmisiones de bienes inmuebles que se efectúen como consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de divorcio matrimonial, tal y como reitera la DGT, entre otras, en su contestación a Consulta de 20 de julio de 2016.
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	En este sentido se pronuncia la contestación de la DGT a Consulta de 19 de julio de 2016, añadiéndose además que el llamado pacto de mejora constituye una transmisión lucrativa, produciéndose en consecuencia el hecho imponible del IIVTNU de acuerdo con lo dispuesto en el art, 104 del TRLRHL, siendo el sujeto pasivo del Impuesto de conformidad con lo dispuesto en la letra a) del apartado 1 del art. 106 del Texto Refundido el adquirente del inmueble.
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	De hecho, en el caso específico de la disolución de la sociedad de gananciales esta no sujeción es objeto de declaración expresa por el TRLRHL.
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	Ya con anterioridad había declarado a este respecto el TS mediante Sentencia de 22 de noviembre de 1989 la inexistencia de hecho imponible en el supuesto de extinción de condominio cuando la adjudicación no exceda del porcentaje atribuible a la primitiva participación, dado que la adjudicación extintiva de la comunidad de bienes no representa un acto genuinamente traslativo, al no producirse una verdadera transmisión de un derecho preexistente en que una persona sucede a otra, participando más bien de la naturaleza de acto declarativo de fijación, dando certeza y concreción a la situación de cada titular, y siendo coherente con ese carácter declarativo de la adjudicación el art. 450 del Código Civil, de conformidad con el cual «Cada uno de los partícipes de una cosa que se posea en común, se entenderá que ha poseído exclusivamente la parte que al dividirse le cupiere durante todo el tiempo que duró la indivisión».
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	Dice este último precepto del Código Civil que «Cada uno de los partícipes de una cosa que se posea en común se entenderá que ha poseído exclusivamente la parte que al dividirse le cupiere durante todo el tiempo que duró la indivisión».
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	En esta misma línea se pronuncian, entre otras, las Sentencias del Alto Tribunal de 22 de enero de 1993 y de 27 de octubre de 1994, afirmándose en esta última que «La división de la cosa común, con extinción del condominio, es una actividad que podría calificarse en cierto modo de interna, cuya función no es traslativa del dominio sino que consiste en concretar materialmente las cuotas abstractas correspondientes a los copropietarios». Véanse igualmente a este respecto las Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia del País Vasco de 18 de septiembre de 1995, de la Comunidad Valenciana de 4 de noviembre de 1996, de las Islas Baleares de 27 de febrero de 1999 y de Castilla-La Mancha de 12 de marzo de 1999. A lo largo de este conjunto de pronunciamientos se puso de manifiesto que la adjudicación por extinción de una comunidad de bienes no constituye una transmisión a efectos del IIVTNU siempre que la adjudicación no exceda del porcentaje atribuible a la primitiva participación, por estimarse que en esta situación lo único que ha tenido lugar es la mera concreción material y física de una cuota ideal en una comunidad preexistente. No hay pues transmisión cuando la adjudicación con ocasión de la disolución de una comunidad de bienes no excede del porcentaje atribuible a la primitiva adquisición. Este criterio ha sido matizado, sin embargo, por diversos pronunciamientos de algunos Tribunales Superiores de Justicia, tratándose de supuestos en los que se origina un exceso de adjudicación. Véanse a este respecto las Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia de Navarra de 2 de mayo de 2000, de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) de 28 de septiembre de 1998 y de Castilla y León (Valladolid) de 30 de junio de 1999. En todas ellas se apunta que, originándose un exceso de adjudicación, sí que existe transmisión.
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	El citado pronunciamiento del Alto Tribunal reconoció por tanto la existencia de una transmisión gravable por el Impuesto cuando en una disolución de una comunidad de bienes se producen excesos de adjudicación. De conformidad con lo manifestado por el TS «La disolución de la comunidad dominical ostentada sobre el solar por los cuatro sujetos pasivos de la liquidación provisional notificada el 19 de febrero de 1987 y la consecuente adjudicación del terreno a uno solo de los anteriores condueños, llevadas a cabo en la escritura notarial de 15 de diciembre de dicho año, conforman, en su conjunto, por la fuerza traslativa de la segunda operación conexa, una verdadera transmisión, a los efectos prevenidos en los arts. 350 y 351 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 abril. En la cláusula primera de la citada escritura pública se hace constar que los interesados "disuelven la comunidad de origen voluntario que tienen constituida sobre la finca descrita y, siendo ésta indivisible por razones urbanísticas y por desmerecer su valor, se la adjudican en pleno dominio a los cónyuges (...) abonando éstos, a los otros tres copartícipes, en efectivo metálico, su participación en la comunidad"». En parecidos términos se pronunciaría posteriormente el TSJ de Madrid mediante Sentencia de 17 de mayo de 2002, al afirmar lo siguiente: «(…) Si bien es cierto como sostiene el Ayuntamiento demandado, que las aportaciones de bienes a una comunidad y las adjudicaciones a los comuneros, en los casos de división total o parcial de la comunidad, no se produce la sujeción al tributo, ya que las comunidades de bienes carecen de personalidad jurídica y no se da, en tales operaciones, una transmisión sino una simple alteración en la forma de encontrarse atribuido el dominio sobre los mismos bienes, produciendo la división un efecto declarativo y no traslativo, porque no atribuye algo que ya no tuvieran antes los comuneros y no produce en éstos ningún beneficio patrimonial, al existir una distribución proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve respetando la cuota de participación que cada uno tenía, como ha señalado el Tribunal Supremo, entre otras, en Sentencias de 22 de noviembre de 1989 y 27 de junio de 1995, y esta Sala en sentencia de 13 de julio del 2000, no es menos cierto, que en aquellos supuestos en que el terreno adjudicado al comunero exceda del que le corresponda, existe una transmisión gravable». Concluía así el Tribunal que existe transmisión cuando la adjudicación excede del porcentaje atribuible a la primitiva participación en la comunidad de bienes.
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	Si bien a través de este pronunciamiento el TS vino a modificar su criterio en lo que al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales se refiere, resulta posible su proyección sobre el ámbito de aplicación del IIVTNU. A este respecto opina SAN MARTÍN RODRÍGUEZ, A., «Problemática actual existente en el ámbito del IIVTNU», Tributos Locales, núm. 116, 2014, pág. 98, que «Dada la estrecha correlación existente entre ambos impuestos (ITPyAJD e IIVTNU) en relación al hecho imponible que se origina como consecuencia de la transmisión, no parecería descabellado que ambas figuras tributarias sometiesen al mismo tratamiento fiscal a una misma operación, porque no parece lógico que mientras el ITPyAJD establezca la no sujeción al impuesto, esta misma operación resulte gravada por el IIVTNU».


	 Ver Texto 




	 (54) 

	Debe reiterarse no obstante que la citada Sentencia del TS fue dictada, no en relación con el IIVTNU, sino dentro del ámbito del ITPyAJD. Y a este respecto conviene recordar lo dispuesto por el art. 7.2 del RDLeg. 1/1993, de 24 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, a cuyo tenor «2. Se considerarán transmisiones patrimoniales a efectos de liquidación y pago del Impuesto: (...) B) Los excesos de adjudicación declarados, salvo los que surjan de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 821, 829, 1056-2 y 1062-1º del Código Civil y disposiciones de Derecho Foral basadas en el mismo fundamento». De este modo, con independencia de que las operaciones a las que se alude en el apartado 2 del art. 7 no puedan ser calificadas como verdaderas transmisiones, la norma tributaria las califica como tales a efectos de liquidación y pago del ITPyAJD. Tiene lugar así la atribución por parte de la norma tributaria de determinados efectos tributarios a este tipo de operaciones las cuales, en el supuesto de que fuesen analizadas desde una perspectiva estrictamente civil, posiblemente no pudieran ser conceptuadas como transmisiones. Puede consultarse asimismo a este respecto la STS de 30 de abril de 2010, en la que se volvió a reiterar que «(…) La disolución de una comunidad de bienes mediante la adjudicación a los comuneros de bienes con un valor proporcional a sus respectivas participaciones en dicha comunidad no está sujeta a la Modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas, porque dicha operación tiene carácter particional y no dispositivo (…) Se ha de negar la sujeción por la Modalidad de Transmisiones Patrimoniales en aquellos supuestos en los que la división de la cosa común resulta imposible por ser el bien indivisible o de división que reduce sustancialmente su valor y la totalidad del bien se adjudica a uno o varios comuneros con obligación de compensar al resto en metálico».
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	Véase igualmente a este respecto la Resolución de la DGT de 28 de julio de 2008 en la que el citado Centro Directivo, tras recordar que, siempre que la propiedad o el derecho real de goce limitativo del dominio de un bien inmueble pertenezca pro indiviso a varias personas hay que tener en cuenta lo dispuesto en el Título III («De la comunidad de bienes») del Libro II («De los bienes, de la propiedad y de sus modificaciones») del Código Civil, arts. 392 a 406, así como los arts. 400 a 406 del citado Código en relación con la extinción de la comunidad de bienes, señaló que procede diferenciar entre dos casos según el origen de la comunidad de bienes o situación de condominio, a saber: comunidades de bienes constituidas por actos mortis causa, en las que no se ha producido la partición de la herencia entre los distintos herederos que comparten pro indiviso la propiedad de los bienes y derechos pertenecientes a la herencia; y comunidades de bienes constituidas por actos inter vivos, por voluntad de las partes, en las que dos o más personas deciden voluntariamente adquirir en común uno o más bienes. Tratándose, como sucedía en el concreto supuesto planteado a la DGT, de estas últimas comunidades, produciéndose la extinción de la comunidad de bienes voluntaria con adjudicación a cada uno de los comuneros en proporción a su cuota de participación, sin que tenga lugar exceso de adjudicación a ninguno de ellos, no se originará el devengo del IIVTNU. La división tendrá en el presente caso un efecto declarativo y no traslativo, ya que no atribuye algo que no tuvieran antes los comuneros y no produce en éstos ningún beneficio patrimonial, al existir una distribución proporcional y equitativa de los bienes existentes en la comunidad que se disuelve, respetando la cuota de participación que cada uno tenía. Por tanto, no existiría sujeción al IIVTNU. Ahora bien, si la extinción de la citada comunidad de bienes voluntaria se efectuase mediante la adjudicación de los bienes a uno de los comuneros y la compensación económica al resto de ellos se originaría un exceso de adjudicación que resultaría gravado por el IIVTNU. No existiría una simple extinción del condominio con adjudicación proporcional a los partícipes, sino una transmisión patrimonial por el exceso de adjudicación a uno de los partícipes respecto a su cuota de participación inicial. Y, tal y como precisó la DGT, «El activo de la comunidad ‘voluntaria’ de bienes puede estar formado por varios bienes, un bien divisible o un bien indivisible. En el caso de que esté formado por varios bienes o un bien que puede ser objeto de división, si los comuneros deciden extinguir la comunidad y adjudicar todos los bienes a uno sólo de ellos que compensará económicamente o de cualquier otra forma a los demás, no nos encontramos ante la división de una cosa común, sino ante una transmisión de los derechos de propiedad del resto de los comuneros al adjudicatario. El IIVTNU gravará el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana o parte de los mismos que se adjudique a uno o varios comuneros por exceso respecto a su cuota de participación en la comunidad. Si se trata de un bien indivisible, la extinción de la comunidad podrá llevarse a cabo mediante la adjudicación del bien a uno de los comuneros que compensará económicamente o de cualquier otra forma a los demás comuneros. En este caso también se produce un exceso de adjudicación al comunero adjudicatario respecto a su cuota de participación en la comunidad. El IIVTNU gravará el incremento de valor del terreno de naturaleza urbana que se adjudique a uno de los comuneros por exceso respecto a su cuota de participación en la comunidad».
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	Tal y como precisa la Sentencia del TSJ de Cataluña de 25 de noviembre de 2019, ello resulta así incluso en aquellos supuestos en los que se producen compensaciones en metálico o excesos de adjudicación a favor de uno de los comuneros, circunstancia que no muta la naturaleza de la operación, sino que constituye una mera consecuencia de la indivisibilidad de la cosa común y del mandato legal que impide que nadie pueda ser obligado a permanecer en dicha situación de comunidad. En todo caso, para que se produzca la no sujeción al IIVTNU cada comunidad de bienes se deber disolver en su totalidad, sin que sean válidas las disoluciones parciales, sin excesos de adjudicación evitables, y sin compensar con bienes que formen parte de otra comunidad distinta.
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	De cara a la liquidación que deba practicarse debe tenerse presente además que, tal y como establece el art. 107 de dicho TRLRHL, los períodos de generación de la plusvalía se computan por años completos, sin consideración alguna a las fracciones de éstos, de forma que si tal período entre la precedente y la actual transmisión fuese inferior a un año no cabría la práctica de liquidación alguna por el Impuesto. Y ello en tanto los posibles incrementos de valor experimentados a lo largo de un período inferior a un año no deben ser objeto de gravamen, no quedando por tanto dicha transmisión sometida a gravamen por el IIVTNU. Por otro lado dichos períodos de generación atienden únicamente al tiempo durante el cual el bien transcurrió en poder del contribuyente, no introduciéndose ninguna excepción atendiendo a las condiciones del inmueble en el momento de su adquisición. Así, el requisito de que el terreno posea naturaleza urbana queda reducido al momento de la transmisión que da lugar al devengo.
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	Véase asimismo la contestación de la DGT a Consulta de 14 de noviembre de 2018, en la que se rechaza que pueda producirse la disolución de una comunidad de bienes si el proindiviso se mantiene en la misma proporción entre unos hermanos respecto del resto de los bienes que tienen en común. En dicho supuesto estaremos en presencia de una permuta, al no disolverse la comunidad de bienes, que permanece respecto del resto de los bienes.
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	Dispone concretamente este precepto del RDLeg. 2/2004 que «No se producirá la sujeción al Impuesto en los supuestos de aportación de bienes y derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen y transmisiones que se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes comunes. Tampoco se producirá la sujeción al Impuesto en los supuestos de transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de separación, nulidad o divorcio matrimonial, sea cual sea el régimen económico matrimonial».
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	Véase igualmente la Sentencia del TSJ de Madrid de 14 de abril de 2011, en la que se señala que, habiéndose producido una adquisición en subasta de un bien ganancial por uno de los cónyuges en un procedimiento de liquidación de la sociedad de gananciales (transmisión realizada en ejecución de una sentencia de divorcio) nos hallamos en presencia de un supuesto de no sujeción al Impuesto. Por su parte la Resolución de la DGT de 24 de marzo de 2011 analizó un supuesto en el que unos contribuyentes, casados en régimen de gananciales, adquirieron una vivienda hace 12 años, procediendo a la disolución de la sociedad de gananciales y a la adjudicación de la vivienda a uno de los cónyuges, quien asumiría la totalidad del préstamo hipotecario que la gravaba. De conformidad con lo señalado por el citado Centro Directivo la adjudicación del pleno dominio del bien inmueble urbano que corresponda a la disolución y liquidación de la sociedad de gananciales no estará sujeta al IIVTNU, de acuerdo con lo establecido en el apartado 3 del art. 104 del TRLRHL. No obstante, a efectos de futuras transmisiones del inmueble, para el cálculo de la base imponible del Impuesto habrá que tener en cuenta que el período de generación del incremento de valor del terreno de naturaleza urbana puesto de manifiesto en esa transmisión será el comprendido entre la fecha del devengo del Impuesto que se liquide y la del devengo de la anterior transmisión de la propiedad del terreno que haya estado sujeta al Impuesto. Es decir, la fecha de inicio de dicho período de generación será la fecha en la que los cónyuges adquirieron el citado terreno.
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	De acuerdo con lo dispuesto por el citado precepto del Código Civil «Hay comunidad cuando la propiedad de una cosa o de un derecho pertenece pro indiviso a varias personas. A falta de contratos o disposiciones especiales, se regirá la comunidad por las prescripciones de este título».
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	Recuérdese no obstante que la constitución de la comunidad podrá producirse igualmente por actos inter vivos, por voluntad de las partes, en las que dos o más personas deciden voluntariamente adquirir en común uno o más bienes.
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	Véanse en este sentido las contestaciones de la DGT a Consultas de 13 de julio y 11 de septiembre de 2016.
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	Véase en este sentido la contestación de la DGT a Consulta de 19 de septiembre de 2017, en la que se añade además que en el supuesto de que no se produzca la sujeción al IIVTNU con ocasión de la disolución de la comunidad de bienes en la futura transmisión del terreno adjudicado al comunero que esté sujeta al Impuesto, a los efectos del cómputo del período de generación del incremento de valor del terreno para la determinación de la base imponible se entenderá que el inmueble fue adquirido en la fecha en que se produjo la anterior transmisión sujeta (cuando ambos comuneros adquirieron el inmueble) y no en la fecha en que se produce la adjudicación por extinción de la comunidad de bienes.
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	De esta opinión se muestra partidario el TS, entre otras, en sus Sentencias de 17 de diciembre de 1996 y de 6 de junio de 1997, así como los Tribunales Superiores de Justicia de Cataluña y de Andalucía (Granada) en sus Sentencias de 3 de febrero de 1998 y de 24 de febrero de 2003, respectivamente.


	 Ver Texto 




	 (66) 

	Con carácter general este sistema de compensación se orienta a la realización de la urbanización de los terrenos, hallándose caracterizado por la existencia de una participación activa de los propietarios. Tal y como señala el art. 126.1 del Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (TRLRSOU) de 9 de abril de 1976 en el sistema de compensación «los propietarios aportan los terrenos de cesión obligatoria, realizan a su costa la urbanización en los términos y condiciones que se determinen en el Plan o Programa de Actuación Urbanística o en el acuerdo aprobatorio del sistema y se constituyen en Junta de Compensación, salvo que todos los terrenos pertenezcan a un solo titular».
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	Véanse a este respecto, entre otros, CHECA GONZÁLEZ, C., Los tributos locales. Análisis jurisprudencial de las cuestiones sustantivas más controvertidas, ob. cit., pág. 298, CASANA MERINO, F., El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de naturaleza urbana, Marcial Pons, Madrid, 1994, págs. 47 y ss. y RODRÍGUEZ MÁRQUEZ, J., Cuestiones tributarias de la ejecución del planeamiento urbanístico, Iustel, Madrid, 2004, págs. 174 y ss.
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	Véase en este sentido lo dispuesto en la Sentencia del Alto Tribunal de 21 de octubre de 2002. Debe precisarse no obstante que con anterioridad, en su Sentencia de 17 de julio de 1997, el TS manifestó que el acto reparcelatorio no tiene la consideración de transmisión de dominio a los efectos de la exacción del IIVTNU, argumentando que «La reparcelación no constituye, por sí sola, un cambio de titularidad y, por tanto, una transmisión dominical, sino la sustitución (o subrogación) de las fincas aportadas por las definitivamente adjudicadas como consecuencia de la propia reparcelación».
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	Se ha de tener presente además que, de conformidad con lo declarado por el TSJ de Cataluña en su Sentencia de 26 de enero de 2021, la liquidación del IIVTNU respecto a una finca rústica que carece de toda actuación urbanística constituye un acto arbitrario y contrario a los principios de buena Administración y justa tributación. En el concreto supuesto analizado no hubo plusvalía alguna en la transmisión de terreno de naturaleza urbana, el cual no reunía tal condición, no conociéndose tampoco actuación urbanística alguna generadora de aquélla. Se produjo por tanto un ejercicio ciertamente arbitrario (en tanto que notoriamente alejado de la realidad de las cosas sobre la que se proyecta) de la potestad administrativa.
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	En este sentido se pronunció además el TS, entre otras, en sus Sentencias de 30 de marzo de 1996, 3 de abril de 1997 y de 5 de diciembre de 2000, así como el TSJ del País Vasco en sus Sentencias de 18 de febrero de 2002 y de 27 de diciembre de 2003. Véanse asimismo, dentro de la doctrina, ÁLVAREZ ARROYO, F., Impuesto municipal sobre el incremento de valor de los terrenos (plusvalías), ob. cit., pág. 80 y CASANA MERINO, F., El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, ob. cit., pág. 90.
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	Concretamente en el presente caso el Ayuntamiento en cuestión transmitió a una entidad pública la propiedad de un solar para la construcción de un centro, recibiendo como contraprestación la propiedad de la última planta de éste con la finalidad de destinarlo a usos propios de utilidad pública o de interés social relacionados con las materias de ocupación, formación, intermediación y orientación. Una vez finalizada la construcción se le propondría la firma de una escritura pública en virtud de la cual se transmitiría la propiedad del referido local, siendo el IIVTNU de cuenta de la Entidad pública y corriendo el pago del IVA a cargo del Ayuntamiento. Así las cosas se planteaba la cuestión relativa a la tributación de la transmisión que efectuaría el Ayuntamiento del solar y la sujeción de la Entidad Pública al Impuesto.
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	Añade asimismo el Tribunal en el citado pronunciamiento que, de cara a la determinación de la base imponible del Impuesto y, más precisamente, a la hora de determinar el valor catastral aplicable, procederá la aplicación del resultante de una valoración colectiva posterior al devengo pero posterior al devengo, al haberse producido en el concreto supuesto de autos analizado una modificación del planeamiento que modificó la calificación del suelo.
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	En relación con estos gastos de urbanización mediante Auto de fecha 16 de noviembre de 2017 el TS acordó fijar jurisprudencia relativa a si los gastos de urbanización actúan sobre el valor de adquisición o transmisión a la hora de saber si hay incremento de valor de los terrenos, esto es, si para calcular la existencia de un incremento o de una disminución del valor de los terrenos en el IIVTNU a los efectos del art. 104.1 RDLeg. 2/2004 los gastos de urbanización deben considerarse como un mayor precio de adquisición o si, por el contrario, debe entenderse que incrementan el valor de los terrenos, incremento que se reflejaría en el precio de transmisión. En todo caso la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 11 de Sevilla de 3 de diciembre de 2018 tiene declarado a este respecto que, a efectos del cálculo de la plusvalía, no pueden incluirse los gastos de urbanización o cualquier otra inversión realizada en la modificación de dichos terrenos. Y ello debido a que el art. 104 del TRLRHL sólo grava el incremento del valor que experimenten los terrenos y que se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los terrenos por cualquier título o de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos. En el concreto supuesto planteado existía un incremento de valor que justificaba la negativa de la Administración a la devolución de cuotas indebidamente ingresadas, sin que fuese posible, como pretendía el contribuyente, incluir en el valor de adquisición demostrado, los gastos de urbanización u otras inversiones realizadas en la modificación de los terrenos. Acerca de esta cuestión el TSJ de Castilla y León, en su Sentencia de 23 de julio de 2018, declaró además que los gastos de urbanización del terreno integran el valor de adquisición del terreno a efectos de la plusvalía. Finalmente concluyó el TS mediante Sentencia de 11 de noviembre de 2020, siguiendo la doctrina recogida en su anterior Sentencia de 12 de marzo de 2019, que para calcular la existencia de un incremento o de una disminución del valor de los terrenos en el Impuesto los gastos de urbanización soportados con posterioridad a la adquisición del terreno, cuya posterior enajenación determina el hecho imponible, no deben considerarse como un mayor precio de adquisición, dado que se integran en el valor de los terrenos, como elemento del incremento de valor que se refleja en el precio de transmisión. Dichos gastos de urbanización son asumidos por el sujeto pasivo con posterioridad a su adquisición, por su participación y cumplimiento de los deberes que le corresponden en el desarrollo del proceso urbanizador de un terreno, y no constituyen en ningún caso el precio de adquisición de los terrenos. Desde un punto de vista temporal se trata de costes que se producen en un momento posterior al de la adquisición y, por consiguiente, después del momento inicial que determina el inicio del periodo de generación del incremento de valor gravado por el Impuesto que grava la capacidad económica puesta de manifiesto entre dos momentos temporales, a saber, el de adquisición y el de enajenación, computados por años y con un máximo de veinte años. Tal y como señala de manera textual el Alto Tribunal los referidos costes de urbanización «(…) No integran el precio o valor de adquisición porque se producen en un momento posterior al de la adquisición, y por ello no forman parte del precio o coste de adquisición fijado temporalmente al inicio del período de generación de la riqueza potencial gravada. El IIVTNU es un impuesto directo, de naturaleza real, que grava, no el beneficio económico de una determinada actividad empresarial o económica, ni el incremento de patrimonio puesto de manifiesto con motivo de la transmisión de un elemento patrimonial integrado por suelo de naturaleza urbana, sino la renta potencial puesta de manifiesto en el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana puesto de manifiesto durante el período de permanencia del bien en el patrimonio del transmitente, con un máximo de 20 años (…) Es obligado atender, a los efectos de desvirtuar la existencia de tal incremento de valor, a la comparación, exclusivamente, de los valores de adquisición y transmisión. Ciertamente podrán hacerse uso de los medios de prueba que pongan de manifiesto que no ha existido tal incremento de valor, pero para ello ha de atenderse a la diferencia entre el precio de adquisición, referido al inicio del período de generación del incremento de valor, y al momento final que viene dado por el del devengo, esto es, el de la transmisión o en su caso de la constitución o transmisión de cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos». Por tanto los costes de urbanización no integran el precio o valor de adquisición, al producirse en un momento posterior, no formando parte del precio o coste de adquisición fijado temporalmente al inicio del periodo de generación de la riqueza potencial gravada.
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	De acuerdo con lo dispuesto por este precepto «1. Es sujeto pasivo del Impuesto a título de contribuyente: a) En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio a título lucrativo, la persona física o jurídica o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de que se trate».
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	Téngase presente no obstante que, en relación con estas transmisiones efectuadas a título lucrativo por causa de muerte de aquellos terrenos que constituyesen la residencia habitual del causante, previéndose la aplicación de unas bonificaciones que estuviesen reguladas en la Ordenanza municipal sería procedente su aplicación racional y razonada, de acuerdo con lo dispuesto en la Sentencia del TSJ de Cataluña de 15 de septiembre de 2011.
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	Con carácter general, cuando se transmite un inmueble en virtud de una dación en pago a una entidad bancaria, la operación está exenta del IIVTNU. Así lo dispone la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, cuando en su art. 123.Uno establece, dando nueva redacción al art. 105.1.c) del TRLRHL, que están exentos del citado Impuesto los incrementos de valor que se manifiesten como consecuencia de transmisiones realizadas por personas físicas con ocasión de la dación en pago de la vivienda habitual del deudor hipotecario o garante del mismo para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la misma, contraídas con entidades de crédito o cualquier otra entidad que, de manera profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios. De acuerdo con lo dispuesto por el citado precepto están exentos del IIVTNU los incrementos de valor que se manifiesten como consecuencia de los siguientes actos: «c) Las transmisiones realizadas por personas físicas con ocasión de la dación en pago de la vivienda habitual del deudor hipotecario o garante del mismo, para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la misma, contraídas con entidades de crédito o cualquier otra entidad que, de manera profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios. Asimismo, estarán exentas las transmisiones de la vivienda en que concurran los requisitos anteriores, realizadas en ejecuciones hipotecarias judiciales o notariales. Para tener derecho a la exención se requiere que el deudor o garante transmitente o cualquier otro miembro de su unidad familiar no disponga, en el momento de poder evitar la enajenación de la vivienda, de otros bienes o derechos en cuantía suficiente para satisfacer la totalidad de la deuda hipotecaria. Se presumirá el cumplimiento de este requisito. No obstante, si con posterioridad se comprobara lo contrario, se procederá a girar la liquidación tributaria correspondiente. A estos efectos se considerará vivienda habitual aquella en la que haya figurado empadronado el contribuyente de forma ininterrumpida durante, al menos, los dos años anteriores a la transmisión o desde el momento de la adquisición si dicho plazo fuese inferior a los dos años. Respecto al concepto de unidad familiar, se estará a lo dispuesto en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio. A estos efectos, se equiparará el matrimonio con la pareja de hecho legalmente inscrita. Respecto de esta exención, no resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 9.2 de esta ley». Tal y como precisa además a este respecto la DGT en su contestación a Consulta de 2 de octubre de 2018, entendiendo que la citada norma se refiere a las transmisiones de la vivienda habitual del deudor hipotecario a favor de la entidad acreedora, también resulta de aplicación la referida exención cuando la transmisión lo es a un tercero porque en este caso la dación en pago no queda desnaturalizada ni muta su naturaleza por el hecho de que se haga a favor de un tercero, distinto del acreedor hipotecario, siempre que sea éste el que imponga tal condición para acceder a la dación y la acepte como extintiva de la obligación. Tal y como precisa el citado Centro Directivo la redacción literal de la exención admite esta extensión debido a que no limita taxativamente a favor de quién ha de hacerse la dación, no exigiéndose como requisito que la transmisión en que consiste la dación se haga a favor de la entidad de crédito acreedora y no debiendo excluirse la posibilidad de que la misma acreedora admita o imponga, sin alterar el carácter extintivo de la dación, la transmisión a un tercero designado a su voluntad. En efecto, la regulación aplicable no limita de forma estricta a favor de quién ha de hacerse la dación, sino que exige tan solo tres requisitos, a saber: que sea de la vivienda habitual del deudor o de su garante; que se realice para la cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la vivienda habitual; y que esas deudas hipotecarias se hayan contraído con entidades de crédito o cualquier otra entidad que, de manera profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios. Y, al amparo de lo establecido en el citado art. 123.Uno, la aplicación de las exenciones cuando la transmisión lo es a un tercero puede llevarse a efecto.
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	Véase a este respecto la contestación de la DGT a Consulta de 15 de febrero de 2019, en la que se declara que las transmisiones o daciones en pago efectuadas a favor de un tercero autorizado e impuesto por la entidad acreedora deben ser objeto de la nueva exención prevista en el art. 105.1.c) del TRLRHL, lógicamente siempre que se cumplan los demás requisitos establecidos en dicho precepto.
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	A este respecto en el concreto supuesto analizado por la DGT mediante contestación a Consulta de 25 de enero de 2016, dado que la transmisión de la vivienda en cuestión se produjo en el año 2013, resultaba de aplicación el período de retroacción de efectos de las exenciones anteriores establecido en sendos apartados Uno de los arts. 122 y 123 de la Ley 18/2014. Por tanto, siendo de aplicación las citadas exenciones establecidas con carácter retroactivo, los ingresos realizados en concepto de IIVTNU por la mencionada dación en pago de la vivienda habitual se hicieron de manera indebida, teniendo el contribuyente derecho a la correspondiente devolución de ingresos indebidos.


	 Ver Texto 




	 (79) 

	Así se contemplaba igualmente en la normativa de régimen local reguladora del antiguo Arbitrio sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de 1955, derogada con efectos desde 1979.


	 Ver Texto 




	 (80) 

	En este sentido se han pronunciado, entre otros autores, CHECA GONZÁLEZ, C., Los tributos locales. Análisis jurisprudencial de las cuestiones sustantivas más controvertidas, ob. cit., pág. 300, ÁLVAREZ ARROYO, F., Impuesto municipal sobre el incremento de valor de los terrenos (plusvalías), ob. cit., pág. 104 y ADAME MARTÍNEZ, F. D., «El expediente de dominio ante los impuestos sobre transmisiones patrimoniales y sobre el incremento del valor de los terrenos», Crónica Tributaria, núm. 70, 1994, págs. 43 y ss.


	 Ver Texto 




	 (81) 

	ÁLVAREZ ARROYO, F., Impuesto municipal sobre el incremento de valor de los terrenos (plusvalías), ob. cit., pág. 106.


	 Ver Texto 




	 (82) 

	Todo ello sin perjuicio de la importancia económica que pueden llegar a adquirir este tipo de transmisiones, que demandan siempre la concurrencia de dos o más personas para su consecución.


	 Ver Texto 




	 (83) 

	En esta misma línea se sitúan las Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia del País Vasco de 31 de octubre de 2002, Madrid de 17 de junio de 1997 y Canarias de 14 de diciembre de 1995 y de 8 de septiembre de 1998.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	A favor de la posibilidad de recuperar el gravamen de los expedientes de dominio en este Impuesto se muestra partidario, sin embargo, ADAME MARTÍNEZ, F. J., «El expediente de dominio ante los impuestos sobre transmisiones patrimoniales y sobre el incremento de valor de los terrenos», ob. cit., págs. 32 y ss.


	 Ver Texto 




	 (85) 

	Véase en este sentido la contestación de la DGT a Consulta de 5 de julio de 2013, así como la de 27 de marzo de 2019, destacándose en esta última que es en ese momento cuando se produce el nacimiento de la obligación principal. Tal y como recuerda la DGT en esta última Resolución la normativa tributaria aplicable ha de ser la vigente a la fecha del devengo del gravamen, el cual habría de determinarse de acuerdo con las disposiciones previstas en el Código Civil relativas al instante en el que se entienden transmitidos los bienes hereditarios. Téngase presente sin embargo que, tal y como precisa el citado Centro Directivo a través de su contestación a Consulta de 16 de septiembre de 2014, en la división de la herencia no se produce el devengo del IIVTNU, con independencia de que dicha división se lleve a cabo mediante adjudicación proporcional a cada uno de los herederos, o bien, en el caso de que, tratándose de un bien indivisible, se adjudique a uno de los herederos mediante compensación económica al resto. Ahora bien en aquellos supuestos en los que no se devengue el IIVTNU respecto a los bienes adquiridos por actos mortis causa, en la posterior transmisión de los terrenos urbanos afectados se entenderá que el cómputo del número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor no se ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de aquellas operaciones que no originen el devengo del Impuesto. Véase asimismo la contestación de la DGT a Consulta de 15 de junio de 2018, de conformidad con la cual en la transmisión de la propiedad del terreno por causa de muerte el devengo del Impuesto tiene lugar en la fecha del fallecimiento y no en la fecha de aceptación de la herencia por los sucesores. Por ese mismo motivo, cuando los herederos presentan la autoliquidación del Impuesto en su Ayuntamiento se les aplica la prescripción del derecho de la Administración para liquidar la deuda tributaria y no tienen que satisfacer el mismo. Los herederos adquieren la propiedad del inmueble, de acuerdo con lo previsto en los arts. 440, 657, 661 y 989 del Código Civil, desde el momento del fallecimiento del causante, y no desde la fecha de la aceptación de la herencia. Y cuando posteriormente los herederos vendan el inmueble, para la determinación de la base imponible del Impuesto el devengo de éste se producirá en la fecha de la transmisión de la propiedad. Por otra parte, y de acuerdo con lo declarado por la DGT mediante contestación a Consulta de 11 de mayo de 2018, en las comunidades de bienes que se constituyen como consecuencia de actos mortis causa la adjudicación de los bienes inmuebles llevada a cabo como consecuencia de la división de la herencia no produce el devengo del IIVTNU. Ahora bien en estos supuestos en los cuales no se ha devengado el Impuesto, con motivo de la posterior transmisión de los terrenos urbanos afectados se entenderá que el cómputo del número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor no se ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de aquellas operaciones que no han originado el devengo del Impuesto.


	 Ver Texto 




	 (86) 

	Así, por ejemplo, tratándose de una sustitución hereditaria vulgar, la transmisión se produciría entre el sustituyente y el sustituido. Y, a los efectos del Impuesto, siempre se producirá una sola transmisión, la del testador al heredero o bien al sustituto. Tal y como tuvo oportunidad de precisar ROCA-SASTRE MUNCUNILL, L., Derecho de Sucesiones, tomo I, Bosch, Barcelona, 1995, pág. 458, «La sustitución vulgar es la disposición testamentaria en virtud de la cual el testador nombra un segundo o ulterior heredero para el caso o previsión de que el anterior heredero instituido no llegue efectivamente a serlo por no poder o no querer». Y en la llamada sustitución pupilar o en la ejemplar tendrán lugar dos transmisiones siempre y cuando el sustituido sobreviva al sustituyente. En definitiva, dadas estas operaciones habrá que aplicar las normas civiles al objeto de precisar cuántas transmisiones se han producido.


	 Ver Texto 




	 (87) 

	Véase a este respecto lo declarado por el TS, entre otras, en sus Sentencias de 30 de septiembre de 1996 y 17 de diciembre de 1997.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	De acuerdo con lo dispuesto por el citado art. 15.3 de la Ley 49/2002 «Estarán exentos del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana los incrementos correspondientes cuando la obligación legal de satisfacer dicho impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos. En el supuesto de transmisiones de terrenos o de constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio sobre los mismos, efectuadas a título oneroso por una entidad sin fines lucrativos, la exención en el referido impuesto estará condicionada a que tales terrenos cumplan los requisitos establecidos para aplicar la exención en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles». Por su parte el apartado 4 de dicho precepto añade que «La aplicación de las exenciones previstas en este artículo estará condicionada a que las entidades sin fines lucrativos comuniquen al ayuntamiento correspondiente el ejercicio de la opción regulada en el apartado 1 del artículo anterior y al cumplimiento de los requisitos y supuestos relativos al régimen fiscal especial regulado en este Título». En consecuencia se establece la exención en el IIVTNU cuando la obligación legal de satisfacer el impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos. Y, tratándose de transmisiones efectuadas a título oneroso por una entidad sin fines lucrativos, la exención se condiciona a que los terrenos transmitidos cumplan los requisitos exigidos para aplicar la exención en el IBI. A resultas de lo anterior, y siguiendo en este punto a DEL AMO GALÁN, O., «Beneficios fiscales en los tributos locales para la Iglesia Católica y otras confesiones religiosas», Carta Tributaria Opinión, 2017 (consultado en www.laleydigital.com), en el caso de adquisiciones por la entidad sin fines lucrativos de la propiedad o, en su caso, constitución o adquisición de derechos reales de goce limitativos del dominio a título gratuito la aplicación de la exención resultará incondicionada, ya que el párrafo 1º del apartado 3 del art. 15 dispone que están exentos del IIVTNU los incrementos correspondientes, cuando la obligación legal de satisfacer dicho impuesto recaiga sobre una entidad sin fines lucrativos. En cambio, tratándose de una transmisión por la entidad sin fines lucrativos de la propiedad o, en su caso, constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio a título oneroso la exención de la exención resulta condicionada, tal como establece el párrafo 2º del apartado 3 del art. 15, a que tales terrenos cumplan los requisitos exigidos para aplicar la exención en el IBI. De este modo procederá la aplicación de la exención en el IIVTNU cuando el bien inmueble transmitido por la entidad sin fines lucrativos no haya estado afecto a una explotación económica no exenta del Impuesto sobre Sociedades. Téngase presente además que éste último requisito relativo a que los terrenos cumplan los requisitos establecidos para aplicar la exención en el IBI solo puede interpretarse en el sentido de que dicho bien inmueble hasta el momento de la transmisión de la propiedad o de la constitución o transmisión de derechos reales de goce limitativos del dominio cumpla el requisito para estar exento del IBI exigido, a su vez, por el apartado 1 del mismo art. 15, es decir, que no haya estado afecto a explotaciones económicas no exentas del Impuesto sobre Sociedades. Y, a tal efecto, será indiferente el destino posterior del inmueble, es decir, que una vez transmitido esté o no afecto a una explotación económica no exenta del Impuesto sobre Sociedades. Como bien ha precisado DEL ALMO GALÁN, O., «Beneficios fiscales en los tributos locales para la Iglesia Católica y otras confesiones religiosas», ob. cit., «Dado que el artículo 15.3 de la Ley 49/2002 no establece un reconocimiento provisional del beneficio fiscal, es decir, no condiciona el reconocimiento del beneficio fiscal al cumplimiento de unos requisitos futuros, solo cabe entender que el requisito de que el terreno cumpla los requisitos exigidos para aplicar la exención en el IBI, debe cumplirse en la fecha del devengo del IIVTNU, es decir, que hasta el momento de la transmisión el terreno no haya estado afecto a una explotación económica no exenta del Impuesto sobre Sociedades».
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